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“El tema del deber jurídico, es quizás el más difícil y controvertido de la teoría jurídica contemporánea; es, por otra parte, un tema nuevo, puesto que hasta hace poco no se había planteado, de parte del positivismo formalista, un concepto de deber moral. Ni siquiera en un autor de la modernidad de (sic) Kant  es posible encontrar una delimitación clara del deber jurídico y del deber moral: para él el deber sigue siendo todavía un deber moral indirectamente recogido y asumido en la norma jurídica”.

                                                      Ramón Soriano, en su Compendio de Teoría
                                                     General del Derecho.  Barcelona: Editorial 

                                                      Ariel, 1986, p. 134, citado en la página 66 del 

                                                      Libro Introducción General al Derecho, Vol. I, 

                                                       de  Rodrigo Noguera Laborde.

Introducción
     A raíz de la promulgación de la Constitución Política de 1991, surgen en nuestro escenario jurídico de un modo explícito una cantidad de deberes tanto para las personas naturales colombianas y extranjeras radicadas en nuestro territorio, como para las personas jurídicas y para el Estado Colombiano, a quien se le atribuyen una numerosa cantidad de obligaciones que sólo al cumplirse hacen posible el Estado Social de Derecho, adopción de esta nueva Constitución en la búsqueda de la paz, la convivencia y el pleno desarrollo de la vida social.
     Si bien constituciones anteriores, entre ellas la de 1.886, consagraron ciertos deberes, la de 1.991 es mucho más rica en ellos, ya que así lo hacen necesario los tiempos que vivimos, de corrupción, de entendimiento de la Ley como letra muerta, y no sólo de eso sino de burla a ella.

    Pero esos tiempos nuevos que vivimos, deberán ser analizados para entender la realización efectiva de esos deberes jurídicos.

    Es un tema si se quiere nuevo, cuyo desarrollo podrá contribuir a que una sociedad como la nuestra entienda que así como exige, está en la obligación de dar mucho de sí misma.

    En síntesis, este trabajo de investigación no sólo va dirigido al círculo académico, como un intento de contribuir al desarrollo de la disciplina jurídica, sino a un vasto público, al pueblo colombiano, como un granito de arena en la construcción del nuevo ciudadano que haga posible la convivencia social. Con él se espera contribuir desde la academia, al pleno desenvolvimiento del Estado Social de Derecho, donde los ciudadanos tienen mayor cantidad de derechos pero también de responsabilidades frente a sus semejantes.

    Buscamos con este trabajo  ayudar a restablecer los vínculos reales entre el derecho y el deber jurídico, pues la realidad enseña que las leyes son para los hombres y que como destinatarios y creadores de ellas, éstos necesitan ser en su plenitud, lo que implica un alto grado de conciencia, y de conciencia en la ciudad, en la vida política, que es donde se realizan.

             CAPÌTULO 1. 
Relaciones  entre el derecho y el deber jurídico
    Comúnmente se dice que existe una correlación entre los derechos del individuo o de la colectividad y sus deberes; que el derecho ajeno sólo es posible cuando se reconocen deberes frente al otro; que el deber es el reverso del derecho, etc.

    Refiriéndose a esta relación, BENIGNO MANTILLA PINEDA dice que “El derecho que impone a unos el deber de hacer u omitir algún acto, es el mismo derecho aunque con otro aspecto, que faculta  a otros a obrar de cierta manera y a exigir de todos en general, o de alguien en particular, observar determinada conducta o abstenerse de hacer algo en su daño o perjuicio”
.
    También se sostiene que el deber jurídico configura el llamado derecho objetivo. En efecto, se señala que “La obligación que tienen las demás personas de respetar esa facultad de la persona dueña de los medios, es el derecho objetivo”
.

    Considerando la riqueza de esta relación derecho- deber jurídico, y el tratamiento de que ha sido objeto tanto en la ciencia jurídica como en la filosofía del derecho, lo mismo que sus implicaciones en la vida jurídica y política de las naciones, y por lo tanto en la estructuración de un verdadero constitucionalismo, estudiaré a lo largo de este capítulo la interdependencia que guardan entre sí estas dos categorías jurídicas.
       Y qué mejor que empezar por la delimitación y clasificación de las mismas.

1.1. CONCEPTO DE DERECHO.
La palabra derecho tiene numerosas acepciones. Desde aquella que, partiendo de su etimología latina, derivada del verbo “dirigire”, la considera como reglas de conducta socialmente dictadas y sancionadas, impuestas a los miembros de la colectividad, hasta la que habla de él como de una verdadera ciencia. En este trabajo interesan todos los significados de la dicción, dada la importancia que pueden revestir en la comprensión del   tema, pero sin duda privilegiaré aquella que se refiere al derecho objetivamente y aquella  que hace relación al denominado técnicamente derecho subjetivo.

El derecho objetivo se refiere a la primera definición del párrafo anterior. En esa dirección se pueden indicar palabras como Código, Corpus, Cuerpo Normativo, Legislación, Norma, Orden Jurídico, Ordenamiento Jurídico o Sistema; o referirse a un derecho administrativo o a un derecho constitucional.

 La comprensión del Derecho Objetivo es importante porque en la realidad jurídica, es a partir del establecimiento de una norma cuando se puede exigir verdaderamente el cumplimiento de una conducta objetiva, eminentemente social, que vaya más allá de cualquier principio de orden extrajurídico, sin que necesariamente lo deba desconocer. En este trabajo será importante conocer el Derecho Objetivo que guarda relación con el tema de los deberes constitucionales en Colombia, para poder aproximarnos a nuestro objeto.

En su sentido subjetivo, el derecho es “una prerrogativa individual, que reconocida y sancionada por el derecho objetivo, permite a su titular el hacer, exigir o prohibir cualquier cosa en su propio interés o en el interés de otro. Por ejemplo: el derecho de propiedad, el derecho sobre los créditos”
.

Sinónimos suyos serían: Acción, Competencia, Derecho Real, Derecho Personal, Derecho Moral, Facultad, Interés, Poder, Vocación. En materia constitucional, se entendería como la facultad que consagrada por la norma superior y desarrollada por la ley, permite al titular del derecho, exigir el cumplimiento de sus deberes constitucionales tanto a los particulares nacionales y extranjeros, como al Estado y a las autoridades que  representan y hacen  efectiva la voluntad del mismo.
Lato sensu, derecho es cualquier prerrogativa que la ley reconoce a los hombres individual o colectivamente considerados. En esta vía, la ley faculta a los mismos, les concede libertades o los protege.

“Por extensión y en derecho público se aplica a aquella facultad jurídica que, realmente, equivale a la competencia conferida para el ejercicio de una función o a una prerrogativa de la autoridad pública”
. Por ejemplo, el derecho a dictar decretos con fuerza de ley en los   Estados de Excepción que tiene el Presidente de la República.

1.2. CLASES DE DERECHOS.
La doctrina clasifica los derechos desde varios puntos de vista, a saber
:

a) Desde las condiciones exigidas para su ejercicio, los derechos son políticos, públicos y civiles o exclusivamente privados.

· Los derechos políticos, que deben diferenciarse de las libertades o derechos públicos, son aquellos en cuyo ejercicio va implícitamente la soberanía, y que son los derechos a elegir y a ser elegido. Permiten el funcionamiento de las instituciones políticas, pero aún en los regímenes más democráticos sólo se otorgan a una parte de la población (en el caso colombiano, a los mayores de 18 años), y se limitan en su ejercicio a los extranjeros.

· Los derechos públicos o cívicos ponen en contacto al individuo con la comunidad sin que ello implique ejercicio de la soberanía. Su titular no debe ser sujeto calificado, aunque se pueden establecer ciertas limitaciones. Están garantizados en todas las constituciones liberales, y se otorgan tanto a  nacionales como a extranjeros. Según NIBOYET, dentro de ellos estarían: el derecho al reconocimiento de la personalidad, el de penetrar en el territorio, la libertad de prensa y el derecho de reunión y asociación.
· Los derechos civiles, llamados por NIBOYET exclusivamente privados, son los que se desprenden de la naturaleza humana, y que son concedidos, o mejor, garantizados, a todas las personas. Ejemplos: derecho a contraer matrimonio, a divorciarse, a suceder. De ellos son titulares tanto nacionales como extranjeros, aunque cada legislación nacional establecerá unos límites para que estos últimos los ejerzan.

b) Desde el punto de vista de su contenido, se clasifican en políticos, civiles, sociales, económicos y culturales(los tres últimos llamados derechos cívicos o públicos).

c) Considerando su efectividad, los marxistas los clasifican en formales y reales.

· Formales son los consagrados por las constituciones políticas, sin que tengan una base real que permita su disfrute.

· Reales son aquellos que verdaderamente disfrutan los individuos, por darse las condiciones económicas y sociales para su goce; lo que sólo es posible cuando existe un poder político capaz de suministrar o crear las mismas.
d) Desde el punto de vista de los medios especiales para su protección, los derechos son, según PÈREZ ESCOBAR, fundamentales y no fundamentales
.

e) Teniendo en cuenta si requieren para su eficacia directa alguna reglamentación, se dividen en derechos de aplicación subordinada a una reglamentación legal, y derechos que no requieren de dicha reglamentación para ser aplicados.

f) Considerando las garantías exigidas para su reforma, hay derechos que necesitan un plus para su modificación y aquellos que sólo necesitan procedimientos corrientes.

g) Por el número de destinatarios del derecho, son individuales o colectivos.

h) Haciendo caso del origen de su consagración, los derechos se clasifican en constitucionales, convencionales internacionales y contractuales.
i) Desde el punto de vista histórico:
· De la primera generación: consultan lo más íntimo de la dignidad humana, y fueron proclamados en la Declaración de los Derechos del Hombre, de 1789. Ejemplos: libertad de cultos, de prensa, económica.

· De la segunda generación: tienen carácter  social y económico, y los puede exigir el individuo al Estado y a la sociedad. Parten de la Declaración de los Derechos Humanos de 1948, producto de un proceso que viene desde mediados del siglo XIX, con la irrupción del socialismo.

· De la tercera generación: surgidos a partir de los años 70 del siglo pasado, tienden a brindar garantías a los grupos y a las sociedades. Ejemplos: derecho a la paz, al entorno, al patrimonio común de la humanidad, derechos de los consumidores.

1.3. CONCEPTO DE DEBER.
“El deber es el cumplimiento de una obligación en general. El Diccionario de Derecho Usual lo define como el reverso del derecho entendido como potestad, atribución, facultad”
.
Su etimología es latina, de la palabra “ deberé”, que significa deber o estar obligado a , y frecuentemente se toma como sinónimo de obligación, ya sea en sentido indeterminado( para referirse a todo aquello que un individuo debe o no debe hacer) o en un sentido técnico y preciso( relación de derecho, por ejemplo: el deber de reparación que tiene quien es responsable).

Más exactamente, se aplica a algunas normas de conducta que tienen origen legal y carácter permanente( como también una connotación moral). Por ejemplo: deberes familiares, matrimoniales.

Se dice también que son obligaciones preestablecidas que la ley impone, no a una persona determinada, sino en forma general. Bien sea a una persona en razón de sus funciones o de su profesión( deberes de estado), o a cualquier persona en relación con sus semejantes. Por ejemplo: el deber de no enriquecerse injustamente, el de respetar la propiedad. Puede ser antónimo de facultad
.
1.4. CLASES DE DEBERES.
En lo que respecta a la filosofía del derecho, los deberes se dividen en morales o de conciencia y en jurídicos.

· Los deberes morales son obligaciones morales que revisten aspectos religiosos o de comportamiento imperativo de orden social, según la mentalidad y creencia de cada uno. Al campo jurídico llegan indirectamente, por liberalidades que se convierten en consuetudinarias y que se hacen exigibles. El derecho los consagrará como jurídicos en la medida en que sean necesarios al orden social.
· Los deberes jurídicos son para DOURADO DE GUSMAO
 comportamientos obligatorios impuestos por una norma legal, por un contrato o por un tratado, a una persona a favor de otra, que tiene la facultad de exigir su cumplimiento cuando no son observados de modo espontáneo.
La distinción entre deberes morales y deberes particulares se halla en KANT, según nos informa el Diccionario de Filosofía de FERRATER MORA. Para KANT- nos dice- el deber moral sería el imperativo categórico, al parecer desprovisto de cualquier contenido, “ el más grande y sublime nombre”, lo que hay de común en todos los deberes, el más alto frente a cualquier serie de deberes, el deber absoluto. El deber particular es el deber específico, cualquier principio que no es el imperativo categórico, el deber fundado materialmente( no autónomamente), el deducido a partir de un bien( sea Dios, la naturaleza, la sociedad). El deber particular no es necesariamente moral, es decir para su existencia no es necesaria la conciencia de la realización y cumplimiento de lo valioso. En resumen, para KANT el deber moral se explica así mismo, no así para SCHELLER, quien lo entiende a partir de lo axiológico: motivado por un valor con fuerza coercitiva, o por valores ideales no coercitivos.
El deber jurídico, para VON KIRCHMANN, obedece a la fuerza motivadora de la amenaza o de la sanción; mientras para BIERLING se da a partir del reconocimiento tácito de las normas por parte de los individuos que componen la sociedad. RECASSENS SICHES, dice que el deber jurídico surge desde que se considera la infracción a la conducta señalada en el mismo como una infracción jurídica, desde que existe una coacción inexorable al sujeto. Para KELSEN, el deber jurídico es la norma misma en relación con un sujeto determinado, en tanto que le obliga a un comportamiento, cuya oposición contradictoria es la condición para la coerción señalada en el precepto jurídico
.

Existen teorías que identifican el deber jurídico con el deber moral, y hay teorías que distinguen estos dos conceptos. Según NOGUERA LABORDE, entre las primeras tenemos la de KANT y la de RADBRUCH:

“ Kant identifica el deber jurídico con el deber moral, pues considera que aquel no es otra cosa que una obligación ética(moral) indirecta…Según Kant, para que un precepto tenga obligatoriedad para el sujeto es necesario que derive de su propia voluntad. En otros términos, sólo las reglas de acción autónomas, vale decir, propuestas por el mismo sujeto, pueden generar el deber, la obligación. Las reglas heterónomas, es decir las que no provienen del mismo sujeto, no pueden producir este efecto…Pero el individuo puede, sin embargo, hacerlas suyas en virtud de su autonomía, es decir, puede acatarlas como si hubieran sido dictadas por él mismo en virtud de reconocerles un valor universal…De esta suerte, pues, el deber jurídico indirectamente se convierte en un deber moral (Cf. Fundamentación Metafísica de las Costumbres)
.
“ Teniendo en cuenta que la norma, externamente considerada, no puede generar una obligación, concluye RADBRUCH que la norma jurídica , al igual que la moral, genera la obligación o el deber de cumplirla porque compromete nuestra conciencia, es decir, porque la norma jurídica viene a ser aceptada, es autónoma, no heterónoma”
.

Entre las teorías que distinguen el deber moral y el deber jurídico, tenemos la de KELSEN y la de RECASSENS SICHES:

“ El deber jurídico es, pues, la norma jurídica individualizada, y por este hecho no tiene ninguna relación con la noción del deber moral, dice KELSEN en su Teoría Pura del Derecho, citado por NOGUERA LABORDE
.

Por su parte,  RECASSENS SICHES razona: Cuándo formulamos la pregunta de cuál será la esencia del deber jurídico, necesariamente se tiene que buscar la solución dentro del mismo concepto de norma jurídica, dejando de lado la circunstancia de que los contenidos del valor jurídico puedan concurrir con los contenidos de valores sociales y ser semejantes a éstos…Que deba haber una fundamentación específica e independiente del deber moral, lo prueba el hecho corriente de que hay muchos deberes jurídicos cuyo contenido no está consignado en ninguna norma moral, religiosa o social, ni en postulados de cultura; y sin embargo, a ningún jurista, pensando exclusivamente como tal( es decir, fundándose en el supuesto de la validez del derecho positivo) , se le ocurriría negar tales deberes”
.
Para NOGUERA LABORDE “ mientras los deberes morales son tanto internos como externos, los deberes jurídicos y sociales son puramente externos”
.

· Dentro de los deberes jurídicos tenemos: los deberes legales, que emanan de la ley, como el caso de la asistencia alimentaria debida a las personas que señala el artículo 411 del Código Civil; los deberes reglamentarios; los convencionales, etc.; y por supuesto los deberes constitucionales, que a continuación veremos:
Los deberes constitucionales
  : son obligaciones específicas, que desde la Constitución como norma primera del Derecho Positivo, se imponen a los poderes públicos y a los individuos. En un primer momento, son deberes constitucionales los imperativos que el Constituyente dirige a los que están sometidos al ordenamiento constitucional y que pueden operar dentro del mismo. Para ser verdaderos deberes constitucionales no sólo deben consagrarse en el estatuto superior, sino que deben ser constituidos en verdaderas obligaciones por el legislador, dentro del marco de ciertas garantías.
Los deberes constitucionales son partes integrantes de una proposición jurídica incompleta, pues a la enunciación del mandato jurídico no sigue la previsión de una sanción por su incumplimiento. Son deberes jurídicos desde que la Constitución los remite al legislativo.

También existen los deberes sociales, como consecuencia de los usos sociales.

1.5. ASPECTOS TEÒRICOS Y PRÀCTICOS DE ESTAS RELACIONES.
El deber guarda íntima relación con el derecho subjetivo, es su reverso, según señala el Diccionario de Derecho Usual. Y para KELSEN el deber se identifica con el derecho objetivo. El jurista austriaco opina que “ el deber jurídico no es otra cosa que la misma norma jurídica considerada desde el punto de vista de la conducta que prescribe a un individuo determinado .”

El iusfilòsofo colombiano ABEL NARANJO VILLEGAS lo identifica con el derecho objetivo
. En la misma vía se halla J. BARRIO GUTIÈRREZ, quien dice que “ todo deber tiene como fundamento inmediato una norma, o sea una regla directora de la conducta humana”
. Mandato y deber son términos correlativos, pues el mandato tiene la función de crear una obligación o deber jurídico y de sancionar la inobservancia de dicho deber.

Pero para RADBRUCH “ una obligación heterónoma es una contradicción lógica, pues no es la norma externa como tal la que puede obligarnos, sino solamente la aceptación de la norma por nuestra conciencia” 
. Comentando a KANT, dice NOGUERA LABORDE que “ las leyes positivas, obra de los legisladores, no pueden aparejar un deber porque son reglas de conducta heterónomas”
.
Estos opuestos se pueden armonizar buscando la esencia del deber jurídico en la norma jurídica, quitándole elementos como la coercibilidad, que señalan entre otros RECASSENS SICHES, pues ésta no pertenece realmente al plano del derecho. Se debe buscar ese fundamento en la norma misma, porque sería ilógico afirmar que se tiene el deber de cumplir una norma por una razón distinta de la existencia de ella, anota el autor colombiano.

Los postulados de RADBRUCH y de KANT realmente se afincan en el deber moral, desconociendo los tipos de deberes consignados, fundados cada cual en diversas clases de valores: jurídicos, morales, sociales.

En el campo práctico, se habla de la correlación derecho- deber jurídico en la medida en que: a) un derecho objetivo, el sistema normativo colombiano, por ejemplo, crea una serie de deberes jurídicos; b) cada derecho subjetivo conlleva responsabilidades( Art. 95, inc. 1º.,Const. Pol.); c) el hacer concretos los derechos progresivos de que habla el estatuto supremo, no desconoce unas responsabilidades y virtudes cívicas, sino que las incluye, en aras de la consolidación de la democracia, para lo que es necesario que el colombiano acepte la norma en su conciencia, sin desconocer lo expuesto sobre la base del deber jurídico, o que uno de sus motivos de obediencia son los valores ideales( Cfr. Discurso del Dr. ÀLVARO GÒMEZ HURTADO en la clausura de la Asamblea Nacional Constituyente); e) el deber jurídico de acatar la norma jurídica( llámese Constitución o Ley) es una institución que garantiza la supremacía constitucional( Art. 4º.  de la Const. Pol.)
.
CAPÌTULO 2. 
Antecedentes internacionales, externos e internos  de la consagración de deberes constitucionales
 El constitucionalismo clásico, surgido de las revoluciones francesa y americana ,traía  escuetas referencias a los deberes de los ciudadanos, pues hasta ese momento se entendía que con la sola enunciación de los derechos de los mismos se garantizaba la validez de la Constitución 
.

 El constitucionalismo social, que se nutre de fenómenos como la revolución mexicana y la revolución rusa y que se decanta a lo largo de la modernidad política, necesita en cambio de la responsabilidad y virtud de sus ciudadanos, superando el viejo concepto de ciudadanía entendido como la plena pertenencia a una comunidad, para asentarlo en el valor que los miembros de dicho colectivo les den a las instituciones que los organizan como tal
.
 El paso de una concepción a otra necesitó, como todas las obras humanas, de mucho tiempo, del ensayo y del error, de que “ corriera mucha agua bajo el puente”. Y en esa aventura- y tal vez por la misma esencia de la democracia social- hubo que retomar, como en otros ejemplos históricos, el modelo de las sociedades antiguas

 2.1. LOS DEBERES EN LAS CONSTITUCIONES DE LA POLÌTICA
.         

 En este punto entenderemos Constitución como una forma más o  menos coherente de organización del Estado, y no como una forma  sistemática del Estado, histórica e ideológicamente determinada. Así comprenderemos el examen crítico que hace ARISTÒTELES a varias Constituciones existentes, o simplemente ideadas, en el mundo griego de entonces y su zona de influencia.
a) Empieza comentando La República de PLATÒN, en relación con lo planteado allí sobre la propiedad: si ésta ha de ser común o individual; concluyendo que PLATÒN es partidario de la mancomunidad porque con ella cree acabar “ los vicios de las constituciones actuales, suponiendo proceder éstos de no ser común la propiedad”, sin que vea que estos vicios obedecen más bien a “ la perversidad de los hombres”, pues “¿no tienen los asociados y propietarios comuneros muchas veces más pleitos entre sí que los poseedores de bienes personales?”, y “ entre los hombres son, en general, las relaciones permanentes de vida y de comunidad muy difíciles, pero lo son más aun en la materia que nos ocupa”. ARISTÒTELES prefiere el sistema “ actual” ( de propiedad individual) completado con las costumbres públicas y sostenido por buenas leyes; ejemplo: la sociedad lacedemonia:  es un verdadero encanto el favorecer y socorrer a los amigos, a los huéspedes, a los compañeros, y esta satisfacción sólo nos la puede proporcionar la propiedad individual. Este encanto desparece cuando se quiere establecer esa exagerada unidad del Estado…; en esa exagerada unidad del Estado  el ciudadano nunca puede mostrarse liberal ; así, el filósofo señala un deber ciudadano que necesita de un deber del legislador, pues guiar a los espíritus en el sentido de esta benevolencia( le) compete especialmente al último.
b) SÒCRATES plantea la obligación de votar de todos los ciudadanos, según la clase censataria a la que se pertenezca( Leyes de PLATÒN).

c) La Constitución de FALEAS prescribe que los ricos den dotes a sus hijas, sin que los hijos reciban algo, y que los pobres reciban algo y no den; las Leyes de PLATÒN limitan la acumulación de la riqueza, esto con el fin de evitar las revoluciones; las leyes de SOLÒN también hablan de la igualdad de bienes.
Pero ARISTÒTELES también ve como necesario que el Estado proporcione una educación a los ciudadanos, que les permita nivelar sus pasiones.

d) La Constitución ideada por HIPODAMO DE MILETO entrañaba obligaciones para el Estado, al garantizar, por medio de la ley, recompensas a los descubrimientos políticos de utilidad general y al asegurarles educación a los hijos de los guerreros muertos en combate; también estatuía deberes para los magistrados, elegidos por el pueblo: vigilar los intereses generales, los asuntos extranjeros y la tutela de los huérfanos.
e) En Lacedemonia, los éforos, supremos magistrados extraídos del pueblo y elegidos por sufragio universal, están obligados a amar la Constitución.
2.2. ANTECEDENTES EN NORMAS INTERNACIONALES Y EXTRANJERAS.

Durante la vigencia del constitucionalismo clásico, por las razones expuestas anteriormente, no se dio mucha importancia a la consagración de deberes en los textos constitucionales. En efecto, la Constitución como expresión de una forma democrática del Estado, sólo requiere para ser tal que asegure derechos y separe poderes; no se dice otra cosa en el artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre: “toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada, ni la separación de poderes determinada, no tiene Constitución”.
Sin embargo, aunque dicha declaración no sea más que una enunciación de derechos propios del ciudadano, tales como la libertad, la participación política, la seguridad y la propiedad, no podemos desconocer que uno de los principios que la inspiró fue la fraternidad, que requiere compromiso de los hombres y de los ciudadanos, que la ley como expresión de la voluntad general debe garantizar. Veamos el texto:

ART. 4º. La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no dañe a un tercero; por tanto, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que aseguren a los demás miembros de la sociedad el disfrute de estos mismos derechos. Estos límites no pueden ser determinados más que por la ley.

Obviamente que este texto está limitado por la historia. En 1.798 aún estamos frente a un concepto restringido de la libertad humana. Como lo registra VIDAL PERDOMO, a esta declaración han sido atribuidas entre otras características, el individualismo y el abstraccionismo, que se explican por la “ época y la declaración ideológica que la declaración encarnaba”
. Esta orientación se plasmará en la Constitución francesa de 1.791. La Declaración de 1.793
, más radical que la anterior dado el triunfo de las tesis de ROUSSEAU, dice en su artículo 35: “Cuando el gobierno viola los derechos del pueblo, la insurrección es para el pueblo y para cada porción del pueblo, el más sagrado de los derechos y el más indispensable de los deberes”.
La segunda etapa de la evolución institucional de Francia va de 1.848 a 1.870, y según VEDEL
 es una crítica al capitalismo, así como la etapa pre- revolucionaria lo fue para el antiguo régimen. En efecto, en esta época surgen en el panorama francés personajes como PROUDHON, o el teórico alemán ENGELS hablando de la lucha de clases en Francia. Todo esto da lugar a “la aparición de formas de intervencionismo estatal que corresponden  al anhelo de tomar la acción de poder en beneficio de los gobernados”, siendo así que la Constitución del 4 de noviembre de 1.848, votada por una Asamblea Constituyente, trae una nueva concepción de los derechos , que corresponde al deseo de acrecentar la democracia política con la democracia económica. Los derechos ya no se miran como obstáculo a la intervención estatal, sino como prerrogativas de los ciudadanos, destinados a exigir del Estado determinadas prestaciones. La noción de igualdad es esencial para explicar este cambio conceptual. De esta manera, aparecen en la Constitución el derecho a la instrucción, el de la asistencia pública, y en cierto modo, el derecho al trabajo
.
Posteriormente, la Constitución francesa de 1.875, que instituye el régimen parlamentario, donde uno de sus órganos es el Presidente de la República, elegido por la Cámara de Diputados y el Senado, es tajante en cuanto a eximir de responsabilidad política y penal a dicho funcionario, excepto por alta traición.

A partir del constitucionalismo social, en cambio, las responsabilidades del Estado y de quienes realizan en primer lugar la voluntad del mismo aumentan, tal como lo reflejan las constituciones: mexicana de 1.917, alemana de 1.919, española de 1.931, y soviética de 1.936. Por ejemplo, el artículo 123, números XXIX  y  XXX, de la Constitución de México de 1.917, consagra como deber del Estado la seguridad social, que incluye los seguros de invalidez, vida, contra el desempleo, de enfermedad y accidentes.

Las constituciones solidaristas de la República de Weimar de 1.919 y de la República Española de 1.931, legaron al constitucionalismo los llamados deberes sociales del Estado y de los particulares, consagrados en el caso colombiano por el Acto Legislativo No. 1 de 1.936, que fue incorporado a los artículos 16 y 17 de la Constitución de 1.886; entre estos deberes figuran el trabajo y la obligación social que conlleva la propiedad privada.
Un instrumento de derecho internacional muy valioso para entender la historia de los deberes en los textos jurídicos, lo constituye la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1.948. En efecto, desde su artículo primero nos habla del deber, al señalar : 

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y dotados como están de razón y conciencia deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. El artículo 29 indica : Toda persona tiene deberes frente a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará  solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general de una sociedad democrática…
Cada uno de los derechos consagrados en dicha declaración, como en cualquier otra, conlleva deberes, corroborando lo dicho por la teoría jurídica. Así, el derecho que, según el Art. 22, tiene toda persona, como miembro de la sociedad, a la seguridad social, implica el deber del Estado de garantizárselo, así como el del individuo de esforzarse, junto con todos sus connacionales, para que ese esfuerzo común haga real ese derecho. El artículo 29, en su parte final, impone el deber de ejercitar los derechos y libertades en consonancia con los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Este enfoque del deber social que trae la declaración en comento, es producto de la etapa histórica que se vive después de dos guerras mundiales que niegan al ser humano, y de las ideologías que la nutren, curtida en las luchas de los hombres y las sociedades por la dignidad. De este modo, la obra socialista de LENIN y STALIN y el pensamiento pacifista de muchos líderes del mundo, se va a plasmar en ella.

Otros instrumentos internacionales de mucha valía son: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre( 1.948), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales( 1.966), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto de San José. Tratados de derecho internacional que irrigan las normas de derecho interno de cada país en las etapas de la segunda y tercera generación de derechos.

En cuanto a esas normas internas, señalamos algunas constitucionales:

“ El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil”( Art. 56. Constitución de Costa Rica de 1.949);

“ Por su trabajo y conducta todo ciudadano tiene el deber de proteger la propiedad pública y los intereses de la colectividad nacional, de respetar las conquistas de la revolución socialista y de elevar, conforme a su capacidad, el nivel de vida del pueblo” ( Art. 75. Constitución argelina);

“ El capital debe estar al servicio de la economía nacional”(Constitución egipcia de 1.964);

“ Todo ciudadano de la U.R.S.S. está obligado a observar la Constitución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, a cumplir las leyes, a acatar la disciplina del trabajo, a cumplir honradamente con sus deberes sociales y a respetar las reglas de convivencia en la sociedad socialista”( Art. 130 de la Ley Fundamental de la U.R.S.S.);
La obligación de salvaguardar y fortalecer la propiedad social, socialista, como base sagrada e inviolable del régimen soviético, como origen de la riqueza y del poderío  de la patria, como fuente de una vida cómoda y culta para todos los trabajadores ( Art. 131 iusdem);

Servicio militar obligatorio. Deber de honor de todos los ciudadanos es prestar el servicio militar en las Fuerzas Armadas de la U.R.S.S. ( Art. 132, ibídem);

“La defensa de la patria es un deber sagrado de todo ciudadano de la U.R.S.S( Art. 133 iusdem);

“ Los delitos de lesa patria: violación del juramento, pasarse al enemigo, perjuicio causado a la potencia militar del Estado y el espionaje, son castigados con todo el rigor de la ley como los más graves de los crímenes” (Art.133 ibídem).

2.3. ANTECEDENTES EN CONSTITUCIONES COLOMBIANAS ANTERIORES A  1.886.

Gracias a una exploración a la historia constitucional colombiana, de la mano de CARLOS RESTREPO PIEDRAHITA
, sabemos que textos anteriores al de NUÑEZ y CARO, fueron un tanto generosos frente al tema que nos ocupa. Así, varias de esas constituciones recogieron deberes como:

· El sometimiento a la Constitución y a las leyes, el respeto y la obediencia a la autoridad, lo mismo que su sostenimiento( Const. Pol. del Estado Soberano de Panamá, 1.863; de Boyacá, 1.857).

· El servir y defender al Estado en los casos prescritos por la ley( Nueva Granada, 1.853;  Cauca, 1.857).
· Concurrir con el voto cuando exista el derecho a darlo( Antioquia, 1.856).

· Solidarismo con el Estado( Antioquia, 1.856).

· Enviar a los hijos a las escuelas públicas ( Panamá y Santander, 1.872).

· Prestar mano fuerte a la autoridad ( Magdalena, 1.864).

Algunas de nuestras constituciones de entonces delegan directamente deberes a la ley( Bolívar, 1.857), y muchas de éstas son un marco general de estos deberes( Ley de 11 de diciembre de 1.857, emanada de la Asamblea Constituyente del Estado Soberano de Cundinamarca). Muchas de esas constituciones atribuyen deberes a los extranjeros (Bolívar, 1.860; Tolima, 1.866), y otras atribuyen responsabilidades al Estado( Cauca, 1.863; Cundinamarca, 1.879).

Pero no todas las constituciones anteriores a la de 1.886 recogen deberes( Santander, 1.859; proyectos de Constitución de Rio negro de 1.863). Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos de Colombia, promulgada en Rionegro en 1.863, reconoce deberes a los Estados miembros, pero no a los particulares.
El hecho de que en estas constituciones anteriores a la república unitaria se hayan plasmado ciertos deberes, tiene fundamento en la necesidad de conservación  de los Estados Federales, dada la guerra latente entre ellos.

2.4. ANTECEDENTES EN LA CONSTITUCIÒN COLOMBIANA DE 1.886 Y EN SUS DIVERSAS  REFORMAS.

La Constitución de NUÑEZ y CARO consagró algunas responsabilidades, así:

-Art. 10. Es deber de todos los nacionales y extranjeros en Colombia vivir sometidos a la Constitución y a las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.

-El Art. 20 compromete a los particulares sólo por infracción de la Constitución y la ley, lo mismo que a los funcionarios públicos, que también responden cuando omiten sus funciones o se extralimitan en ellas.

-El Art. 21 habla de responsabilidad del agente ejecutante de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de una persona, quien no se puede escudar en el superior que da la orden, contemplándose una excepción para los militares en servicio.
-El Art. 51 delega en el legislador la determinación de la responsabilidad a que estará sometido cualquier funcionario público, cuando llegare a atentar contra los derechos garantizados en el Título III de la Constitución Nacional.

-Art. 65. Ningún funcionario entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de sostener y de cumplir con los deberes que le incumben.

-El Art. 66 consagra la obligación para los colombianos al servicio del país, de no aceptar sin permiso del Gobierno, cargo o merced de gobierno extranjero; que se constituye en un verdadero deber jurídico al preverse la sanción de pérdida del empleo por su incumplimiento.

Durante la “Revolución en Marcha”, el Acto Legislativo No. 1 de 1.936, en varios de sus artículos reforma algunas disposiciones de la Constitución Nacional, que interesan en lo concerniente a nuestro objeto, a saber:

-El Art. 9º.  de dicho Acto deja al artículo 16 de la Constitución Nacional así: “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a las personas en sus vida, honra y bienes, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares;

-El Art. 17 del Acto Legislativo deja al constitucional de numeración homònima así: “El trabajo es una obligación social y gozará de la especial protección del Estado”;

-El Art. 19 del texto superior, Art. 16 del Acto Legislativo, trae la asistencia pública como deber del Estado;

-El Art. 30 de la C.N., Art. 10 del Acto Legislativo, dice que “la propiedad tiene una función social que implica obligaciones”;
-El Art. 50 de la Carta, Art. 18 del Acto Legislativo en comento, remite al legislador la determinación de los deberes relacionados con el estado civil de las personas.

Por su parte, el artículo 130 de la Constitución Nacional, que incorporó el Art. 29 del Acto Legislativo No. 3 de 1.910, dice que: “El Presidente de la República, o quien haga sus veces, será responsable por sus actos u omisiones que violen la Constitución o las leyes”. El Art. 65 C.N. señala que “ todos los colombianos están obligados a tomar las armas para defender la independencia nacional y las instituciones patrias”. El 178, que incorpora al séptimo del Acto Legislativo No. 1 de 1.945, indica que los empleados de la Rama Jurisdiccional, así como los del Ministerio Público, tienen el deber de no participar en política, so pena de perder el empleo. El Art. 194, numeral 1, impone a los gobernadores departamentales el deber de cumplir los decretos y las órdenes del Gobierno y las ordenanzas de las Asambleas Departamentales.

El Art. 35 del Acto Legislativo No. 1 de 1.945, incorporado al 135 de la Constitución Nacional, habla de la responsabilidad del delegado del Presidente de la República para el ejercicio de funciones administrativas, deber que exime de cualquier compromiso al primer magistrado.
CAPÌTULO 3.
Panorama de los deberes en la Constitución colombiana y en otras normas superiores vigentes
En este apartado veremos algo de Derecho Comparado
 en relación con los deberes constitucionales, lo que no significa que en otros capítulos no se pueden citar institutos jurídicos análogos extranjeros.

Aunque la Constitución colombiana de 1.991 se nutre de la corriente jurídico-política que el profesor alemán HELLER
  llamó Estado Social de Derecho, de la que antes se habían alimentado constituciones como la española de 1.978, que a su vez es fuente donde bebe la nuestra, se observa, al analizar, varias normas superiores actuales inscritas en dicha vertiente, que la Carta colombiana es auténtica, al señalar expresamente en su artículo 95 que el ejercicio de cada uno de los derechos y libertades reconocidos por ella implica responsabilidades. En efecto, al estudiar lo concerniente a deberes no se observa una manifestación literal en tal sentido en: la ley fundamental de la antigua RFA( básicamente la actual de
 la Alemania Unificada), la Constitución de la República Italiana, la del Estado español, la de la República Dominicana, ni aún en las más recientes como en la de la República Bolivariana de Venezuela, entre otras. No obstante, la Constitución francesa de 1.958, al señalar en su artículo 77 la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, hace hincapié en que todos tienen los mismos deberes.
Continuando con el artículo 95 del texto superior, que es el núcleo de la consagración de deberes, vemos que “la calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional” y que “todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla”. Igualmente la Constitución de Venezuela, señala en su artículo 130 el deber de los nacionales de ese país de “ honrar y defender a la patria, sus símbolos, valores culturales, resguardar y proteger la soberanía, la nacionalidad, la integridad territorial, la autodeterminación y los intereses de la nación”. En cambio, el artículo 12 de la Constitución italiana y el pertinente de la Ley Fundamental de Bonn, sólo se limitan a describir la bandera patria, sin que señalen deber al respecto. El artículo 95 del texto constitucional colombiano, numeral 8º. , indica que es deber de la persona y del ciudadano “ proteger los recursos culturales y naturales del país”. El artículo 216, inciso 2º., ibídem, dice que todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas  lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas. Sobre esto último: a) La Constitución española señala en su artículo 30 el deber de defender la patria, que también es un derecho; b) La ley fundamental de Bonn, de 1.949,  en su artículo 12-1, dice: “ Los varones podrán ser obligados, a partir de los 18 años de edad, a prestar el servicio en las fuerzas armadas, en la policía federal de fronteras o en alguna unidad de defensa civil”, lo que no desconoce la objeción de conciencia ni el poder sustituir este servicio por uno social( Ibídem, 2), última cosa que comparte con el 134 venezolano y con el 216-3 colombiano, y que concuerda con el artículo 18 colombiano, in fine; c) La constitución suiza en su artículo 18-1, prescribe que todo nacional está obligado a prestar el servicio militar; d) La constitución de la República Dominicana de 1.966, reformada en 1.994, establece como uno de los deberes ciudadanos el servicio civil y militar; el inciso 2º. del  Art. 134 de la constitución venezolana también señala este deber; e) El Art. 21 del estatuto superior argentino obliga a armarse en defensa de la patria y de la Constitución.
El inciso 2º. del Art. 95 colombiano, ordena que toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes; el 4º.-2 señala el deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia de acatar la Constitución y las leyes; el artículo 6º.  señala responsabilidad por incumplimiento de lo anterior, y la de los servidores públicos ídem causa. La constitución española de 1.978, en su artículo 9-1 habla del sometimiento del Estado y los particulares a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, y el 53-1 señala lo mismo. El artículo 28 de la Constitución de la República Italiana de 1.947, impone responsabilidades en este sentido a los empleados del Estado, remitiendo el deber al legislador.
El artículo 68, inciso 2º., de la Carta francesa de 1.958, envía al legislativo el deber de los miembros del gobierno de cumplir con la Constitución y las leyes. El Art. 131 de la Constitución venezolana dice que toda persona tiene el deber de cumplir y acatar la Constitución, las leyes y los demás actos que en el ejercicio de sus funciones dicten los órganos del poder público. El Art. 141 ibídem dice que la administración responde en el ejercicio de la función pública. El texto superior venezolano, en su capítulo 3, establece obligaciones de los Estados de la Federación, entre las que están las de cumplir y hacer cumplir la Constitución y la ley( compárese con el Art. 188 de la Constitución colombiana).

El numeral 1º.  del Art. 95 de la Constitución Política de Colombia, obliga a las personas y a los ciudadanos a respetar los derechos ajenos y a no abusar de los propios. Por su parte, en la Constitución Política venezolana se establece el deber de toda persona de promover y defender los derechos humanos como fundamento de la convivencia democrática y de la paz social( Art. 132). El preámbulo de la Constitución francesa de 1.958, proclama la adhesión del pueblo francés a los derechos del hombre. La ley fundamental de Bonn, en su Art. 1º., dice que la dignidad del hombre es sagrada, y que es un deber de todas las autoridades del Estado su respeto y protección.
“Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias, ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas”, es un deber señalado a la persona y al ciudadano por el estatuto superior colombiano, en su Art. 95, numeral 2( Ver Art. 1º.  de dicho cuerpo normativo). Por su parte, el preámbulo de la Constitución venezolana, señala como un valor de la sociedad democrática la solidaridad; su Art. 135 dice que las obligaciones que corresponden al Estado, según la Constitución y la ley, en cumplimiento de los fines de bienestar general, no excluyen las que en virtud de la solidaridad social y la asistencia humanitaria corresponden a los particulares, según su capacidad, y que la ley promoverá lo conducente para hacer cumplir estas obligaciones cuando se haga necesario. El Art. 2º. de la Constitución italiana dice que la República exige el cumplimiento de los deberes inexcusables de solidaridad política, económica y social.
El numeral 3 del Art. 95 de la Carta colombiana, señala el deber de respetar y apoyar a las autoridades legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales. La Constitución cubana de 1.992 impone como límite a las libertades reconocidas, el no atentar contra la existencia y fines del Estado Socialista.

El Art. 95-4 de la Carta colombiana, señala el deber de defender y difundir los derechos humanos. El Art. 132 del estatuto supremo venezolano, trae el deber de promover y defender los derechos humanos como fundamento de la convivencia democrática y de la paz social. Ambas constituciones contemplan la figura del Defensor del Pueblo, quien orienta a los habitantes en la guarda de sus derechos y los divulga, recomendando políticas para su enseñanza;  esta institución deriva de la Carta sueca y fue adoptada primeramente en el mundo iberoamericano por España
(Art. 54 de su Constitución Política).

El numeral 5 del Art. 95 del texto superior colombiano, contempla como deber el de participar en la vida política, cívica y comunitaria del país. El Art. 132 de la Carta venezolana establece como deber de toda persona el de participar solidariamente en la vida política, civil y comunitaria del país. La Constitución dominicana establece, entre otros, el deber de votar.

La Carta colombiana, establece como otro deber el de propender al logro y mantenimiento de la paz( Art. 95, inc. 6º.); lo que concuerda con lo establecido en el Art. 22 ibídem. El Art. 11 de la Constitución italiana dice que la República repudia la guerra como instrumento de ataque a la libertad de los demás pueblos. Al promover y defender los derechos humanos, se está creando el fundamento de la paz social, según voces del Art. 132, parte final, del estatuto superior venezolano, y dando cumplimiento al preámbulo constitucional, que dice que el objeto de este nuevo ordenamiento es el de establecer una sociedad democrática que consolide, entre otros valores, el de la paz. El Art. 2º. de la Constitución de Guatemala, establece como deber del Estado la paz.
El Art. 95, numeral 7, del texto superior colombiano ,impone como deber el de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia. El inciso 2º.  del Art. 255 de la Constitución venezolana, dice que los jueces son responsables por error, retardo u omisiones injustificadas, por la inobservancia sustancial de las normas procesales, por denegación, parcialidad y por delitos de cohecho y prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano, es el deber que impone el ordinal 8º.  del Art. 95 de la Constitución colombiana, que concuerda con los artículos 7º. y 8º. del mismo ordenamiento. El Art. 127 del estatuto supremo venezolano, establece que es un derecho y un deber de cada generación proteger y mantener el ambiente en beneficio de sí misma  y del mundo futuro; allí mismo se señala como obligación fundamental del Estado, con la activa participación de la sociedad, de garantizar que la población se desenvuelva en un ambiente libre de contaminación, donde el aire, el agua, los suelos, las costas, el clima, la capa de ozono, las especies vivas, sean especialmente protegidas, de conformidad con la ley. El Art. 130 ibídem trae como deber de los venezolanos, el de defender los símbolos y valores culturales; el 9º. señala el de respetar los idiomas indígenas en todo el territorio de la República. El 126 señala el deber de los pueblos indígenas de salvaguardar su integridad y soberanía nacional, entendiéndose ésta no en el sentido del derecho internacional. El Art. 6º. de la Constitución italiana, defiende a las minorías lingüísticas .El Art. 24-6 de la Constitución suiza dice que la Confederación deberá preservar los rasgos característicos de los paisajes y de los lugares, los sitios evocadores del pasado y las curiosidades naturales y los monumentos y conservarlos intactos donde quiera  que haya un interés general preponderante. El Art. 9º. de la Constitución italiana, dice que la República deberá promover el desarrollo de la cultura y  la investigación científica, y que salvaguardará el paisaje y el patrimonio histórico y artístico de la nación.
El ordinal 9º. del Art. 95 del estatuto superior colombiano impone el deber de contribuir a los gastos e inversiones del Estado, dentro de conceptos de justicia y equidad. El Art. 31 de la Constitución española, señala el de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, de acuerdo con la propia capacidad económica. El Art. 2º. de la Constitución italiana, exige el cumplimiento del deber inexcusable de solidaridad económica. El Art. 133 de la Constitución venezolana, impone a toda persona el deber de coadyuvar a los gastos públicos, mediante el pago de impuestos, tasas y contribuciones que establezca la ley.

A continuación cotejaremos otros deberes constitucionales:

a) Garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución( Art. 2º. Carta colombiana), para cuyo cumplimiento el Estado promoverá las condiciones que hagan real y efectiva la igualdad( Art. 13-2 iusdem); similar al Art. 3º.de la Constitución venezolana, y al 9-2 del estatuto constitucional español; análogo al Art. 1º. del texto superior guatemalteco, que señala como fin supremo del Estado la realización del bien común. El Art. 3º., inciso 2º. , de la Constitución italiana indica la obligación de la República de suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana. El Art. 31 bis- 1 de la Constitución suiza dice que la Confederación, dentro de los límites de sus atribuciones, adoptará las medidas susceptibles de incrementar el bienestar general y garantizar la seguridad económica de los ciudadanos.
b) El Estado adoptará medidas  a favor de grupos discriminados o marginados( Art. 13, inciso 2º., in fine, Constitución colombiana) y protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física y mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, y sancionará los abusos que contra ellas se cometan( Art. 13-3 ibídem); análogo a lo señalado en el Art. 24 de la Constitución italiana, que habla de un recurso de amparo para los desposeídos, ante cualquier jurisdicción. El Art. 34-7 de la Carta de la Confederación Helvética, dice que ésta estimulará la readaptación de inválidos y apoyará los esfuerzos emprendidos a favor de éstos, de los ancianos y de los supérstites, para lo cual podrá utilizar los recursos financieros de la seguridad federal.
c) El Art. 25 de la Constitución colombiana dice que el trabajo es un derecho y una obligación social, que goza en todas sus modalidades de la especial protección del Estado. El Art. 4º. del texto superior italiano, dice que la República reconoce a todos los ciudadanos el derecho al trabajo y que promoverá las condiciones que hagan efectivo este derecho, y que todo ciudadano tiene el deber de elegir con arreglo a sus posibilidades y según su propia elección, una actividad o función que concurra al progreso material o espiritual de la sociedad.

Garantizan el trabajo, lo que entraña un deber para el Estado, los artículos constitucionales: 56 costarricense, 158 boliviano, 129 hondureño, que lo remite al legislador; 123 mexicano, 80 nicaragüense, 60 panameño, 94 paraguayo, 52 portugués.

Consideran el trabajo como deber de las personas, los artículos constitucionales: 8º., lit., boliviano; 35-1 español; 101 guatemalteco; 80 nicaragüense;  6º panameño; 51-2 portugués; 9º.- f dominicano.
El Art. 135, inciso final, venezolano, establece que quienes quieran ejercer una profesión deben prestar un servicio comunitario temporal.

d) Garantizar la protección integral de la familia, entraña un deber para el Estado y la sociedad colombiana, a la luz del inciso 2º.  del Art.42 de la Constitución Política. El inciso 6º. ibídem señala que los hijos habidos naturalmente o con asistencia científica, matrimoniales o extramatrimoniales, o adoptados, tienen iguales derechos y deberes; el inciso 7º. indica que la pareja tiene el deber de educar y sostener a sus hijos menores o impedidos. Lo concerniente a los deberes de los cónyuges, el inciso 8º. ibídem lo remite a la ley civil; también recae en el legislador el determinar los deberes propios del estado civil de las personas. El Art. 30 de la Constitución italiana es similar al Art. 42-6 de la Carta colombiana.

El Art. 76 de la Carta venezolana es igual a estos últimos, añadiendo la obligación de los hijos de asistir a los padres cuando éstos no puedan hacerlo por sí mismos. El Art. 14 bis del texto superior argentino entraña deber de protección integral a la familia. El Art. 158 de la norma suprema boliviana, señala como obligación del Estado el mejoramiento de las condiciones de vida del grupo familiar.
e) El Estado colombiano debe proteger a la mujer, especialmente durante el embarazo y después del parto, y apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia, según el Art. 43 de la ley fundamental. El Art. 75 de la Carta venezolana, garantiza que el Estado proteja a la madre, al padre o al jefe de familia; y el Art. 76 habla de la protección a la maternidad.

f) El inciso 2º. del Art. 44 de la Constitución colombiana impone a la familia, a la sociedad y al Estado la obligación de asistir y proteger al niño. El Art. 78 de la norma superior venezolana, impone como deber al Estado el de promover la incorporación progresiva de los niños a la ciudadanía activa.

g) La Constitución colombiana en su Art. 45, entraña el deber del Estado y de la sociedad de proteger y formar integralmente al adolescente, garantizando su participación activa en lo concerniente a la protección, educación y progreso de la juventud. El Art. 79 de la Carta venezolana dice que el Estado, con la participación solidaria de la familia y de la sociedad, estimulará su tránsito productivo hacia la vida adulta, imponiendo también al joven el deber de ser sujeto activo del proceso de desarrollo. El Art. 31 de la Constitución italiana, señala el deber de la República de proteger a la infancia y a la juventud.
h) El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia a las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria; el Estado les garantizará los servicios de seguridad social integral y el subsidio alimentario, en caso de indigencia, dice el Art. 46 del texto superior colombiano. El Art. 80 de la norma de normas venezolana, señala que el Estado, con la participación solidaria de las familias y de la sociedad, está obligado a respetar la dignidad humana de los adultos mayores y su autonomía, y les garantizará atención integral y beneficios de la seguridad social, y trabajo acorde con su edad a quienes lo soliciten. El Art. 34 quater-3 de la Constitución suiza dice que con el objeto de permitir  a las personas de edad avanzada…mantener en forma adecuada su nivel de vida, la Confederación …obligará a los patronos a asegurar al personal.

i) Del Art. 47 de la norma superior colombiana, se colige el deber del Estado frente a los disminuidos físicos, sensoriales, psíquicos, a quienes prestará la atención especializada que requieran. El Art. 81 de la Constitución venezolana, impone al Estado, a la familia y  a la sociedad, deberes frente a los discapacitados. El Art. 34 quater-7 de la Constitución de la Confederación Helvética, impone a esta el deber de estimular la readaptación de los inválidos. El seguro de invalidez se garantiza en los artículos constitucionales: 123,número XXIX, mexicano; 158 boliviano; 62 nicaragüense; 52, C, portugués.
j) Sobre las obligaciones que derivan del derecho de propiedad, tenemos los artículos constitucionales: 58 colombiano; 14-2 alemán; 114 venezolano; 23 bis suizo; además del preámbulo de la Constitución francesa de 1.946, y los artículos 60 y 64 de la Carta colombiana, que hablan del deber del Estado de facilitar el acceso a la propiedad.

k) Sobre los deberes en materia educativa y cultural, señalamos los artículos constitucionales: 67 y 70 colombianos; 107 y 108 venezolanos; 27-2-3, 22 bis-1 y 27 quater-1, suizos.

CAPÌTULO 4.
Deberes de la persona y del ciudadano
Siguiendo a JACOBO PÈREZ ESCOBAR
, decimos que en nuestro ordenamiento jurídico- constitucional existen unos deberes comunes a todas las personas, trátese de nacionales o extranjeras, naturales o jurídicas, y que también se prescriben obligaciones para cada uno de estos sujetos.
Con la consagración explícita  de estos deberes en la Norma Suprema, el Constituyente ha considerado “que en un país democrático y solidarios son tan importantes los deberes y obligaciones que tienen los habitantes del territorio como sus derechos”
, pues como lo sostiene la teoría jurídica, todo derecho conlleva obligaciones, sin cuyo cumplimiento “ se disuelve la sociedad, sustentada, como el Estado todo, en el esfuerzo y aporte de quienes la integran”
.

Estos deberes también se justifican como una consecuencia necesaria del ejercicio civilizado de la libertad, al decir del tratadista colombiano CAMILO VELÀSQUEZ TURBAY
.
Pero veamos cuáles son en concreto esos deberes:

4.1. DEBERES COMUNES A TODAS LAS PERSONAS RESIDENTES EN EL PAÌS.

4.1.1.CUMPLIR LA CONSTITUCIÒN Y LAS LEYES.

Consagrado en los incisos segundos de los artículos 4º. y 95 de la Constitución Política, retoma lo señalado en el artículo 10º. de la vieja Carta de 1.886, y se justifica como que la obediencia a la ley( y a la Constitución como base y cúspide de la pirámide jurídica) es la piedra angular del Estado de Derecho, y es la garantía de que esa forma  evolucione hacia el Estado Social de Derecho.

Como dice el profesor PÈREZ VILLA, en el cumplimiento de la Constitución y la ley está presente el “ deber ser” como generador de orden y paz comunitarios
.
Ampliando a JOSÈ  MARÌA SAMPER
, quien comentaba el artículo 10º de la vieja Constitución, podemos decir que la consagración de esta obligación se justifica, no sólo porque ha existido en casi todas nuestras Constituciones y es bueno conservar lo mejor de la tradición, sino porque es bueno advertir a nacionales y extranjeros sobre la necesidad del respeto a la legalidad. Otros tratadistas como FRANCISCO DE PAULA PÈREZ
 también eran partidarios de la necesidad del precepto; sin embargo, constitucionalistas de la talla de TULIO TASCÒN opinaban que dicha consagración era inútil, “porque la obediencia a la ley es uno de los elementos de orden positivo que entran en la constitución jurídica del Estado, al decir de DUGUIT”
.
Sobre si en verdad es dable exigir a los extranjeros el cumplir las leyes de la República, el mismo PÈREZ ESCOBAR señala que el Constituyente podría haber incurrido en una exageración, al implantar la doctrina de la territorialidad absoluta de la ley, que está consignada en los artículos 18 del Código Civil y 57 del Código de Régimen Político y Municipal. Esta doctrina- nos indica el autor- es casi extinta en la legislación moderna. El mismo Código Civil dispone en su Art. 19, la teoría de la nacionalidad. Y si aplicamos unos principios de interpretación jurídica, tenemos que : a) la ley posterior deroga a la anterior, con lo que el Art. 19 C.C.  se vería favorecido frente al Art. 18 del mismo; b) Colombia ha adoptado el sistema de la ley nacional en materia de derecho internacional privado
; c) con una interpretación sistemática de la norma, tenemos que el Art. 19 C.C. sólo regirá en materia de derecho civil y de familia, y que el 18 del mismo se aplicará para el resto del ordenamiento.
No obstante, más allá de estos sanos principios  no se puede olvidar lo sentenciado por JOSÈ MARÌA SAMPER: “ La experiencia ha patentizado que no es inoficioso advertirles( a los extranjeros) que están obligados en Colombia a vivir sometidos a la legalidad( a nuestra legalidad)”
; pues este artículo( FRANCISCO DE PAULA PÈREZ se refería al 10º de la Constitución del 86, de igual redacción  al inciso 2º del Art. 4º de la Carta del 91) tiene como finalidad evitar confusiones en lo que a los extranjeros residentes en Colombia se refiere. Como tampoco se puede olvidar que la Constitución es norma de normas y que en caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se dará aplicación a la primera ( Art. 4º, Inc. 1º , Constitución Política).
4.1.2. RESPETAR Y OBEDECER A LAS AUTORIDADES.

Se halla en la parte final del inciso 2º del Art. 4º constitucional, y en el numeral 3 del Art. 95 iusdem. Disposiciones que se complementan y que deben ser interpretadas de un modo sistemático si se quieren evitar malos entendidos en el terreno concreto de lo socio-político, como el caso de una desobediencia civil injustificada, según señala PÈREZ ESCOBAR
, pues a eso daría pie una interpretación exegética de lo preceptuado en el Art. 95-3: “ respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales”; ¿y qué pasa en una época diferente al mantenimiento de esa independencia e integridad? Por mi parte  ,considero que fue acertado el Constituyente cuando redactó el precepto, ya que la independencia y la integridad nacionales deben entenderse en todo tiempo, pues el concepto de Nación implica libertad e identidad.
4.1.3. RESPETAR LOS DERECHOS AJENOS Y NO ABUSAR DE LOS PROPIOS.
Dando cumplimiento al principio moral de no hagas a otro lo que no desees que hagan contigo, se está contribuyendo a la armonía de las relaciones en comunidad, por lo cual el Constituyente lo ha plasmado en un deber jurídico

( Art. 95, núm. 1, Const. Pol), pues solo respetando los derechos ajenos se consolidan las formaciones políticas, y es la única forma de exigir respeto a los semejantes. Ese respeto también se da cuando no abusamos del ejercicio de nuestros derechos
, pues si lo hacemos podríamos estar dejando la puerta abierta a la violación de los derechos del vecino. Con sobrada razón, en la fórmula romana de la justicia estaban presentes estos dos elementos: “honeste vivera” y “ no altere ladera”.
En síntesis se trata de un principio de derecho natural
.

4.1.4. OBRAR CONFORME AL PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD SOCIAL.

Está consagrado en el numeral 2 del Art. 95 de la Constitución Política, y reitera lo dicho en el Art. 1º iusdem: la República se funda en la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

Con esa consagración, el Constituyente refleja el tipo de sociedad que quiere que sea la colombiana: una sociedad donde prime el interés público sobre el particular; donde exista la ayuda entre los sectores y personas, del más fuerte al más débil, del que tiene al que necesita, del que está a salvo al que está en peligro. Se lleva al  terreno jurídico otro principio ético: Hoy por ti, mañana por mí.
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha dicho: La solidaridad es un valor constitucional que presenta una triple dimensión. Ella es el fundamento de la organización política; sirve, además, de pauta de comportamiento conforme a la que deben obrar las personas en determinadas situaciones y, de otro lado, es útil como un criterio de interpretación en el análisis de las acciones u omisiones de los particulares que vulneren o amenacen los derechos fundamentales. La solidaridad como modelo de conducta social permite al juez  de tutela determinar la conformidad de las acciones u omisiones particulares según un referente objetivo, con miras a la protección efectiva de los derechos fundamentales
.

Anotamos también que : este principio es desarrollado por varias disposiciones, entre ellas la ley 100 de 1993, que en su Art. 2º lo señala como uno de los pilares de la seguridad social;  la  omisión de prestar ayuda a persona herida o en peligro de muerte o de grave daño a su integridad personal, está tipificada como contravención especial por el Art. 45 del decreto 522 de 1971; y que en el Código Penal que entrará a regir en julio de 2001, se incorpora en nuestro ordenamiento jurídico el delito de omisión de socorro( Art. 131 de la ley 599 de 2000); tratando el legislador que el deber constitucional se convierta en un verdadero deber jurídico.
4.1.5. DEFENDER Y DIFUNDIR LOS DERECHOS HUMANOS COMO FUNDAMENTO DE LA CONVIVENCIA PACÌFICA.
En un país con tan graves índices de violación de derechos humanos por parte de todos los actores de la vida nacional, consideró el Constituyente la necesidad de plasmar en la norma superior este precepto, como garantía del desarrollo de la civilidad. En efecto, “ es uno de los puntos en los cuales más debe avanzar la sociedad colombiana en su estudio y en su práctica”
.Pero al hablar de derechos humanos, no sólo se deben considerar los derechos y garantías expresamente enunciados en el estatuto constitucional, sino que debe atenderse a lo señalado en el Art. 94 del mismo, pues existen derechos que aunque no estén plasmados en la Constitución o en los convenios internacionales, son inherentes a la persona humana; es lo que el tratadista español PABLO LUCAS VERDÙ
 llama “ derechos constitucionales implícitos”, presentes en cualquier Norma Suprema.
Este deber, si bien el Art. 95, núm. 4, lo radica básicamente en las personas, es muy cierto que el primero que debe cumplir es el Estado colombiano, para lo cual se crearon instituciones como la Defensorìa del Pueblo. Esta obligación del Estado, la desarrollaré en capítulo posterior.

4.1.6.PARTICIPACIÒN EN LA VIDA POLÌTICA, CÌVICA Y COMUNITARIA DEL PAIS.
El deber señalado en el numeral 5 del Art. 95 de la Carta Política, es un desarrollo del preámbulo constitucional, que dice que el objetivo de promulgar una nueva Constitución es, entre otros, el de establecer un marco jurídico democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo; lo mismo  que un desarrollo del Art. 1º. Iusdem, que ve a Colombia como una República participativa.

Persigue el fin de legitimación de nuestras formas de gobierno y de Estado, y propende por el progreso de la comunidad. En efecto, “(…) la construcción de las democracias modernas no depende tan sólo de sus instituciones o de sus estructuras, sino también de las virtudes de sus ciudadanos”
, de lo que la ciudadanía haga de aquéllas
.Por ello, “Es necesario que el pueblo se organice en comunidades de barrios, de campesinos, es decir comunidades de cualquier tipo, porque mientras esté disperso está perdido, está perdido no solamente porque hay miseria, sino porque no tiene una cultura y creatividad propias”
.
La participación política se plasma en el Art. 40 de la C.P., cuyos desarrollos normativos son las leyes 130, 131, 134  y 136 de 1994.

La participación cívica se halla, entre otros, en los artículos constitucionales: 79( medio ambiente), 369( servicios públicos), 64( acceso de campesinos a la tierra), 23 y 74( informaciones públicas), 23( derecho de petición); cuyos desarrollos normativos respectivos son: L 99 del 93( medio ambiente),L 142/94 ( servicios públicos), Código Contencioso- Administrativo( Decir. 01/84, subrogado por la ley 57/85), L 101/93( Consejos de Desarrollo Rural) y L 160/94 ( Reforma Agraria).
La participación comunitaria se encuentra en los artículos constitucionales: 49(   en salud), 355( en contratos con el Estado), 70( en la vida cultural), 40 y 270( veeduría de la gestión pública), 45( de la juventud); cuyas concreciones son las leyes: 100/93( seguridad social), 397/97(cultura), 19/58 y disposiciones complementarias ( acción comunal), 375/97 (juventud).

4.1.7. PROPENDER AL LOGRO Y MANTENIMIENTO DE LA PAZ( Art. 95, núm. 6, Constitución Política).
Esta obligación es de gran significado si atendemos a nuestras circunstancias históricas y sociológicas, donde la violencia ha sido un componente insoslayable o si se quiere de primer orden, como lo reflejan los numerosos estudios que sobre el tema se han hecho.

Sería iluso creer que con el solo precepto vamos a alcanzar la paz, porque ella encierra una serie de factores que trascienden al individuo, es decir que son estructurales, y que trataremos en el capítulo final de este trabajo. Pero sabemos que en la medida en que cada residente en el país cree un aura de cordialidad, de justicia y de respeto en sus relaciones sociales, será más grata la vida en esta convulsionada comunidad nacional.
4.1.8. COLABORAR PARA EL BUEN FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÒN DE JUSTICIA.

El Constituyente ha impuesto este deber en el  numeral 7 del Art. 95 de la Carta, considerando la situación de la justicia en Colombia, donde reina la impunidad y si el Estado ejercita su poder judicial, este es torpe y demorado, lo que ayuda a generar un clima de desconfianza en el sistema y aumenta el índice de violencia.  Este deber aunque se predique aquí de las personas, radica también en el Estado mismo. Así las cosas, los particulares deben prestarles toda la colaboración a los jueces para que administren justicia, y el Estado debe poner a su disposición todos los avances técnicos, tecnológicos y científicos relativos al recurso tanto material como humano( esto último se verá en el acápite pertinente).

El legislador lo ha concretado en los diversos ordenamientos procesales que existen, donde se especifican unos deberes y obligaciones para las partes, apoderados, auxiliares de la justicia y jueces, y donde se señalan unas sanciones por el incumplimiento de aquellos. También se ha desenvuelto en disposiciones disciplinarias ( jueces, funcionarios, auxiliares y abogados), y en disposiciones de tipo propiamente penal, tales como los títulos “ Delitos contra la Administración de Justicia” y “ Delitos contra la Administración Pública” del decreto 100/80( aún vigente)
.
4.1.9. PROTEGER LAS RIQUEZAS CULTURALES Y NATURALES DEL PAÌS.

Consagrado en los artículos 8º y 95, numeral 8, de la Constitución Política, refleja la preocupación del Constituyente por conservar nuestra biodiversidad y nuestro pluriculturalismo, pendientes de un hilo en este mundo globalizado donde prima la rentabilidad económica, desconociendo este sistema de cosas los altos rendimientos que se pueden lograr en materia de protección del entorno cultural y natural.

La protección cultural es concretada por la ley 397/97, y la protección al entorno natural por la ley 99/93, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, y por la ley 430/98, que trae prohibiciones en materia de desechos peligrosos y que desarrolla lo establecido al respecto en el Convenio de Basilea. Estas disposiciones legales traen sanciones de tipo administrativo, sin perjuicio de que las conductas allí vedadas entrañen sanciones civiles o penales, como lo podrían ser la responsabilidad civil y las consecuencias penales y civiles de la comisión de delitos contra los recursos naturales, o contra el patrimonio económico, cuyos objetos materiales sean bienes con gran valor histórico, artístico o científico.
4.1.10. CONTRIBUIR A LOS GASTOS E INVERSIONES DEL ESTADO DENTRO DE CONCEPTOS DE JUSTICIA Y EQUIDAD (Art. 95, núm. 9, Constitución Política).

PÈREZ ESCOBAR
  la llama una obligación primaria, ya que a través del pago de impuestos, tasas y contribuciones, se obtienen recursos  indispensables para el buen funcionamiento del Estado y para que este pueda 

Invertir en materia económica y social. Sostienen algunos autores, que el deber de contribuir deriva de que la comunidad requiere de todos para obtener el bien general
.
Esta disposición constitucional concuerda con el Art. 338 de la Carta, y ambos se concretan legalmente en el llamado Estatuto Tributario (ley 633/2000), como también en las disposiciones tributarias de orden departamental, distrital y municipal.

Este deber- como cualquier otro- no es absoluto, pues el Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales tienen como restricción los principios tributarios establecidos en la norma superior, los principios fundamentales de la misma y las garantías de los ciudadanos
.

4.2. DEBERES ESPECIALES  DE LA PERSONA Y DEL CIUDADANO.

4.2.1. DEBERES ESPECIALES DE LOS NACIONALES.

El inciso 1ºdel Art. 95 constitucional indica que la calidad de de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional, y que todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla, el cual se incumple cuando se incurre en actos de corrupción, delictuosos, insolidarios, carentes de civismo e inmorales, lo cual trae consigo una mala imagen externa e interna. Pero con ánimo de contribuir a que la obligación tenga cumplimiento, el Art. 41 de la Carta señala que en todas las instituciones de educación, oficiales o privadas, serán obligatorios el estudio de la Constitución  y la instrucción cívica, y que se fomentarán prácticas democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la participación ciudadana; esto porque La  Constitución no es simplemente un conjunto de normas, sino una tabla de valores y principios que permitirán al ciudadano adentrarse en la democracia constitucional en que se vive, pues en la medida que conozca la Constitución sentirá la necesidad de participar en ella. El hecho de que el Estado divulgue la Constitución se entiende como garantía constitucional
.
Y para contribuir a la construcción de este sentido de pertenencia, el Congreso de la República ha expedido la ley 198 de 1995, que ordena izar la Bandera Nacional y colocar los símbolos patrios en los establecimientos públicos y educativos, instalaciones militares y de policía y representaciones de Colombia en el exterior, y se dictan otras disposiciones, entre las cuales están la que ordena que INRAVISIÒN deba emitir un programa semanal de radio y televisión alusivo a los símbolos patrios y al realce de un héroe colombiano o de un hecho importante de nuestra independencia. En ella se señalan responsabilidades del Estado, en cabeza principalmente del Ministerio de Educación Nacional, y multas para las instituciones educativas privadas que no cumplan la ley, y sanciones disciplinarias para las autoridades de las instalaciones militares y de policía, misiones en el exterior y centros educativos y establecimientos públicos.
También se anota que la ley 107/94 reglamenta el Art. 41 de la Constitución Política; y que me parece más completa la redacción del Art. 107 constitucional venezolano que la del 41 colombiano, ya que aquél habla de la enseñanza obligatoria, hasta el ciclo diversificado, de materias que realcen la identidad nacional como: lengua castellana, historia y geografía venezolanas e ideario bolivariano.

4.2.1.2. El inciso 1º , in fine, del Art. 95 de la Carta, dice que EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES RECONOCIDOS EN ESTA CONSTITUCIÒN IMPLICA RESPONSABILIDADES.
Esto es expresado por el jurista ADOLF MERKL, así: “ La existencia de derechos sin la coetánea obligación de cumplir los deberes es un absurdo absoluto”
, y se justifica, en términos de RAWLS, porque “ Toda persona tiene derecho a un régimen de libertades básicas que sea compatible con un régimen similar de libertades para todos”
.
Así, algunos artículos constitucionales harán expreso el  deber que conlleva el derecho particular de que tratan, como en el caso del Art. 20, que habla de la responsabilidad social que implica la libertad de fundar medios masivos de comunicación, o el del Art. 58, que dice que el derecho de dominio conlleva obligaciones sociales y ecológicas, o el del Art. 49, que hace derivar del derecho de la persona a la salud, el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad; pero no es necesario que esta consagración sea explícita, porque en una interpretación sistemática de la Constitución bastaría lo dispuesto en la parte final del inc. 1º del Art. 95 de la misma, siendo así que el Art. 38, al hablar del derecho a la libre asociación no hace expreso allí mismo el deber correlativo, lo mismo podríamos predicar de los derechos civiles de los extranjeros, del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, del derecho a la vida, etc.
Terminando lo relativo al Art. 95 de la Carta Política, señalamos lo siguiente sobre el mismo: a) “La norma es valiosa por el carácter pedagógico que ella infunde”
; b) “El artículo aprobado en primer debate es básicamente igual al propuesto por la Comisión Codificadora, en donde se sugirió cambiar la enumeración de los deberes  por literales. El texto final aprobado en segundo debate hace mención no a deberes sino a responsabilidades, conservando su enumeración en numerales (sic), pero variando su orden y la redacción de su contenido, excepción hecha del 1 al 5. Además se adicionó la norma con lo prescrito en los numerales 3, 6,9”
.
4.2.1.3.TOMAR LAS ARMAS PARA LA DEFENSA DE LA PATRIA.
Está consagrado en el Art. 216, inciso 2º, de la Norma Superior, y su razón es explicada por la salvaguarda de la existencia del Estado; dándose la obligación “ cuando los medios aconsejados por la razón se agotan”, al decir de JOSÈ MARÌA SAMPER, quien comenta el Art. 165 de la Constitución de 1.886, y es citado por PÈREZ ESCOBAR en la obra estudiada; (…) de aquí nace, continúa SAMPER, con todo el rigor de la necesidad y de la lógica(…)haciendo parte de las fuerzas que el Gobierno organice para(la) defensa( del Estado); y el deber, llevado así hasta el mayor peligro y el mayor sacrificio, es proporcionado a la necesidad y el mayor peligro de la patria; y es tan natural e indeclinable como el de obedecer las leyes, pagar impuestos o prestar otros servicios, en fuerza de la ley de mutualidad que rige todo el orden social y da vida al Estado y sustancia a la patria..”
Sobre el particular , la Corte Constitucional se ha expresado en varias oportunidades:

El servicio militar está instituido en el ordenamiento jurídico-político del Estado como un deber al cual están sometidos todos los ciudadanos para contribuir al mantenimiento del orden público, mediante su prestación temporal en beneficio de la sociedad civil; es una manera de participar el ciudadano corriente en la tarea de asegurar la convivencia pacífica de los habitantes del territorio colombiano. Siendo ello así, el servicio militar no debe mirarse como una vulneración de los derechos de los particulares ni como un sacrificio, porque su esencia implica el ejercicio de la solidaridad ciudadana en un servicio especial e impostergable, que requiere, en todos los tiempos, la sociedad (cfr. Art. 95, núm. 2)
.
El servicio militar está concebido como un deber de los colombianos, que se basa en la defensa de la independencia nacional y la protección de las instituciones públicas, presupuesto sine qua non del logro de los fines esenciales del Estado. Sin el concurso de la fuerza pública- que actualmente requiere del servicio militar obligatorio- el Estado no podría garantizar su subsistencia, ni estaría en capacidad de asegurar a la población el ejercicio de sus derechos. Por esto, el deber de definir la situación militar tiene trascendencia social y, para evitar su inobservancia , puede contar con los elementos de coerción previstos en los artículos 36, 37, 41 y 42 de la ley 48 de 1.992
.
Pero esto último señalado en la sentencia y en la ley, no desconoce la exoneración del servicio militar obligatorio, pues así lo establece el Art. 216, inc. 3º, de la Carta, que delega en el legislador el determinar estos asuntos, y en efecto lo desarrolla la ley 48 de 1993, en sus artículos: 10º, que limita la edad para su prestación entre los 18 y los 50 años, y su parágrafo, que habla del servicio militar voluntario de la mujer; 27, que exime en todo tiempo del deber, entre otros, a los hijos únicos y a los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica, lo mismo que a los clérigos y pastores o líderes de otras religiones; 28, que exime en tiempos de paz. Lo que sí es bueno anotar, es que la objeción de conciencia no existe en nuestro régimen militar, sin que esto viole el Art. 18 constitucional, según sentencia C-511 de noviembre 16 de 1.994, de la Corte Constitucional.
4.2.1.4. OBLIGACIÒN DE LOS COLOMBIANOS Y EX – COLOMBIANOS DE ABSTENERSE DE ACTUAR CONTRA LOS INTERESES DE COLOMBIA.

Es de carácter negativo, y se colige del Art. 97 de la Norma Suprema. En otras naciones rige este instituto, sobre todo en Inglaterra, donde lo hace con especial rigor, según indica SAMPER(citado por PÈREZ ESCOBAR).

Sobre este artículo debemos decir que:

a) Concuerda con el Art. 96, inc. 3º, de la Constitución, que dice que la calidad de nacional no se pierde por el solo hecho de adquirir otra nacionalidad;

b) La obligación se da cuando se ha renunciado a la nacionalidad, y también cuando no se ha hecho;

c) El Constituyente remite al legislador la consecuencia del incumplimiento del deber constitucional , configurándolo en un verdadero deber jurídico;

d) Su inciso 2º consagra el principio de reciprocidad, al no obligar a los colombianos por adopción  ni  a los extranjeros domiciliados en Colombia a tomar las armas contra su país de origen;
e) Los colombianos nacionalizados en el extranjero tampoco serán obligados a tomar las armas contra el país de su nueva nacionalidad.

Es desarrollado por el decreto 100/80, que en su Art. 112 tipifica el incumplimiento de ese deber como el delito de hostilidad militar( ver Art. 456 de la ley 599/2000, nuevo Código Penal, que entrará a regir en julio próximo).

Y parte de un principio moral, el de “perpetua lealtad a la patria primitiva”
.

4.2.2. DEBERES DE LOS EXTRANJEROS.

Si bien la Constitución Política sólo impone a los extranjeros las obligaciones genéricas señaladas para todos los residentes en el país, las leyes sí preceptúan deberes especiales para los mismos, sobre todo en tiempo de guerra ( ver Arts. 112 y 114 del decreto 100/80).
Los extranjeros deben consignar a órdenes del DAS, una suma en calidad de depósito inmigratorio, que podría servir para costear en caso necesario su viaje de salida. También deben ejercer la profesión que hayan declarado cuando hayan entrado al país con visa ordinaria
.

La ley 1ª de 1.972 impone la obligación de no ser propietarios de zonas fronterizas( concretamente en el archipiélago de San Andrés y Providencia). Otros deberes negativos son prescritos por el Art. 384 del C.S.T . al no permitirles ser directivos sindicales, y por el Art. 132 del decreto 960 de 1.970, que los imposibilita para ser notarios
.

El Art. 38 de la ley 137/94 prevé que los extranjeros  deberán comparecer cuando el Gobierno se los ordene, cumplir las normas sobre renovación o control de permisos de residencia y observar las formalidades que se establezcan. Esta ley regula los estados de excepción en Colombia.
Sin embargo, la Carta Política (Art. 100) les impone la obligación negativa de no participar en política, salvo en las elecciones y consultas municipales, donde se les dará la posibilidad de votar sólo si así la ley lo establece.
4.3.MECANISMOS PARA GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DE ESTOS DEBERES.

El Art. 152 de la Constitución dispone que la regulación de los deberes fundamentales de las personas estarán contenidos en leyes estatutarias, o sea dictadas por el Congreso con la aprobación de la mayoría absoluta de sus miembros en una sola legislatura( Art. 153 ibídem), no obstante algunos deberes y obligaciones están contenidos en leyes que no tienen este carácter , y otros en decretos, como vimos en el apartado 4.2.2 de este trabajo. Debemos tener en cuenta que el numeral 10 del Art. 150 de la Carta, impide al Congreso otorgar facultades extraordinarias al Gobierno para expedir este tipo de leyes. Pero no se puede olvidar que esas leyes sin carácter de estatutarias y esos decretos fueron dictados antes de la promulgación de la nueva Constitución. En todo caso, esas controversias tocaría dirimirlas a la Corte Constitucional o al Consejo de Estado, según corresponda.
Siendo así, el cumplimiento de estas obligaciones se puede obtener a través de mecanismos judiciales o administrativos tradicionales, o mediante otros novedosos como las acciones de tutela, de cumplimiento, populares y de grupo. Sobre la acción de tutela anotamos que es válida para este fin, aunque está consagrada en decretos dictados por el Presidente de la República: el 2591/91, dictado con base en los artículos transitorios 5º y 6º  de la Constitución Política; el 306/92 y el 1382/2.000, dictados en ejercicio de la potestad reglamentaria.

· Se garantiza la sanción por el incumplimiento de la Constitución y las leyes con la creación de diversos tipos penales ( decir. 100/80 y normas complementarias) o con la acción de cumplimiento( L 393/97), con disposiciones civiles o contencioso-administrativas.
· El irrespeto y desobediencia a las autoridades se sanciona también a través de tipos penales (Arts. 164, 165, 182 a 185 C.P.)o de sanciones administrativas.

· El irrespeto a los derechos ajenos y el abuso de los propios recibe sanciones de tipo civil( Título XXIV del C.C.), penal , administrativo, disciplinario, y para corregir dicho irrespeto existen mecanismos como las acciones de tutela, populares y de grupo.

· Defender y difundir los derechos humanos se garantiza a través de sanciones disciplinarias y penales ( ver el Art. 102. Apología al Genocidio, del Código Penal que entrará a regir a partir del próximo 24 de julio), de las acciones de que tratan los artículos 86 y 88 constitucionales.

· Sobre el deber de participación política anotamos que en Colombia han sido varios los intentos por constituir el voto en obligatorio, como lo es en países como Perú o República Dominicana. Considero que la participación en la vida política, cívica o cultural de la sociedad, debe ser más bien espontánea, y por eso quizá no sea procedente que el legislador lo configure en un verdadero deber jurídico.
· Colaborar para el buen funcionamiento de la justicia: a través de lo dispuesto en los códigos de procedimiento y en regulaciones administrativas.

· Proteger las riquezas culturales y naturales del país : mediante disposiciones penales y sanciones administrativas, y acciones populares y de grupo( L 472 /98).

· Contribuir con los gastos del Estado: por medio de sanciones administrativas impuestas por la DIAN, y de tipos penales como los descritos en la ley 383 de 1997 en sus Arts. 15 al 18( ver: Arts. 319 a 322 de la ley 599/2.000).

· Engrandecer y dignificar a Colombia: a través de dispositivos penales (Arts. 117 y 118 C.P.) y disciplinarios.

· Tomar las armas en defensa de la patria: por medio de las sanciones administrativas previstas en los Arts. 36, 37,41 y 42 de la ley 148/93.
· Abstenerse de actuar contra los intereses del país: a través del tipo consagrado en el Art. 111, C.P.( Art. 456, ley 599/2.000).

· Los deberes de los extranjeros: mediante la expulsión de nuestro territorio ,cuando perturben el orden público o contravengan las normas que se dicten. Las medidas de expulsión deberán ser motivadas; pero a los apátridas y refugiados se aplicará el mismo régimen que a los colombianos( Art. 38 de la ley 137/94); entre otras.

Sobre el tópico, la Corte Constitucional ha dicho: “Son frecuentes en el ordenamiento jurídico, las normas que buscan sancionar a quienes evadan un deber constitucional, y constituyen un instrumento que asegura el cumplimiento del deber”  (Sentencia C- 511/94); y en otra ocasión ha sostenido: Excepcionalmente, los deberes constitucionales son exigibles directamente. Ello sucede, entre otros eventos, cuando su incumplimiento por un particular, vulnera o amenaza derechos fundamentales de otra persona, lo que exige la intervención oportuna de los jueces constitucionales para impedir la consumación de un perjuicio irremediable. En estos casos, al juez de tutela le corresponde evaluar si la acción u omisión, que constituye simultáneamente un incumplimiento de los deberes constitucionales, vulnera o amenaza un derecho fundamental , y si la ley habilita la procedencia de la acción de tutela contra el particular. En caso afirmativo, el juez podrá hacer exigibles inmediatamente los deberes consagrados en la Constitución, con miras a la protección efectiva de los derechos fundamentales( Sentencia T-125/94).
Todos estos instrumentos son excelentes, sin embargo el más efectivo es el proceso educativo que crea valores: he allí el sentido del Art. 41 de la Carta, que recalcamos en este trabajo.

CAPÌTULO 5.
Deberes de la familia y de la sociedad
5.1. DEBERES DE LA FAMILIA.

Una sentencia de la Corte Constitucional  ilustra la importancia que la familia tiene en el nuevo ordenamiento jurídico colombiano:

Dentro de la concepción individualista, la unidad de la familia aparece como el equilibrio entre la libertad de los cónyuges y las exigencias concretas de dicha unidad, en función de los intereses individuales de sus miembros. Supone pues una paulatina privatización de las relaciones familiares, dentro de la cual se valora la libertad de aquellos tanto a la separación cuando la primera ya no esté respaldada por la perduración del consentimiento. En una concepción solidarita, por el contrario, se reconoce que la privatización no puede llevarse hasta el punto de perjudicar  a los sujetos más débiles o a la sociedad civil o perjudicar la estabilidad de la familia como núcleo fundamental de la sociedad y la suerte misma de los niños, los cuales son titulares privilegiados de un interés jurídico superior, una de cuyas manifestaciones es hoy precisamente el derecho constitucional prevalente a tener una familia y a no ser separado de ella  (Sentencia T- 523 de septiembre 18 de 1.992).
Como se ve, el núcleo familiar tiene una gran misión como piedra angular de la sociedad, hacia la cual debe proyectarse.

Este ministerio incluye deberes como los siguientes:

5.1.1.CONSERVAR LA ARMONÌA FAMILIAR.

Se colige del inciso 5º del Art. 42 de la Carta Política, y obedece a que la familia como lugar donde nacen las ideas y valores de los hombres, donde estos tienen el primer contacto con sus semejantes, donde empiezan a moldear su carácter, debe ser apacible, seguro, sin contrariedades internas que impidan su real unidad. Esta norma dice que cualquier forma de violencia en la familia destruye la armonía y la unidad de la misma, y que recibirá una sanción de conformidad con la ley. Pues bien, esa ley es la 294 de julio 16 de 1996
, “ por la cual se desarrolla el Art. 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar”. Para dichos efectos, la familia se compone de los cónyuges o compañeros permanentes, el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo hogar,  los ascendientes de estos y los hijos procreados por aquellos, así como los hijos adoptivos, y todas las personas que permanentemente estén integradas a la unidad doméstica(Art. 1º de la ley). La violencia que define la ley puede ser física o psíquica, y puede concretarse en amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión.
La manera de hacer cumplir este deber es a través de la penalización de algunas conductas( Art. 22 a 27 de la ley), pero también a través de la formulación de políticas de protección a la familia, tema último que aclararemos en el capítulo 6 de esta monografía.

5.1.2. DEBERES DE LA PAREJA.

Antes de entrar en ellos es bueno saber lo que opina el tratadista LUIS CARLOS SÀCHICA sobre el Art. 42 de la Carta: “(…) hay un exceso de previsiones constitucionales que han debido dejarse a la ley, que es la que debe preocuparse de todas las  cuestiones jurídicas derivadas del estado civil de las personas”
. Sin embargo, creo correcta la labor del Constituyente de condensar estas obligaciones en un canon constitucional, con lo que deja traslucir la trascendencia de lo familiar en nuestra vida jurídica de hoy, y que  aunque la Constitución las comprenda, es finalmente el legislador quien las desarrolla.
Así tenemos, que la pareja debe ser responsable al decidir el número de hijos que ha de tener, y que deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores e impedidos (inciso 8º del Art. 42 Const. Pol.), y que los deberes de los cónyuges se rigen por la ley civil (incisos novenos de los Arts. 13 y 42 ibídem).

En efecto, el Código Civil en su Art. 113, al definir el matrimonio, está indicando las obligaciones de los cónyuges de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente; las que el tratadista EDUARDO GARCÌA SARMIENTO llama de cohabitación, de fidelidad, de socorro y ayuda, respectivamente.

Veamos someramente estos deberes:

a) De cohabitación: el Art. 178 del C.C., modificado por el Art. 11 del Decreto 2820 de 1.974, señala que, salvo causa justificada, los cónyuges tienen esta obligación, y que cada uno de ellos debe recibir al otro en su casa. Como indica el civilista GARCÌA SARMIENTO, la cohabitación no exige necesariamente la convivencia común. Efectivamente, el Art. 47, letra a), de la ley 23 de 1.991, dice que podrá intentarse antes de impetrar un proceso judicial, o aun durante el trámite del mismo, la conciliación ante el Defensor de Familia competente, en lo relativo a la suspensión de la vida en común de los cónyuges; y el Art. 75, inc. 2º, iusdem, señala que lo conciliable en materia de familia podrá surtirse válidamente ante un centro de conciliación. En caso de no darse la conciliación antes indicada, se podrá intentar ante el juez de familia, o promiscuo de familia, o ante el juez civil municipal o promiscuo municipal, según el caso (Decreto 2279/89). Lo anterior para no incurrir en el incumplimiento de la obligación.
b) De fidelidad: sobre esto ver, entre otras, la sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 23 de junio de 1.983: 
En cuanto a las relaciones sexuales es pertinente aclarar la imposibilidad de afirmar que únicamente son constitutivos de ellas y ostentan tal naturaleza los actos acabados, la mayoría de las veces de imposible o difícil demostración, sino también todo comportamiento erótico realizado por fuera del orden matrimonial, pues si ello no tiene la virtud de colocar en tela de juicio la legitimidad de los hijos, entre otras, una de las razones de política legislativa para la consagración del deber de fidelidad, sí constituye atentado grave pudiendo generar la sanción que corresponde a su violación.
c) De ayuda: sobre el particular expresa GARCÌA SARMIENTO : Más que de la obligación jurídica, la ayuda nace del alma; son los espíritus los que deben auxiliarse y unirse para afrontar los embates de la vida y para disfrutar los placeres que la existencia terrena puede brindar. Pero el derecho positivo sanciona la ayuda y castiga su incumplimiento. La solidaridad que la naturaleza infunde a los casados, impone que el legislador considere y regule el auxilio recíproco de los consortes.

5.1.3. DEBERES DE LOS PADRES RESPECTO A SUS HIJOS.

El inciso 8º  del Art. 42 constitucional, señala, en su parte primera, que la pareja tiene el derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, lo que entraña un primer deber para los padres frente a aquellos. Lo ha corroborado la Corte Constitucional en sentencia C-133 del 17 de marzo de 1.994:
Derecho que debe ser entendido en el sentido de que la pareja puede ejercer este derecho( sic) sólo hasta antes del momento de la concepción; por consiguiente, dicha norma no le da derecho para provocar la interrupción del proceso de la gestación, pues la inviolabilidad del derecho a la vida, esto es, a la existencia humana, que reclama la tutela jurídica del Estado, asiste al ser humano durante todo el proceso biológico que se inicia con la concepción y concluye con el nacimiento.

La palabra que ha usado el Constituyente en la redacción de la disposición comentada, responsablemente, indica que esa decisión debe tomarse de tal modo que permita cumplir con los deberes señalados en la parte segunda de la norma, estos son los de sostenerlos y educarlos mientras sean menores e impedidos.

Tales obligaciones las desarrolla el legislador en los artículos: 253 a 257, 261 y 1.800 del C.C; 2º de la ley 28 de 1.932; 21 de la ley 75 de 1.968; y  70 a 72 del Código del Menor.

Estas obligaciones se tienen en verdad desde que se ha resuelto tener hijos; así lo cree PEDRO LAFONT PIANETTA cuando señala : “ En efecto, las múltiples y especialísimas necesidades que surgen desde la procreación de un ser humano no sólo reclaman sino que exaltan el interés de este último en la creación de las condiciones, particularmente en la gestante, para que entre los 7 y los 9 meses, el feto pueda recibir el provecho de la formación psicosomática del caso”; añadiendo el autor ,las etapas preescolar y escolar
.
Y sus fines son los de garantizar el  desarrollo armónico e integral de los hijos, sobre todo en la infancia (como lo permite una interpretación del Art. 44 constitucional en conjunto con las normas que lo complementan y desarrollan). Para lo cual, el ejercicio de la potestad parental
 debe ser una autoridad racional, en bien de quien lo soporta, como lo indica la Corte Constitucional en sentencia C-344 del 26 de agosto de 1.993. Posteriormente, la misma Corte, en sentencia  C-371/94 declaró exequible la expresión “sancionarlos moderadamente” del Art. 262 C.C., modificado por el Art. 21 del Decreto 2820/74; interpretando esta norma así: en las sanciones que apliquen los padres y las personas encargadas del cuidado personal de los hijos estará excluida toda forma de violencia física o moral, de conformidad con lo dispuesto en los Arts. 12, 42 y 44 de la Constitución Política, es decir que aquéllas deben tener un “sentido razonable”, pues ya se ha visto que la sanción no necesariamente exige el uso de la fuerza, y que menos aún supone la imposición de castigos que en cualquier forma afecten física o moralmente a los niños.
Otro pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre el tópico de la debida corrección de los padres a los hijos, como corolario de sus obligaciones de crianza y educación para con ellos, es la sentencia T-123 de marzo 14 de 1.994, que reitera lo dicho, al sostener  que el límite del castigo viene dado por la misma integridad física y moral del hijo, de carácter inviolable, y que “la corrección paterna no puede ser otra que un acto adecuado, es decir, proporcionado a la gravedad de la falta, sin llegar jamás a constituirse en lesivo a la integridad o a la dignidad del hijo, como persona humana. El exceso de rigor, al no ser proporcionado, es un acto generador de violencia y, por tanto carece de justificación alguna”.

Estos límites al ejercicio de la potestad parental se han establecido porque se quieren unas relaciones intergeneracionales cordiales dentro de la familia, ya “ que la vida futura del hombre depende del ambiente de su familia, de la educación que en ella recibe”
, y esta educación se concreta en los deberes que a la familia como núcleo fundamental de la sociedad le corresponde, según el Art.  7º de la ley 115/94, desarrollo de los Arts. 42, 44 y 67 constitucionales, y que no sólo se circunscriben a matricular a los hijos en establecimientos educativos, sino que se extienden a la participación en ese proceso pedagógico teniendo una intercomunicación con dichos establecimientos y a proporcionarles en el hogar el ambiente adecuado para su desarrollo integral, como señala la misma disposición legal y como hemos dicho en este capítulo.
El tratadista FÈLIX MOREAU dirige su discurso en este sentido: “El padre tiene el deber de formar y desarrollar la personalidad de su hijo; deber moral, en este grado de generalidad, y el deber legal cuando se trata de la enseñanza primaria, del mínimo de conocimientos exigidos por la ley”
.

5.1.4. DEBERES DE LOS HIJOS RESPECTO A SUS PADRES.

El inciso 6º del Art. 42 de la Constitución Política, dice que los hijos matrimoniales y extramatrimoniales, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen igualdad de deberes, correlativa a la igualdad de derechos que proclama el mismo artículo.

El canon constitucional es desarrollado por los Arts. 250, 251 y 252 del Código Civil.

5.1.4.1. DE  RESPETO  Y OBEDIENCIA.
El Art. 250 C.C., modificado por el Art. 18 del decreto 2820/74 y adicionado por el Art. 1º de la ley 28 de 1.982, dispone: “Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres”.

El respeto significa consideración, atención, veneración, acatamiento, miramiento, según su misma etimología latina Respetus, y es un principio de derecho natural. Sobre esta obligación, EDUARDO GARCÌA SARMIENTO ha dicho: La obligación de respeto, empero, conforme a la concepción del derecho constitucional imperante, es recíproca entre todos los integrantes de la familia, de donde se sigue que en derecho de familia, los padres también deben consideración y miramiento a sus hijos, como la deben(sic) entre sí los compañeros permanentes, los cónyuges, los hermanos y demás personas que integran una familia, obligación que subsiste por toda la vida ( esto coincide con las sentencias de la Corte Constitucional antes relacionadas, supra 5.1.3., y con el apartado 5.1.1. de este trabajo). “El respeto, continúa el escritor, al fin y al cabo es un deber de comportamiento social, es una regla de urbanidad. Pero se hace énfasis en destacarlo como base necesaria de las relaciones familiares, y como más relevante de los hijos para con sus padres”
.
La voz latina Oboedientia significa obedecer, cumplir y acatar la voluntad de quien manda, y de ella deriva la dicción castellana obediencia. Esas órdenes que se han de acatar deben ser para modelar la personalidad del hijo, no arbitrarias ni por el puro deseo de mandar. Ya esto lo señalamos en el aparte 5.1.3. ; particularmente la sentencia T-123/94 sostiene, al limitar la sanción correctiva del padre hacia el hijo con relación a la integridad física y moral del mismo, que esto “ se funda en la razón de ser pedagógica del castigo paterno”.
Esta obligación subsiste mientras el hijo dependa de sus padres o conviva con ellos.

5.1.4.2. DE CUIDAR A LOS PADRES.

El Art. 251 C.C. reza: “ Aunque la emancipación dé al hijo el derecho de obrar independientemente, queda siempre obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el estado de demencia, y en todas las circunstancias de la vida en que necesitaren sus auxilios”, y el 252 ibídem obliga a socorrer a los demás ascendientes legítimos, cuando no existan sus inmediatos descendientes, o estos no tengan recursos suficientes.

Para efectos de comprender estas obligaciones, debemos considerar la sentencia C-105 de marzo 10 de 1.994, que partiendo de la igualdad jurídica de todos los hijos y de que ella es transmisible de generación en generación, declara inexequibles las palabras “legítimos” de varios artículos del Código Civil, a saber: 61, ordinal 3º, 222, 244, 260, 422, 457, 537, 550, 1.016, 1.025, 1.226, 1.242, 1.259, 1.266 y 1.267; pero exequibles las palabras “legítimos” de los artículos: 61, ordinales 5º y 7º, 411, ordinal 9º, iusdem; e integralmente exequibles los artículos 596 y 1.047 ibídem.
Se basan estos deberes en “ el principio de solidaridad familiar en pro de los ascendientes”
.

Sobre el Art. 42 constitucional, JORGE PÈREZ VILLA dice que este “ puede considerarse a la luz de la tratadística, en un artículo de derecho civil constitucional”
.

5.1.5. OTROS DEBERES DE LA FAMILIA.

- De la obligación de asistir y proteger a los niños para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio de sus derechos, hemos hablado antes, y decimos ahora que en la Constitución Política ( Art. 44, inc. 2º) esta responsabilidad radica en cabeza de la tríada Familia-Sociedad- Estado.

Sobre la obligación de la sociedad trataremos más adelante, infra 5.2.2., y sobre la correspondiente al Estado en el capítulo 6 de este trabajo.

-Por otra parte, el Art. 46 de la Carta señala la responsabilidad de la familia frente a la tercera edad, a la que debe proteger y asistir, y frente a la que debe promover su integración a la vida activa y comunitaria. Ya indicamos las disposiciones del Código Civil que los protegen, como son los Arts. 250, 251, 252, 411 y subsiguientes, y demás normas concordantes del mismo Corpus.
Anotamos que el Congreso de la República ha declarado el 8 de marzo como el día nacional de las personas de la tercera edad, por medio de la ley  271/96, promulgada en esa fecha.

5.2. DEBERES DE LA SOCIEDAD.
5.2.1. DE PROTEGER A LA FAMILIA.

El Art. 42 de la norma de normas dice que la díada Estado- Sociedad garantiza la protección integral de la familia. Lo concerniente al Estado lo trataremos en el capítulo pertinente.

En efecto, la sociedad garantiza la protección integral de la familia a través de la creación y consolidación de los mecanismos de conciliación de que habla la ley 23 de 1.991 y normas complementarias. Sabemos por voces del Art. 66 ibídem, que importantes organismos de la llamada sociedad civil, como las asociaciones, fundaciones, agremiaciones, corporaciones, cámaras de comercio y universidades no estatales, pueden organizar centros de conciliación, con permiso y control del Estado (Min. Justicia), y que el Art. 75 ibídem habla de que la conciliación en materia de familia se puede surtir válidamente ante los mismos.

Considero además que, en cuanto a los incentivos del Estado a agrupaciones de la sociedad civil, debe tenerse cierta preferencia por aquellas que trabajan en pro de la familia, sin que ello desconozca el derecho a la igualdad de todas, ya que la familia es el núcleo fundamental de nuestra sociedad, el punto de arranque de las nuevas formaciones humanas. Para lo cual el legislador debe pronunciarse, teniendo en cuenta siempre los conceptos de tratadistas como CAMILO VELÀSQUEZ TURBAY, quien explica el Art. 42 constitucional así: Este amparo a la familia es una reacción contra las tendencias ideológicas que rechazaban la familia como núcleo en el cual se incubaban todos los vicios propios de la sociedad burguesa. Este reconocimiento a la familia como fundamento de la sociedad es una afirmación del liberalismo, de la sociedad liberal, y un rechazo a esa crítica (…) Pues la familia no sólo cumple funciones de orden material, obsesión de la crítica marxista, y sobre todo las atinentes a la transmisión de las rentas sin trabajo, de las leyes de la herencia; sino funciones de orden espiritual, afectivo, de consolidación de sus miembros en su desarrollo emocional y psíquico; de manera que la vida futura del hombre depende del ambiente de su familia, de la educación que en ella recibe
.
5.2.2. DE GARANTIZAR LA PARTICIPACIÒN ACTIVA DE LOS JÒVENES EN LOS ORGANISMOS RELACIONADOS CON SU EDUCACIÒN Y PROGRESO.

Le compete al dúo Estado-Sociedad, según el inciso 2º del artículo 45 de la Ley Fundamental.

Lo correspondiente a las obligaciones del Estado será tratado en capítulo posterior.

El Congreso desarrolla esta disposición constitucional por medio de la ley 375 de julio 4 de 1.997, cuyo objeto es “ establecer el marco institucional y orientar políticas, planes y programas por parte del Estado y la sociedad civil para la juventud”( Art. 1º ibídem), que deben “ promover la formación integral del joven, que contribuya a su desarrollo físico, psicológico, social y espiritual, a su vinculación y participación activa en la vida nacional, en lo social, lo económico y lo político como joven y ciudadano”( Art. 2º iusdem). “ Para los fines de participación y derechos sociales de los que trata la presente ley, se entiende por joven la persona entre los 14 y 26 años de edad” (Art. 3º ibídem). En el Art. 5º de la ley, se señala que la sociedad civil y los mismos jóvenes deben crear condiciones para que la juventud asuma su formación integral, que comprende educación formal, no formal, informal y su participación en la vida económica, cultural, ambiental, política y social del país. El 10º señala el derecho y el deber de los jóvenes de participar en la educación escolar, extraescolar, formal y no formal, como parte esencial de su desarrollo. La sociedad también garantiza la creación de la cultura por parte del joven y su autonomía para crearla ( Art. 11º); y el 13º resalta para los jóvenes lo dispuesto en el Art. 95 constitucional para todos los habitantes del territorio nacional.
La sociedad debe garantizar la presencia de los jóvenes en organismos de representación de la juventud, reza el Art. 17 de la ley; éstos son los órganos que forman el Sistema Nacional de la Juventud, donde la sociedad participa con los Consejos Nacional, Departamentales, Distritales y Municipales de la Juventud, y con ONG”s  que trabajan con jóvenes y grupos juveniles de todo orden (Art. 18 ibídem). Para efectos de la ley, la sociedad civil se define como las instituciones, organizaciones y movimientos juveniles que trabajan con jóvenes y en pro de jóvenes, que podrán conformar redes locales, municipales, regionales y nacionales, que podrán trabajar conjuntamente con el Estado (Art. 23 ibídem). Efectivamente, el Art. 29 habla sobre la concertación Estado- Sociedad- Jóvenes , en la promoción social, económica, cultural y política de la juventud, en la reeducación y resocialización frente a fenómenos como la drogadicción y el alcoholismo, en el empleo y autoempleo. El Art. 38 iusdem dice que la sociedad promoverá especialmente actividades de educación extraescolar que impartan jóvenes a jóvenes.
Para todos los fines de la ley, “ El Estado, la sociedad en su conjunto y la juventud diseñarán estrategias pedagógicas y herramientas técnicas conceptuales y de gestión para la promoción de la participación de las nuevas generaciones (Art. 16). Finalmente, la ley señala el 4 de julio como el día de la juventud, ya que en esa fecha nació a la vida jurídica dicho Cuerpo.

5.2.3. Por su parte, en lo referente a la protección al adolescente ( y también al niño),la ley 124/94 prohíbe el expendio de bebidas embriagantes a menores de edad. Su Art. 1º dice que el mayor que facilite bebidas embriagantes o su adquisición a menores de edad será sancionado conforme al Código de Policía. El menor que las consuma deberá asistir con sus padres a un curso sobre prevención del alcoholismo en el ICBF o entidad que haga sus veces ( Art. 2º ibídem), concordante con el Art. 58 del C. del Menor. El Art. 3º de la ley 124/94 dice que debe darse publicidad expresa sobre esta prohibición al promocionar el producto. El Art. 4 ibídem ,dice que se debe citar al menor que viole esta prohibición de adquirir o consumir  bebidas embriagantes para que comparezca, dentro de las 48 horas siguientes, ante el Defensor de Familia, en compañía de sus padres o acudientes o del personero municipal o su delegado; en ningún caso el menor podrá ser privado de la libertad, so pena de incurrir el funcionario en mala conducta. El Art. 28 del decreto 522 de 1.971 tipifica como contravención especial la conducta del empresario de establecimiento abierto al público donde se suministre bebidas alcohólicas a menores de 18 años.
El Art. 45 de la Constitución Colombiana, en cuanto a su redacción, puede considerarse más técnico que el Art. 79 de la Carta Venezolana, ya que ésta describe aspectos que el 45 nuestro se limita a remitir tácitamente a la ley, pues es un supuesto el que ésta debe desarrollar la Constitución; así, el 79 venezolano dice que “ los jóvenes y las jóvenes tienen el derecho y el deber de ser sujetos activos del proceso de desarrollo. El Estado, con la participación solidaria de las familias y la sociedad, estimulará su tránsito productivo hacia la vida adulta, en particular la capacitación y el acceso al primer empleo, de conformidad con la ley”. Puede ser más depurado técnicamente el Art. 45 colombiano, ya que una Constitución debe apenas formular esquemas generales que debe desarrollar la ley, según ciertas posiciones doctrinarias
, pero es más completo el 79 venezolano.
5.2.4. DEBER DE  LOS EMPLEADORES DE OFRECER FORMACIÒN  Y HABILITACIÒN TÈCNICA  A QUIENES LO REQUIERAN(  Art. 54, parte 1ª, Const. Pol)
Este es desarrollado por el Código Sustantivo del Trabajo como una prestación patronal especial para los trabajadores, en los Arts. 285( escuelas primarias), 286( estudios de especialización técnica), 287( escuelas de alfabetización); y existe en el mismo estatuto el llamado contrato de aprendizaje( Arts. 81 a 88).

Se anota que el Estado colombiano creó el Servicio Nacional de Aprendizaje( SENA) con este fin
, el cual se sostiene con aportes de los empleadores y del Estado; entre los aportes de los empleadores, parte esencial de la sociedad civil, se destacan los parafiscales que obligatoriamente deben los comerciantes e industriales al SENA, y las multas que se imponen a los empleadores que nieguen o eludan iniciar conversaciones de arreglo directo con los trabajadores en un conflicto laboral, dentro de las 24 horas siguientes a la presentación oportuna del pliego de peticiones ( Arts. 433 y 434 C.S.T.)
5.2.5. RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LOS MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÒN.

Es correlativa al derecho que tienen todas las personas de fundar medios de comunicación social, según el Art. 20 de la Constitución Política.

Los medios, y en general las personas, deben informar veraz e imparcialmente, deben rectificar lo dicho, en pro del respeto a la honra (Art. 21 ibídem) y a la intimidad personal y familiar, lo mismo que al buen nombre (Art. 15 iusdem).

Es desarrollada, entre otras disposiciones, por la ley 182/95, que reglamenta el servicio de televisión. De este es titular el Estado, quien lo controla y regula, pero cuya prestación puede corresponder, mediante concesión, a los particulares y comunidades organizadas, en los términos del Art. 365 constitucional; y debe cumplir los fines de  fomentar, educar, informar veraz y objetivamente y recrear de manera sana. Con el cumplimiento de los mismos, se busca satisfacer las finalidades esenciales del Estado, promover el respeto de las garantías, deberes y derechos fundamentales y demás libertades, fortalecer la consolidación de la democracia y la paz, y propender por la difusión de los valores humanos y expresiones culturales de carácter nacional, regional y local  (Art. 1º de dicha ley).
Los principios que deben regir la televisión son: imparcialidad en las informaciones, separación entre opiniones e informaciones, en  concordancia con los Arts. 15 y 20 Const. Pol.; el respeto a la honra, al buen nombre, a la intimidad de las personas y a los derechos y libertades que reconoce la Constitución Política; la protección de la juventud, la infancia y la familia; el respeto a los valores de igualdad, consagrados en el Art. 13 Const. Pol.; la preeminencia del interés público sobre el privado; la responsabilidad social de los medios de comunicación (Art. 2º  iusdem).

Esta ley, dada en Barranquilla el 20 de enero de 1.995, dice en su Art. 51 que las asociaciones de consumidores deben presentar en sus espacios televisivos, programas donde se divulguen los derechos de la ciudadanía y los mecanismos para su protección. El Art. 55 obliga a los programadores de las televisiones nacional, regionales, zonales y locales, a presentar espacios institucionales para la promoción de la unidad familiar y del civismo, para la protección de los consumidores, etc.

5.2.6. OTROS DEBERES DE LA SOCIEDAD.

Entre otros, tenemos: las obligaciones que implica la propiedad como función social y ecológica que es, según el inciso 3º del Art. 58 de la Carta Política; las que conlleva el derecho de las agrupaciones sociales a fundar establecimientos educativos (Art. 67 ibídem); las que tienen los empresarios, miembros indiscutibles de la sociedad civil, en razón de la producción y comercialización de bienes y servicios( Art. 78 ibídem).

Como desarrollos normativos de estas disposiciones constitucionales, tenemos: los preceptos administrativos sobre expropiación, sujeta a posterior acción contencioso-administrativa, o los procesos civiles sobre aquélla; ley de reforma agraria( 160/94); la ley 115/94  o Ley General de Educación , y normas que la modifican o adicionan; la ley 30 del 92  o Ley Marco de la Educación Superior; las normas sobre obligaciones de los comerciales e industriales, contenidas en el Código de Comercio, en el decreto 3466/82, en resoluciones de la Superintendencia de Industria y Comercio y de los ministerios de Desarrollo Económico y de Comercio Exterior, y demás normas concordantes.
5.3. MECANISMOS PARA GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DE ESTOS DEBERES Y RESPONSABILIDADES.

Antes de ver estos mecanismos legales, anotamos lo dicho por GARCÌA SARMIENTO: 

De los preceptos que a los derechos de cuidado y ayuda, y de auxilio y socorro se refieren, como fundados en el principio de la solidaridad familiar en pro de los ascendientes, se advierte que en cuanto su grado de incumplimiento no desborde el campo de lo puramente familiar, los medios de coerción que los ascendientes tienen, se deben acomodar a la ética de la familia, a las buenas costumbres familiares, a las enseñanzas rectas de los ancestros…De modo que permaneciendo el incumplimiento en casa, gobierna la ética, la tradición, los usos, y en resumen la autoridad paterna y materna 
, pero cuando el no cumplimiento de los deberes familiares supera ese ámbito, la ley señala otros mecanismos:
A través de los medios judiciales  que permite el Código de Procedimiento Civil para hacer cumplir las disposiciones sustantivas de los Códigos Civil y del Menor, como el caso de los alimentos, el desheredamiento, la declaración de indignidad para suceder, las medidas definitivas para proteger a los menores desvalidos o abandonados, etc. También mediante las disposiciones del Código del Menor y normas complementarias sobre el ICBF, y particularmente sobre la intervención de los defensores de familia; lo mismo que las medidas para proteger a los menores señaladas en el Código Nacional de Policía. O mediante lo dispuesto en la ley 294/96, modificada por la ley 375/2000 , sobre medidas de protección en caso de violencia intrafamiliar.
Son garantías, además, los tipos penales que describe el título IX del actual Código Penal( decreto 100/80), o los descritos en el título V, “Delitos contra la armonía y la unidad de la familia” de la ley 294/96
.

· Los de la sociedad a través de : las sanciones establecidas en el Código Sustantivo del Trabajo y disposiciones complementarias para los empleadores que no cumplan sus obligaciones, sin perjuicio de las sanciones penales que impliquen sus conductas; las medidas represivas de corte administrativo impuestas a los medios de comunicación que incumplan sus fines sociales, sin perjuicio de las condenas civiles y/o  penales que merezcan sus faltas, y de las acciones de tutela contra los entuertos a la honra o al buen nombre; de la expropiación por no estar cumpliendo la propiedad su función social, y la adjudicación de la misma a quienes la requieran realmente, con criterio social; las sanciones a los colegios, institutos y universidades que no cumplan con la legislación educativa, por parte de los organismos competentes, tales como cierre o suspensión del establecimiento, cancelación o cierre de programas académicos, etc.; a través de los procesos de que trata el Art. 417 del C.P.C. para dar cumplimiento al C.CO., al C.C. y al decreto 3466/82, que buscan proteger al consumidor, etc.
·  Los derechos de los niños, dada su característica de fundamentales, se garantizan con la Acción de Tutela. 

· La acción de cumplimiento sirve para que se realice la ley de la juventud.

CAPÌTULO 6.  
Deberes del Estado y de los funcionarios públicos
Por ser los deberes correlativos a los derechos, resulta lógico que del ejercicio del poder político deriven obligaciones. Pero no es menos cierto que estos deberes se acentúan cuando se trata de un régimen democrático, y más concretamente de lo que la doctrina y la norma llaman Estado Social de Derecho.

Teniendo nuestro Estado un sistema político de este tipo, es apenas obvio que nuestra Constitución abunde en estos deberes; veámoslos:

6.1. DEBERES DEL ESTADO COLOMBIANO.

Sobre el particular se ha pronunciado la Corte Constitucional, con ponencia del magistrado Vladimiro Naranjo Mesa, en sentencia C-337 de agosto 19 de 1.993: 

Si no se cumplen los deberes esenciales, es obvio que no hay integridad, estaría faltando a su misión. Por tanto, ante la aparente imposibilidad que se observa en el caso estudiado de cumplir el Estado con sus deberes esenciales, por una imprevisión de la Asamblea Nacional Constituyente que no consagró una norma transitoria adecuada que permitiera desarrollar inmediatamente el sistema presupuestal y el de planeación, es jurídicamente coherente que esta corporación reconozca la facultad que le asiste al Gobierno para cumplir, con base en las normas constitucionales, especialmente los artículos 365 y 366 superiores, con los deberes inaplazables en materia social; facultad que resulta provisional y subsidiaria, toda vez que se debe llevar a cabo hasta el próximo periodo presidencial, el cual, naturalmente, debe dar inmediato cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 339,340,341 y 342 de la Carta, y a todas las demás normas que se relacionen con el plan nacional de desarrollo y el sistema nacional presupuestal.

6.1. DEBER DE GARANTIZAR LA EFECTIVIDAD DE LOS PRINCIPIOS, DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES.

Se plasma positivamente en el Artículo 2º de la Norma Suprema, donde se enumeran los fines esenciales del Estado, a saber: servir a la comunidad; promover la prosperidad general; garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional; mantener la integridad territorial; y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Al respecto, dicen LLERAS DE LA FUENTE Y OTROS que: “Es discutible la utilidad práctica de hacer explícitos tales fines, pues han sido ampliamente consagrados y desarrollados por la doctrina y aceptados como elementos insustituibles de la evolución política”
.
En mi opinión sí es necesaria esa consagración, porque toda Constitución conlleva un elemento ideológico, o lo que se llama parte dogmática de la misma
, que es prenda del cabal desarrollo del sistema político de que se trate. Se requiere que el Constituyente diga claramente, para que los gobernados puedan exigirles a los encargados de cumplir su voluntad.

Sobre el artículo constitucional, se anota que en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente se aprobó el texto propuesto por la Comisión Codificadora con algunos cambios estilísticos
.

Una norma constitucional que concuerda con el Art. 2º es el Art. 13, que dice que “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva…”, o sea que éste debe propugnar por la concreción de las condiciones socio-económicas y culturales que minimicen los desequilibrios sociales existentes. Es esta precisamente la orientación principal del Estado Social de Derecho, y lo que lo diferencia del llamado a secas Estado de Derecho, que  atiende sólo a la vertiente formal del principio de igualdad (lo importante es que, para el derecho, todos tengan iguales derechos, con independencia de que no estén realmente en situación de disfrutarlos y ejercitarlos por igual) y prescinde de las relaciones sociales de poder (incurriendo en el riesgo de que la igualdad formal de todos se convierta en el derecho de los más poderosos de hacer valer sin contemplaciones su superioridad real)
.
La Corte Constitucional, en sentencia C-588 de noviembre 12 de 1.992, ha dicho:

Con arreglo al principio de igualdad, desaparecen los motivos de discriminación o preferencia entre las personas. Basta la condición de ser humano para merecer del Estado y de sus autoridades el pleno reconocimiento de la dignidad personal y la misma atención e igual protección que la otorgada a los demás. El legislador está obligado a instituir normas objetivas de aplicación común a los destinatarios de las leyes, sin concebir criterios de distinción que representen concesiones inmerecidas a favor de algunos o trato peyorativo respecto de otros. Las diferencias que se introduzcan deben estar inspiradas bien en el propósito constitucional de la igualdad real o en el desarrollo de los postulados de la justicia distributiva.
Así, cuando el Congreso de la República expide la ley 100/93, y en sus Arts. 25 a 29 establece subsidios a los trabajadores asalariados o independientes de los sectores urbanos y rurales, con insuficientes recursos para efectuar la totalidad de sus aportes al régimen en materia de riesgos de invalidez, vejez y muerte, lo hace en la dirección anotada en la sentencia.

6.1.2. DEBER DE PROTECCIÒN A LA FAMILIA.

El Art. 42 de la Carta Política dice que el Estado garantiza la protección integral de la familia, tarea conjunta con la sociedad, como se sostuvo en otro capítulo de este trabajo.

Esta disposición guarda similitud con el Art. 75 de la Constitución venezolana de 1.999 y con la española de 1.978, entre otras.

Para garantizar el cumplimiento de este deber por parte del Estado, se ha estructurado el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, cuyo eje institucional es el ICBF, creado por la ley 75 de 1.968 y reestructurado en 1.990. Entre los cometidos del ICBF está el de propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia. Mediante el decreto extraordinario 1680 de 1.991 se crea el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, y con él la Dirección de Programas Presidenciales, entre los cuales tenemos el Programa Presidencial para la Juventud, la Mujer y la Familia, que implica el traslado de ciertas funciones del ICBF al mismo. Además en cada gobernación departamental existe una Oficina para la Juventud, la Mujer y la Familia, y en las alcaldías de las ciudades principales una oficina con iguales funciones a nivel municipal.
El Art. 28, inciso 1º, de la ley 294/96 encarga al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el diseño de políticas, planes y programas para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar; y su inciso 2º habla de los Consejos de Protección Familiar, que podrán conformar las autoridades departamentales y municipales para adelantar estudios y actividades de prevención, educación, asistencia y tratamiento del fenómeno, dentro de su jurisdicción.

El Art. 29 ibídem dice que el ICBF deberá formar un banco de datos sobre violencia intrafamiliar, para cuyos efectos las autoridades encargadas de recibir y tramitar denuncias, actualizarán cada semestre la información necesaria para llevar a cabo investigaciones que contribuyan a la prevención y erradicación del fenómeno.

También existe en Colombia la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y de la Familia, como parte del Ministerio Público, creada por la ley 25/74.
Además existen las Comisarías Permanentes de Familia, que son parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar( Art. 295, C. del Menor).

La ley 23 de 1.991 dice, en su artículo 66, que instituciones como las universidades públicas podrán formar centros de conciliación, en las cuales se podrán intentar acuerdos conciliatorios en materia de familia, conforme al Art. 75 ibídem.

6.1.3. DEBER DE PROTECCIÒN A LA MUJER.

Su consagración normativa es el Art. 43 de la Constitución Política: “ Durante y después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviera desempleada y desamparada”; “El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia”. Esto con miras a que sea real y efectiva la igualdad de oportunidades entre los sexos, y a que, por consiguiente, la mujer no sea sometida a ninguna clase de discriminación.

Sobre el Art. 43 LLERAS DE LA FUENTE Y OTROS han dicho, en su obra citada que: La asistencia especial durante el embarazo y el posparto, y el subsidio familiar para la mujer si entonces estuviera desempleada y desamparada, constituye una de esas disposiciones, bastante numerosas por lo demás, en la Constitución, que con un criterio amplio de protección social, le asignan directamente al Estado estas obligaciones de previsión con una fuerte incidencia en el gasto público, que puede afectar, en sus primeras fases, el necesario equilibrio de las finanzas públicas y, en consecuencia, de la economía en general, o que corren el riesgo de convertirse en letra muerta, como sucedió con el Art. 41 de la Constitución de 1.886, según el cual la enseñanza primaria será obligatoria( Art. 14 del Acto Legislativo No. 1 de 1.936). 
De dar la razón o negarla a estos autores, nos encargaremos en el capítulo 7 de este trabajo.

Por ahora señalaremos el criterio de la Corte Constitucional:

Dentro del proceso de elevación de la condición de la mujer, las distintas formas de discriminación coadyuvaron a la consagración de distintos derechos y formas de protección en beneficio suyo, atendiendo a las situaciones en que pudiera encontrarse…A muchas de estas previsiones el Constituyente de 1.991, les otorgó rango constitucional, otras tantas continúan vigentes en distintas leyes que regulan la materia, en tanto que la situación inequitativa que todavía soporta la mujer, impuso a efectos de su superación, la contemplación de una serie de derechos de carácter programático, de acceso gradual, pendientes de su concreción y desarrollo, en la medida en que las instancias estatales competentes, orienten en tal sentido la definición de sus políticas sociales; tal acontece, por ejemplo, con la asistencia y protección, que según el Art. 43, debe dispensar el Estado durante el embarazo y después del parto, así como el subsidio alimentario previsto para mujer grávida que estuviera desempleada o desamparada, propósitos estos cuya eficacia depende de que se cuente con los medios necesarios para su operatividad
.
En otra ocasión, el mismo tribunal dijo: “Ha sostenido esta Corte, sin perjuicio de la igualdad mujer-hombre en tanto persona titular de derechos, especiales consideraciones, por encima de la sexualidad de orden material, que permiten establecer un trato legal diferente para los hombres y mujeres, sin que ello resulte contrario a las previsiones del Art. 13 de la Carta Política”( Sentencia C- 511 de noviembre 16 de 1.994). Al respecto, ver lo dicho en el apartado 6.1.1 de este trabajo.

Y el Consejo de Estado, sección 2ª, dijo en sentencia de mayo 20 de 1.992 que: 

Ha sido reiterada la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de limitar las consecuencias de la nulidad del acto que separa del servicio a una empleada protegida por fuero derivado del estado de embarazo, al restablecimiento del derecho en los términos señalados en las mismas normas que consagran esa especial protección para la mujer, desestimando la restitución del empleo que desempeñaba o a otro de igual o superior categoría, porque si la empleada es de libre nombramiento y remoción, como sucede en el caso sub examine, la garantía de estabilidad sólo se extiende a los 3 meses posteriores al parto o al aborto, equiparándose así la situación a la de las empleadas con periodo fijo que sean separadas del servicio antes del vencimiento de tal periodo.
En Colombia existe la ley 82/93, que apoya de manera especial a la mujer cabeza de familia, dando cumplimiento así al inciso 2º del Art. 43 de la Norma de Normas. Y el Art. 166 de la ley 100 de 1.993 realiza el inciso 1º del Art. 43 superior, en cuanto a subsidio alimentario y atención materno-infantil.

También debemos decir que el Congreso de la República expidió la ley 248 de diciembre 29 de 1.995, “por medio de la cual aprueba la Convención Internacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer, suscrita en Belem Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1.994”.
A partir del inciso 2º del Art. 40 de la Carta Política, la Corte Constitucional se pronunció recientemente sobre la obligación de que la mujer participe por lo menos en un 30% de los puestos existentes en cada una de las dependencias de la Administración Pública.

6.1.4. DEBER DE PROTECCIÒN A LA NIÑEZ Y A  LA  ADOLESCENCIA.

El inciso 2º del Art. 44 del estatuto constitucional, dice que el Estado tiene la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, en forma conjunta con la familia y la sociedad. Y es todo un deber jurídico, en la medida en que cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción a los infractores, y más aún cuando en el mismo lugar se dice que los derechos de los niños prevalecen sobre los de los demás. Estos derechos fundamentales de los niños son: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, el tener una familia y el no ser separados de ella, al cuidado y al amor, a la educación y a la cultura, a la recreación y a la libre expresión de su opinión. Pero el inciso 1º del artículo en comento no puede ser entendido taxativamente, sino simplemente de un modo enumerativo, teniendo en cuenta lo dispuesto en el Art. 94 constitucional.

En este aparte sólo veremos los deberes del Estado, pues los que se predican de la familia y de la sociedad han sido estudiados en el capítulo 5 de esta investigación.

El Estado debe entonces proteger a los niños contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos.

Este deber también está presente en el Art. 50 superior, y el legislador lo desarrolla en : el Código del Menor, donde se atribuyen funciones al Sistema Nacional de Bienestar Familiar (ICBF, comisarías permanentes de familia), a la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y de la Familia y a la Policía de Menores; y en la ley 100 de 1.993, Art. 166, que habla de un plan obligatorio de salud para los menores de 1 año.

Otras disposiciones legislativas que concretan lo dispuesto en el artículo 44 constitucional, son:

· La ley 124 del 94, por la cual se prohíbe el expendio de bebidas embriagantes a menores de edad, y que atribuye funciones al ICBF en la prevención del alcoholismo y la drogadicción en los menores y que involucra también a su núcleo familiar;  el decreto 1108/94, que entre otras cosas, le asigna al juez o defensor de familia el proporcionar tratamiento tendiente a su rehabilitación, conforme a las disposiciones que regulan la materia, a los menores y a las mujeres embarazadas o en periodo de lactancia (que también desarrolla el Art. 43 constitucional), y los centros educativos del Estado (también a los privados) en la prohibición del consumo o tenencia de estupefacientes y sicotrópicos, diciendo en su Art. 10 que los reglamentos estudiantiles o manuales de convivencia de los colegios deberán desarrollar esta disposición. El Art. 15 ibídem, conforme al 169 de la Ley General de Educación, dice que los gobernadores y alcalde, en coordinación con el MEN, deberán verificar el cumplimiento de lo ordenado en este decreto en relación con los establecimientos educativos.
· El CST, que en sus artículos 236 a 244 está protegiendo a los menores y a las mujeres embarazadas o lactantes, dando cumplimiento a la vez al Art. 43 superior; y en sus artículos 29 a 31 prohíbe contratar con menores de 14 años, concediendo excepciones especiales, atendidas sus condiciones económicas y familiares, y limita la contratación con menores de 18 años, dándole funciones de inspección, control y autorización al defensor de familia, funcionario, como es sabido, del ICBF, coincidiendo con los Arts. 238 y subsiguientes del Código del Menor.
· El decreto 859/95, que crea el Comité Interinstitucional para la Erradicación del Trabajo Infantil y para la Protección del Menor Trabajador, conformado por representantes de ministerios e institutos descentralizados del Estado que cumplen funciones frente al menor, y por parte de la sociedad civil por representantes de la central obrera con más presencia en la misma, y por un delegado de los empleadores, designado por el consejo gremial. Este comité será asesorado permanentemente por la OIT. El comité asesorará, coordinará y propondrá políticas y programas tendientes a mejorar la condición social-laboral del menor trabajador y a desestimular la mano de obra infantil, y elaborará y propondrá el Plan Nacional de Acción para la Eliminación Progresiva del Trabajo Infantil y para la Protección del Menor Trabajador, entre otras.

· El decreto 1974 de octubre 31 de 1.996, por el cual se crea el Comité Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, que a su vez desarrolla el Art. 43 constitucional, conformado por entidades del Estado que velan por la tranquilidad y seguridad públicas , por el cumplimiento de la ley y que persiguen el delito; y que deberá revisar las políticas que se vienen desarrollando para combatir ese fenómeno delictivo, y proponer la adopción de programas y medidas ,en orden a desarrollar una política gubernamental seria para prevenir y reprimir ese delito, así como la ayuda, rehabilitación y resocialización de las víctimas de estos crímenes, así como asesorar a las distintas autoridades estatales para que se facilite la acción preventiva y la acción represiva frente a este flagelo, y coordinar el diseño e implementación de un sistema de información y procesamiento de datos relacionados con las redes criminales nacionales e internacionales en la materia.
· La ley 311/96, por la cual se crea el Registro Nacional de Protección Familiar, que es una lista donde están incluidos los nombres de quienes injustificadamente se sustraigan al cumplimiento de los deberes alimentarios para con sus hijos menores y mayores que por circunstancias especiales ameriten protección, y que debe ser llevado por el DAS, en coordinación con los jueces.

· El Código Penal, Arts. 263 a 267( delitos contra la asistencia alimentaria), que también protege a la mujer al considerarla cónyuge, descendiente o ascendiente; Arts. 346 a 348( abandono de menores), que entraña responsabilidad para el Estado, quien en ejercicio del ius punendi y del principio de dirección probatoria, de su función dentro del sistema penal acusatorio( o mixto) y de la carga de la prueba, es quien debe sentar responsabilidad penal en aras de tutelar los bienes jurídicos en referencia.
· La ley 294 del 96, Arts. 22 a 24 (delitos contra la armonía y la unidad de la familia)
, modificada por la ley 375/2.000.
Acerca del Art. 44 de la Norma Suprema, ha dicho la Corte Constitucional, en sentencia T-008/92, que: “ La expresión derechos fundamentales de los niños(…) muestran el particular interés del Constituyente de habilitar en el Estado Social de Derecho, los procedimientos legales y las acciones de la familia, la sociedad y el Estado, con el propósito claro de hacerlos una pronta realidad”. 

Aunque varios tratadistas le endilguen al Art. 44 superior lo que se ha tachado al Art. 43 de la Carta, que es retórico, que no es consecuente con la economía del Estado y la Nación, etc.( ver el comentario de LLERAS DE LA FUENTE ET AL., aparecido en el acápite 6.1.3. de este trabajo).

El Art. 45 de la Constitución, que protege a la adolescencia y a la juventud, es desarrollado por el Código del Menor y disposiciones ya comentadas, por la ley de la juventud (375/97), que atribuye responsabilidades al Estado, a institutos como COLDEPORTES. También se le atribuyen responsabilidades al Estado en la ley 30/92.
6.1.4. DEBER DE PROTECCIÒN A LOS LIMITADOS FÌSICOS Y MENTALES.

Está consagrado en el Art. 47 del texto superior:  El Estado adelantará una política de rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes prestará la atención especializada que requieran; que concuerda con el Art. 13 ibídem, que señala: “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición(…) física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, y sancionará los abusos que contra ellas se cometan”( inciso 3º), y que el Estado adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados( inciso 2º). 

Acerca del Art. 47 de la Constitución, varios autores opinan que no se ha tenido en cuenta su costo por dificultades operacionales; ven como antecedente normativo el Art. 19 de la Constitución Nacional de 1.886, siendo que la disposición de la nueva Carta es más amplia, ya que aquél sólo se refería a quienes carecieran de medios de subsistencia, no tuvieran derecho a exigirlos de otras personas y estuvieran físicamente incapacitados para trabajar
.

Como antecedentes normativos externos se deben señalar la Conferencia de Viena de 1.986, y el Convenio 159 de 1.983 de la OIT, aprobado en Colombia por la ley 82/88. Ambos instrumentos de derecho internacional dan recomendaciones sobre la especial protección a los minusválidos y sobre el otorgamiento de ventajas a los mismos
.
Pensadores como JUAN PABLO II  también se han expresado al respecto: “Son ellos también sujetos plenamente humanos, con sus correspondientes derechos innatos, sagrados e inviolables, que, a pesar de las limitaciones y sufrimientos grabados en su cuerpo y en sus facultades, ponen más de relieve la dignidad de la grandeza del hombre”
.

Otros instrumentos internacionales sobre la materia son : la Declaración de los Derechos de los Impedidos en la Asamblea General de la ONU, la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental en la Asamblea General de las Naciones Unidas, los Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, el Programa de Acción Mundial para los Impedidos. Todos desprendidos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y de otros pertinentes. En estos cuerpos de derecho internacional se les señalan medidas a los Estados Partes en el sentido de prevenir las causas de estas discapacidades, como son las condiciones socio-económicas infrahumanas que soporta gran parte de  la población de muchos países, o la guerra que viven muchos de ellos; de rehabilitarlos utilizando todos los avances científicos y tecnológicos disponibles y facilitando el acceso a ellos, e integrando a los discapacitados a su medio social, no considerando- como anota CHARRIS ROBLES
- a esas personas como “especiales”, atendiéndolos a través de métodos “especiales”, sin que lleguen a integrarse realmente a la vida cotidiana de los “no especiales”, sino creando un verdadero sistema de previsibilidad y seguridad en lo atinente, a través de programas más estables y duraderos con presupuestos adecuados.
En varias oportunidades, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el particular: “El reconocimiento de la dignidad humana, como el fundamento de la organización política en el Art. 1º de la Constitución, realiza el valor de los derechos constitucionales a la igualdad”( Sentencia T-427/92);

“Los disminuidos físicos o mentales, en cierta medida, por su falta de autonomía, están inexorablemente supeditados a los demás, y si la sociedad no responde a su muda convocatoria de solidaridad, se ven abocados a su destrucción o a los padecimientos más crueles”( Sentencia C-221/92);
 (…) Existirán casos en los cuales por la condición de salud y las necesidades de diagnóstico y tratamiento que necesita el afiliado, la cobertura señalada por el decreto 1895 de 1.994 puede ser superada, en atención a la situación excepcional del mencionado afiliado. En conclusión, el disminuido psíquico tendrá un sistema de seguridad social que le debe brindar el tratamiento especializado que necesita: el régimen subsidiado. Así mismo, en situaciones excepcionales se le atenderá gratuitamente”( Sentencia T-478/95);

“ Privar a un minusválido de su trabajo, sin que medie una causa justificada que vaya más allá del simple uso del poder discrecional, implica entonces flagrante violación de la Carta Política; claro desconocimiento de los derechos constitucionales fundamentales: el de la igualdad material y el del trabajo”(Sentencia T-441/93).

La Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Penal, también se ha manifestado al respecto, toda vez que el derecho penal tiene un tratamiento especial frente a los limitados físicos y mentales, ya sea en calidad de agentes o en calidad de sujetos pasivos del reato; en el caso que nos ocupa, en condición de actores: en sentencia de 20 de septiembre de 1.984, reitera lo dispuesto en el Art. 31 del Código Penal.
Como desarrollos legislativos del Art. 47 superior, tenemos: el Código Penal, en sus artículos 31-34,64,numeral 10,66,numerales 5 y 6, 350,numeral 2,263-266,300 y 304,324,numeral 7,346,348 y 360
; el Código Civil( Arts. 428 y s.s., y demás normas concordantes); el C.S.T.(Arts. 277 a 284); la ley 100/93, Arts. 40 y 69; la ley 82 de 1.988; el decreto 2177/89, que desarrolla la anterior; especialmente lo referente a la labor conjunta de los ministerios de educación nacional, salud y trabajo, en relación con la materia, y las obligaciones para todo el sistema de seguridad social, con incentivos en materia de aportes a ésta a los empleadores que vinculen trabajadores minusválidos, y que crea un consejo coordinador para la readaptación y empleo de personas inválidas, con carácter permanente; la ley 119 de 1.994, que reestructura el SENA, que en su Art. 4º, numeral 9º, impone a esta institución el organizar programas de readaptación de discapacitados; los Arts. 25 a 29 de la ley 100/93, que crean el Fondo de Solidaridad Pensionar, cuyo objetivo es reemplazar las cotizaciones del empleador y el trabajador para riesgos de invalidez, vejez y muerte, a través de subsidios a los aportes al régimen general de pensiones de los trabajadores asalariados o independientes de los sectores rurales y urbanos que carezcan de suficientes recursos para efectuar cabalmente el aporte. Este subsidio es para trabajadores discapacitados mayores de 20 años, con pérdida de su capacidad laboral igual o superior al 50%, porque no cumplieron con el número de semanas cotizadas o jamás cotizaron. 
También es desarrollo del artículo constitucional la ley 105/93, que señala que en el diseño de la infraestructura del transporte, así como en la provisión de los servicios de transporte público, las autoridades competentes deberán establecer  condiciones para su uso por los discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos ( esta ley también desarrolla el Art. 24 constitucional, que habla de la libertad de locomoción); lo mismo que la ley 115/94 , que faculta a los establecimientos educativos a organizar directamente o mediante convenios, acciones pedagógicas y terapéuticas en pro de la integración académica y social de los discapacitados, y también al gobierno nacional y a las entidades territoriales para que los celebren hasta cuando ellos puedan ofrecer este tipo de educación;  el Estado deberá apoyar y fomentar este tipo de educación y crear aulas especializadas en los establecimientos educativos de cada jurisdicción . Otro desarrollo legal de la norma constitucional es el decreto 730/95, que crea el Comité Consultivo Nacional de la Discapacidad, asesor del gobierno, en pro de establecer una cultura de respeto a la dignidad humana y al mejoramiento de la calidad de vida de la población discapacitada; lo mismo que  el Código del Menor en sus Arts. 222 a 233, especialmente los Arts. 228 y 229, que hablan del Comité Nacional para la Protección del Menor Deficiente, adscrito al MINSALUD, conformado por representantes de los ministerios de salud, educación y trabajo, del ICBF, del INSOR, del INCI ,y de la sociedad civil, presente con 2 miembros de organizaciones privadas reconocidas que trabajen en el área.
6.1.5. DEBER DE PROTECCIÒN A LA TERCERA EDAD.
Consagrado constitucionalmente en el Art. 46, donde también es un deber atribuido a la familia y a la sociedad,  de los cuales hablamos en el capítulo 5 de esta investigación. Sobre él se han dicho cosas como estas: “ La función que se da al Estado(…) de promover la integración a la vida activa de las personas de la tercera edad, permitirá suponer que se eliminará la jubilación como causa legal de terminación de la relación laboral y, ante todo, la edad de retiro forzoso”
.
Acerca del tema de  Los derechos de la tercera edad en la nueva Constitución, anota OLIVIA MANCILLA GÒMEZ en la introducción a su monografía de grado de igual nombre, que desde comienzos de los 80 del siglo pasado entidades como la ONU y el FMI se vienen pronunciando sobre lo importante y urgente de considerar como tendencia demográfica el envejecimiento poblacional, pues se estima que durante las 4 próximas décadas habrá, debido a la disminución de la fecundidad especialmente en los países en vías de desarrollo, un porcentaje de mayores de 60 años superior al de niños y al de la población en edad de trabajar; lo que no implica referirse a derechos distintos a los de otras personas, sino a los mismos derechos, que se vulneran frecuentemente- según lo expresó la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento (1.982); ni mucho menos mirar el problema de la vejez como una enfermedad, como dice la autora en otro lugar de su trabajo (página 27), sino por el contrario, de un modo humanista, apreciando toda la experiencia que un anciano puede brindar como aporte en las esferas culturales, sociales y productivas de la sociedad; recordemos que la palabra anciano en otras épocas y en otras culturas significa “el que tiene conocimiento” , el guía
.
Este artículo no tiene antecedentes en el viejo ordenamiento constitucional colombiano. Hasta antes de la última década del siglo XX la población mayor fue atendida por las iglesias, ONG”s  y  voluntariados: “No existía una fuente de recursos oficial ni privada que permitiera el funcionamiento de las instituciones, distinta a la Divina Providencia y partidas de los políticas”
. Sólo existió una pobre sección de geriatría  adscrita al MINSALUD, y sólo hasta 1.990 se creó, con auspicio del PNUD, la Consejería Presidencial para la Juventud, la Mujer y la Familia.
La  Corte Constitucional en variadas ocasiones se ha pronunciado sobre el tema de la tercera edad:

Si la Constitución obliga a incluir en la Ley  de Apropiaciones las partidas necesarias para atender el “gasto público social”; si éste, excepto en los casos de guerra exterior o por razones de seguridad nacional, “tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación( Art. 350), precisamente porque tiene el esencial propósito de atender las “necesidades básicas insatisfechas”; es congruente en tales dictados que el Estado esté obligado a pagarles lo que adeuda por concepto de pensiones legales, pues con ellas otros proveen a lo necesario para su propia subsistencia”(Sentencia C-546/92, de la Sala Plena).
(…) Esta corporación estima que el simple reconocimiento de las pensiones no implica que el derecho haya sido satisfecho en debida forma. Por ello es indispensable, en aras de darle eficacia material, que efectivamente al pensionado se le cancelen cumplidamente las mesadas futuras y atrasadas, y que se le reconozca en aquellos casos en que así lo solicite, obviamente si se dan los presupuestos legales, la re liquidación o reajuste a la pensión a que tiene derecho. Obligación que debe hacerse efectiva dentro de los términos legales previstos para ello, en aras de no afectar ni desmejorar  los derechos ni la calidad de vida de los pensionados..(Sentencia T-516/93, Sala Sexta de Revisión).En igual sentido, las sentencias T-184/94 de la Sala Sexta de Revisión, y T-323/96 de la Corte Constitucional.
Para que la vida del hombre sea digna de principio a fin, es obligatorio asegurarles a todas las personas y en especial a los pensionados el derecho a la seguridad social. Para los pensionados, que en su mayoría se encuentran en la tercera edad, es necesario proteger en particular el pago oportuno de las prestaciones a su favor, ya que su no reconocimiento, habida cuenta de su imposibilidad para devengar otros ingresos ante la pérdida de su capacidad laboral, termina atentando directamente contra el derecho a la vida (Sentencia T-406/93, Sala Séptima de Revisión).
Como desarrollos legales del Art. 46 constitucional tenemos: 
-la ley 100/93, libro IV, que establece un programa de auxilio para los ancianos indigentes colombianos, de 75 o más años de edad, con residencia durante los últimos 10 años en Colombia, carentes de rentas o ingresos, residentes en instituciones sin ánimo de lucro para la atención de ancianos indigentes, limitados físicos o mentales, y que no dependan económicamente de persona alguna, asignándoles un auxilio hasta del 50% del salario mínimo legal mensual vigente. Aquí también se establecen unos servicios complementarios en educación, cultura, recreación, turismo y bienestar social, con planes locales que los distritos y municipios deben garantizar a través de una infraestructura adecuada; 
-el decreto 2090/94, que cambia la razón social al Fondo de Solidaridad y Emergencia Social por la de Red de Solidaridad Social, que continúa desarrollando el programa de auxilio para ancianos indigentes;

-la ley 368/97, que reitera la ejecución de Revivir por la Red de Solidaridad Social. También el C.S.T, al garantizar la pensión de jubilación, que por su naturaleza de prestación social es irrenunciable.

6.1.6. DEBER DE BRINDAR SEGURIDAD SOCIAL AL PUEBLO COLOMBIANO.

El Art. 48 constitucional dice que : La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad en los términos que establezca la ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social. El Estado con la participación de los particulares, ampliará progresivamente su cobertura (…) Podrá ser prestada por entidades públicas y privadas, conforme a la ley(…), concordando con el inciso 2º del Art. 334 de la Carta.
Como señala la resista MANCILLA GÒMEZ
, el concepto moderno del derecho colectivo llamado seguridad social no sólo tiene como base el cubrir el riesgo de las clases trabajadoras activas o en uso de buen retiro, sino el llegar a las clases sociales desfavorecidas o marginadas, que dadas sus circunstancias no pueden ser titulares reales del deber social del Estado. HERNANDO ZULETA HOLGUÌN, ex director del ISS, dijo que :  La seguridad social pertenece, por definición, al sector moderno de la economía; se requiere que(…) esté al servicio de los más vulnerables. Es decir, deben existir mecanismos que permitan que parte de los ingresos de la seguridad social vaya hacia la comunidad marginada, a través de programas de promoción y desarrollo de la salud. Si así no se hace, las diferencias entre los distintos grupos de la población aumentarían hasta el punto de crear una brecha entre la vida de unos y de otros, que pondría en peligro la estabilidad de las propias instituciones democráticas. Se requiere la solidaridad de todos para que exista justicia social y tranquilidad política
.
Sobre el tema se ha expresado la Corte Constitucional: 

Surge (este) derecho(…) como algo inmanente al hombre y al entorno familiar, como producto de la vivencia armónica que debe existir entre el Estado y la persona, entre el patrono y el trabajador, entre la sociedad y el individuo, relación que se da por la obligante necesidad de dependencia interpersonal e institucional que existe en toda sociedad medianamente organizada (Sentencia T-471/92 de la Sala Sexta de Revisión).

(…) estos no son dádivas, sino verdaderos derechos subjetivos del afiliado .La seguridad social es principio fundamental estatuido por el propio Constituyente en relación con los trabajadores (Art. 53 C.N.) y, por tanto, un derecho inalienable de éstos, tanto si laboran en el sector público como si sirven al sector privado ( Sentencia T-111/93).

(…) La Sala de Revisión advierte al Instituto Colombiano de los Seguros Sociales que debe cumplir con sus obligaciones médico-asistenciales surgidas en virtud del contrato interadministrativo y que, salvo fuerza mayor, debe continuar con la ejecución de los contratos a pesar de existir una mora en el pago, porque de lo contrario incurriría en una vulneración o amenaza a los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social, derechos que imponen un tratamiento prioritario y preferencial por parte del poder público y el legislador con miras a su protección efectiva (Sentencia T-471/92).
El desarrollo del artículo constitucional es la ley 100/93 y sus disposiciones modificatorias y complementarias, y el Código Sustantivo del Trabajo.

6.1.7. DEBER DE ATENCIÒN EN SALUD Y SANEAMIENTO AMBIENTAL.
Dice el Art. 49 Const. Pol., que la atención en salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado, y que se garantiza a todas las personas el acceso a todos los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud..

Según el inciso 2º del mismo, compete al Estado la organización, dirección y reglamentación de la prestación de los servicios de salud, conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Así mismo, establecer políticas para la prestación de los servicios de salud por entidades privadas y ejercer su vigilancia y control, lo mismo que establecer las competencias de la Nación y los entes territoriales; y deja a la ley (inciso 4º) el determinar los términos de una atención básica gratuita y obligatoria para todos los habitantes.

KARL DEUTSCH en su Política y Gobierno (FCE, 1.976), dice: En nuestro siglo, ya no basta con tratar a todos los hombres igualmente ante la ley. Ahora se sostiene que el derecho a la vida implica el derecho a la alimentación y al albergue, y en opiniones más recientes, se incluye el derecho a la asistencia médica cuando sea necesaria. Así pues todos los derechos y libertades humanas tienen aspectos positivos, y allí donde la vida social y económica no los ofrece automáticamente los individuos acuden con mayor insistencia ante su gobierno en demanda de ellos. Ningún país del mundo que haya introducido en alguna forma la medicina socializada ha dado marcha atrás jamás. Ahora hay cerca de 30 países en el mundo que cuentan con amplia atención pública de bajo costo. El concepto de responsabilidad de un gobierno por la salud de su pueblo se inició con conservadores como Bismarck en Alemania y liberales como Lloyd George en Inglaterra, pero ahora existen en todas las ideologías.  Los servicios de salud pública se han convertido en parte importantes de la responsabilidad gubernamental
.
Sobre el tema se ha pronunciado la Corte Constitucional: 

Todas las instituciones que ofrezcan servicios de salud, sean públicas o privadas, y tengan o no celebrado contrato de asistencia con entidades de previsión social, están obligadas a prestar atención inicial de urgencia, independiente de la capacidad socio- económica de los solicitantes y sin condicionar el servicio a pagos previos ni al cumplimiento de los contratos que eventualmente tengan celebrados con el Estado en materia de seguridad social. Esa obligación es genérica, perentoria e inexcusable, de tal manera que, en el caso de probarse la negativa o renuncia de cualquier institución a cumplirla, se configura grave responsabilidad en su cabeza por atentar contra la vida y la integridad de las personas no atendidas, y claro está, son aplicables no solamente las sanciones que prevé el Art- 49 de la ley 10ª de 1.990, sino las penales del caso si se produjesen situaciones susceptibles de ellas a la luz de la normatividad correspondiente (Sentencia T-111/93).

El artículo constitucional concuerda con los artículos 365 a 370 de la Carta Política; y su desarrollo es la ley 100/93, que habla del Sistema General de Seguridad Social en Salud; en el Art. 154 iusdem, se habla de la intervención del Estado en las funciones de vigilancia y control, y en la  tarea de lograr la ampliación progresiva y la atención básica gratuita y obligatoria.
También lo desarrollan las leyes 10ª de 1.990 y 60/93.

6.1.8. DEBERES FRENTE A LOS TRABAJADORES.

El Art. 25 del estatuto constitucional dice que el trabajo es un derecho y una obligación social y goza en todas sus modalidades de la especial protección del Estado; que toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.

A esta disposición se le ha hecho el siguiente comentario:

La protección estatal que se predica tanto del trabajo en cuanto institución económica y social como de las personas de los trabajadores, extremo débil de la relación laboral, a quienes está dedicada la última frase del artículo. En desarrollo de este precepto constitucional el Estado se obliga a rodear de garantías los empleos existentes, a combatir el desempleo y a multiplicar las oportunidades de trabajo. El derecho al trabajo en condiciones dignas y justas concierne a los requisitos mínimos a que están sujetos los términos de la contratación laboral(…) El Estado ejerce una función de vigilancia e interviene para garantizar la efectividad de este derecho
.
A diferencia de la Constitución de 1.886, en la de 1.991, el trabajo aparece como un derecho, como bien anotan LLERAS Y OTROS.

Concuerda con el Art. 53 de la Carta, que dispone que el Congreso expedirá el estatuto del trabajo, con unos fundamentos mínimos, a saber: igualdad de oportunidades para los trabajadores, garantía de la seguridad social, remuneración mínima vital y móvil, el adiestramiento y el descanso necesario, la protección especial a la mujer, a la maternidad y al menor trabajador. También dice el artículo que el Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.
Otros artículos constitucionales que hablan del tema son: el 54, que dispone que es obligación del Estado ofrecer formación y habilitación técnica a quienes lo requieran, que debe cumplir conjuntamente con los empleadores( esto último ya lo desarrollamos ,supra 5.2.3.). El Art. 54 también ordena al Estado proporcionar a las personas en edad de trabajar ubicación laboral, y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud; el Art. 55 atribuye como deber al Estado el de promover la concertación y los medios para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo; el Art. 26 atribuye la responsabilidad a las autoridades competentes, de inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones; el 334 habla del pleno empleo de los recursos humanos como una obligación del Estado.

Al Art. 54 de la Ley Fundamental se le han hecho los siguientes reparos:

A quienes lo requieran resulta de gran amplitud, desborda el ámbito propiamente laboral para insertarse en el terreno de la llamada educación continuada, abierta a todas las personas, de acuerdo con el artículo 67; podría así, presentarse todo género de abusos como, por ejemplo, que la totalidad de los trabajadores de una empresa exijan que se les pague educación universitaria, interpretación que no riñe con el texto que se analiza
.
Sobre los deberes del Estado frente al trabajo, la Corte Constitucional se ha expresado en variadas oportunidades:

(…) La naturaleza jurídica de la pensión constituye un salario diferido al trabajador, fruto de su ahorro forzoso durante toda una vida de trabajo- 20 años-.
En otras palabras, el pago de una pensión no es una dádiva súbita de la nación, sino el simple reintegro que del ahorro constante durante largos años, es debido al trabajador.

De ahí que el pago inoportuno de una pensión y, peor aún, el no pago de la misma, sea asimilable a las conductas punibles que tipifican los delitos de abuso d confianza y otros tipos penales de orden patrimonial y financiero, como quiera que en tal hipótesis la Nación deviene en una especie de banco de la seguridad social, que rehúsa devolver a sus legítimos propietarios las sumas que estas forzosa y penosamente han depositado(…) ( Sentencia C-546/92).

Al reglamentarse el ejercicio de las profesiones, se establece el marco que determina la naturaleza y extensión del derecho y dentro del cual desenvolverse los sujetos pertenecientes a la respectiva profesión, pero de ninguna manera pueden expedirse regulaciones extremas que afecten el núcleo esencial de dicha libertad hasta hacerla inoperante. Por consiguiente, ni siquiera so pretexto de expedir regulaciones de orden ético profesional se pueden establecer prohibiciones que atenten contra los derechos y libertades fundamentales consagrados o reconocidos en la norma superior (Sentencia C-355/94).

Una forma de hacer efectiva la igualdad de oportunidades en relación con los trabajadores independientes y naturalmente de lograr su promoción y el éxito profesional, depende indudablemente de la ausencia de restricciones que impidan a éstos dar a conocer las calidades profesionales que les son propias, a través de la propaganda y la publicada, obviamente, realizada dentro de ciertos parámetros éticos y de respeto a los derechos ajenos (ibídem).
Desarrollos legislativos de esta normativa constitucional son: el Código Sustantivo del Trabajo y disposiciones que lo modifican y complementan, entre ellas la ley 50/90 y la ley 100/93; el Código del Menor; las múltiples regulaciones sobre profesiones que existen en Colombia, como el decreto 196/71, por colocar un ejemplo; la ley 182/88, que aprueba el Convenio 159 de la OIT sobre readaptación profesional y empleo de personas inválidas; el decreto 2177/89, que desarrolla esta ley; la ley 375/97, o ley de la juventud, que, particularmente en su Art. 29, habla de la concertación Estado-sociedad-jóvenes frente a fenómenos como el empleo y el autoempleo.

6.1.9. DEBER DE FOMENTAR EL ACCESO PROGRESIVO A LA PROPIEDAD.

Se colige del Art. 60 de la Constitución Política, que dispone :
“El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad. Al enajenar su participación en una empresa, el Estado democratizará la titularidad de sus acciones y ofrecerá a sus trabajadores, a las organizaciones solidarias y de trabajadores, condiciones para acceder a dicha propiedad accionaria, dejando a la ley reglamentará la materia”

El Art. 64 ibídem dice que es deber del Estado promover el acceso progresivo de los trabajadores agrarios a la propiedad de la tierra, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y la calidad de vida de los campesinos.

El Art. 60  iusdem, inciso 1º, define la vocación capitalista del país, al procurar que el nuestro esté lleno de propietarios
.

Desarrollos normativos de estos artículos constitucionales son: la ley 101 del 93, que crea los consejos de desarrollo rural; la ley 160/94, o de Reforma Agraria; la misma ley general de educación; las disposiciones que hablan de la democratización de la propiedad que enajene el Estado.

6.1.10.  DEBERES ECOLÒGICOS DEL ESTADO.

Están consagrados en los artículos constitucionales:  49, que habla del saneamiento ambiental como un servicio público a cargo del Estado; 79, que dispone que todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano, y que es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de esos fines; el 80, que señala que el Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar  el desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución, que deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados, así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en zonas fronterizas; el 81 tácitamente le impone el deber de regular el ingreso al país o la salida de él de los recursos genéticos, y su utilización de acuerdo con el interés nacional; el 82 impone el deber al Estado de velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular, y dice que las entidades públicas regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común; el 334, que dice que el Estado intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales.
Estos deberes implican límites al desarrollo y a la libertad económica, especialmente, en pro de la conservación del hábitat de los individuos de la especie humana y de otras especies en general. Al Estado le corresponde cumplir funciones policivas frente a acciones que pongan en peligro o que realmente atenten contra el patrimonio natural de la Nación. Son todos importantes, dadas las condiciones anti ecológicas en que se sume gran parte de nuestra población; dada la amenaza que se cierne sobre ecosistemas como la Sierra Nevada de Santa Marta o la Serranía de la Macarena, por poner sólo unos ejemplos ; o sobre los llamados pulmones del mundo, la Amazonía y la Orinoquía, zonas que compartimos con países como Brasil, Perú y Venezuela, lo que nos debe conducir a una real cooperación. Importantes también cuando hoy se habla de alimentos transgénicos y de la manipulación de los genes humanos, dado en general el desarrollo de la genética y de la biología molecular; y también- como en el caso del Art. 82- nuestras ciudades tienen serios problemas de espacio público, que se ahondan más con el desempleo creciente, que lleva a que sus calles estén atestadas de hombres honrados que buscando el pan causan hacinamiento urbano.
Se concretan en la ley 99/93, sobre Medio Ambiente; la ley 143/94, sobre la generación, transmisión, distribución y comercialización de la electricidad en el territorio nacional, que en su capítulo X habla de la conservación del medio ambiente;  en la ley 142/94, sobre servicios públicos, que incluye como tales al acueducto, aseo y alcantarillado, que en general conforman lo que se llama saneamiento básico; en la ley que aprueba el Convenio de Basilea sobre desechos orgánicos y químicos; en el Código Penal, en lo relativo a tipos penales que tutelan los recursos naturales ( ver en el código penal que entrará a regir el próximo 24 de julio lo referente a descripciones típicas que protegen los recursos naturales y genéticos).

6.1.11. DEBERES CULTURALES DEL ESTADO.

El inciso 3º del Art. 67 superior dice que el Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, obligatoria entre los 5 y los 15 años de edad, y que abarca como mínimo un año de preescolar y 9 de educación básica. Este servicio público cumple una función social(inciso 1º ,iusdem): búsqueda de acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura. En efecto, la educación formará al colombiano en el respeto de los derechos humanos, a la paz y a la democracia; en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico y tecnológico, y para la protección del ambiente.

Según el inciso 5º corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación, con el objeto de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos. También debe garantizar el adecuado cubrimiento del servicio, y asegurar a los menores las condiciones necesarias para que accedan y permanezcan en el sistema educativo.
El inciso sexto del Art. 68 ibídem ,trae como obligaciones especiales del Estado la erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, que concuerda con el Art. 47 constitucional.

El Art. 27 constitucional señala como deber del Estado el garantizar las libertades de enseñanza, investigación y cátedra.

El Art. 69, inciso 3º, dice que el Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y que ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo; y en su inciso 4º dice que facilitará mecanismos financieros que posibiliten el acceso de todas las personas aptas a la educación superior. Anotamos que estos derechos no son de aplicación inmediata, según el Art. 85 constitucional; por lo que puede resultar válido lo dicho por LLERAS DE LA FUENTE Y OTROS en su obra citada: “El resto del articulado (es decir a partir del inciso 3º), por lo vacío y literario es apenas un breve poema a la investigación científica y a la popularización de la educación superior”.
El Estado tiene el deber de fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, a través de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística  y profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional (Art. 70 constitucional, inc. 1º). El Estado reconoce la igualdad de todas las culturas  que viven en el país ( ibídem, inciso 2º), que concuerda con los Arts. 7º y 8º superiores).

Sobre el Art. 70 , LLERAS DE LA FUENTE Y OTROS dicen que este es uno de los más literarios y anodinos de la Constitución, y que su concepto de cultura es muy ambiguo cuando habla como de un proceso de creación de la identidad nacional, que resultaría ideológicamente sesgado toda vez que el Estado reconoce diversidad de culturas en Colombia. Continúan afirmando, en la página 174 de su libro estudiado, que si el artículo no es nada afortunado en el plano conceptual, mucho menos en el jurídico, pues los deberes que se endilgan al Estado no son más que frases hechas que en nada comprometen su acción concreta.
Sobre el Art. 7º opinan los autores que no consulta la realidad sociológica colombiana, toda vez que- según ellos- somos un pueblo mestizo con apenas el 1% poblacional constitutivo de grupos diferenciados.
El Art. 72 superior habla de la protección del patrimonio cultural por parte del Estado, y el 71 de los fomentos e incentivos estatales a la creación cultural y científica.

Concreciones de estos deberes son las leyes: 115/94, o Ley General de la Educación, con las disposiciones que la modifican y complementan; 30/92, o marco de la educación superior, con sus normas complementarias; 397/97 ,o ley de cultura.

6.1.12. OTROS DEBERES CONSTITUCIONALES DEL ESTADO COLOMBIANO.

Como otros deberes y responsabilidades constitucionales del Estado se señalan:
· El deber de respetar y hacer respetar la intimidad personal y familiar y el buen nombre, derechos fundamentales de que gozan los habitantes del país (Art. 15  Const. Pol.). Es lo que generalmente se llama derecho a la seguridad o garantía de la libertad personal  contra las injerencias de las autoridades
.
· El de divulgar la Constitución, en virtud del Art. 41 superior, trascendental en la construcción del nuevo ciudadano que necesitamos para salir de la honda crisis en que nos sumimos; y que puede ser ubicado como un deber cultural, pero también político.
· El de proteger la propiedad intelectual por el tiempo y  mediante las formalidades que establezca la ley ( Art. 61 constitucional), que implica invenciones científicas y tecnológicas,  obras literarias y artísticas y propiedad industrial, según el tratado constitutivo de la OMPI. Importante si se considera que hoy en día el conocimiento como parte del capital humano, es fundamental en cualquier proceso de desarrollo. Se concreta en las leyes 23/82 y 48/94.
· El de garantizar la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen, a la luz del Art. 78 constitucional.
6.2. DEBERES  CONSTITUCIONALES DE LOS FUNCIONARIOS PÙBLICOS.

El Art. 6º de la Constitución dice que los servidores públicos sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación de funciones; reiterando los principios de libertad personal- que para el caso de los funcionarios públicos implica la discrecionalidad- y de legalidad, heredados especialmente de la Revolución Francesa.

En general tienen estos deberes porque son quienes en primera instancia realizan la voluntad del Estado; así, por ejemplo se hacen realidad los fines esenciales del Estado (Art. 2º superior) y el preámbulo mismo de la Carta, cuando las autoridades de la República protegen a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y creencias, y demás derechos y libertades, asegurando así el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.
Según el Art. 13 del estatuto constitucional, las autoridades deben proteger y tratar por igual a todas las personas; atendiendo prontamente a todas sus demandas y peticiones, conforme al Art. 23 ibídem.

También se señalan como deberes constitucionales para los funcionarios públicos: la legalidad de las aprehensiones, allanamientos y detenciones (Arts. 28 y 32); el reconocimiento al debido proceso en todas las actuaciones judiciales y administrativas( Art. 29); la resolución del habeas corpus ( Art. 30); el respeto al principio penal del reformateo in pejes (Art. 31) y a otros que garantizan la vida y la libertad de los procesados penalmente.

Estas obligaciones existen debido a que cada empleo público tiene funciones detalladas en la ley o en el reglamento, de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 122 de la Carta; en efecto, el Art. 124 ibídem  dice que la ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva.

Para todos los efectos en cada entidad pública habrá un manual de funciones.
Como desarrollos legales de los deberes del Estado tenemos, entre otros: el decreto 1222/86  ,o Código de Régimen Departamental; la ley 4ª/92; la ley 493/98; la ley 136/94, que moderniza el municipio colombiano; la ley 128/94, u orgánica de las Áreas Metropolitanas.

6.3. MECANISMOS PARA GARANTIZAR LA EFECTIVIDAD DE LOS DEBERES DEL ESTADO Y DE SUS FUNCIONARIOS.

- La  Acción de Tutela, para garantizar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado; para lo cual se debe considerar la sentencia T-451/92 de la Corte Constitucional: “La funda mentalidad de un derecho humano no se puede determinar sino en cada caso concreto, atendiendo tanto a la voluntad expresa del Constituyente como a la conexidad o relación que en dicho caso tenga el derecho(…) con otros derechos indudablemente fundamentales y /o  con los principios y valores que informan toda la Constitución”.
- Las acciones de cumplimiento, para que se realicen cabalmente las leyes, normas con fuerza de ley y actos administrativos.

- Los recursos y acciones de las que trata el Código Contencioso Administrativo, para que las autoridades administrativas cumplan cabalmente la misión por la cual han sido instituidas; bien sean simples peticiones, recursos de la vía gubernativa, revocación directa de los actos administrativos, o procedimientos ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

- Procesos disciplinarios a los funcionarios públicos que incurran en mala conducta, de acuerdo a la ley 200 de 1.995 (Código Disciplinario Único) y a las disposiciones especiales sobre la materia.

- Procesos penales, si es del caso, cuando los funcionarios públicos incurran en delitos contra la administración pública o de justicia.

- Procesos civiles, laborales, o de otro tipo, cuando el  Estado actúe equiparándose a los particulares en ejercicio de su voluntad, o cuando las actuaciones de los funcionarios públicos conlleven perjuicios de esa clase.
- Las acciones populares y de grupo, para que se dé cumplimiento a los deberes del Estado frente a la colectividad, y a los relacionados con el ambiente ( Const. Pol., Art. 88, desarrollado por la ley 472 de 1.998).

- La acción de repetición de que habla el Art. 90 constitucional, y que ejercerá el Estado contra un funcionario público que por razón o con ocasión de sus funciones ha causado daño a la sociedad, y por esto el Estado ha sido condenado a la reparación patrimonial, luego de que ésta se efectúe.

CAPÌTULO 7. 
Realidad colombiana y cumplimiento de los deberes constitucionales
En el presente acápite se confrontará la realidad jurídica colombiana con su realidad social, en lo atinente al tema de esta investigación. Sabiendo que una de las acepciones del derecho es el estudio jurídico de la realidad social; que la ley debe ser entendida como la expresión de la voluntad general, esto es social; y que, particularmente, sobre la rama del derecho que aquí nos ocupa, la llamada “ ciencia constitucional”, se dijo desde hace tiempo que  “ estaba destinada a desaparecer de la esfera del Derecho para entrar a formar parte de un conocimiento distinto más relacionado con la sociología, lo social y lo económico, que sustituiría la juridicidad, como la veníamos entendiendo hasta entonces”
. Sabiendo todos estos datos, observamos que la única manera de que la nuestra no sea una Constitución semántica es que consulte plenamente la vida social de la Nación; es la única manera de dar respuesta satisfactoria al problema planteado en nuestra investigación, pero sobre todo a la problemática de nuestro país.
Por lo anterior creemos útil recurrir a los datos estadísticos como registros de la palpitante realidad, lo mismo que a algunos textos periodísticos y a documentos varios, que son una especie de conciencia sobre la misma.

7.1. Sobre el deber señalado en los artículos 4º y 95, inciso 2º , de la Carta, anotamos que, según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, en Colombia se cometieron en 1.990 (durante la vigencia del Art. 10º de la Constitución de 1.886), 206.192 delitos, mientras que  en 1.991 ocurrieron 221.109, y en 1.995, 231.647 actividades delictivas; y que de estas acciones, en 1.990, 125 fueron contra el régimen constitucional, en 1.991, para los mismos punibles se registró la misma cifra, y en 1.995 hubo en Colombia 96 conductas delictivas de esta naturaleza.

7.2. Sobre el deber constitucional de respetar y obedecer a las autoridades, según el DANE, en Colombia se cometieron en 1.990, 673 delitos contra la Administración Pública, en 1.991, 807, y en 1.995, 725. La tasa de comisión de delitos contra la administración de justicia para 1.990 es de 575, para el 91 de 458, y para 1.995 de 521.
7.3. Acerca del deber de respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios, se tiene que en el país en 1.990 se cometieron, según el DANE, 86.153 delitos contra la vida, en 1.991, 89.828, y en el  95, 82.068.
En el “VII Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de la República”, se lee que en nuestro territorio hubo en 1.999, 2.435 violaciones a los derechos humanos por persecución política, 2.231 infracciones graves al derecho internacional humanitario, y 1.290 violaciones en materia política y social. En el mismo documento aparece un comparativo de masacres entre 1.991 y 1.999, donde se establece que el promedio en este lapso de tiempo es de 1.838 casos con saldo de 9.169 víctimas.

El informe habla también del desplazamiento forzado entre 1.995 y el año 2.000, registrando que entre 1.985 y 1.994 existieron en Colombia, 700.000 desplazados, y que de 1.995 a 2.000 este número pasó a un millón, incluyendo en los datos de este último año las fronteras patrias.

En cuanto al registro de quejas formuladas ante la Defensoría del Pueblo, se tiene que el 2% son sobre el derecho fundamental de petición; el 31.5% sobre oportunidades ante la ley; y otro 2% sobre lo concerniente a enfermos de VIH. En este registro observamos que los derechos más vulnerados son la integridad personal, la vida y el debido proceso.

En el informe del Departamento de Estado de USA de 1.999, se lee:  El historial de derechos humanos del Gobierno sigue siendo deficiente. Se logró mejoría en varias áreas, pero los problemas graves persisten .Las fuerzas del gobierno continuaron cometiendo numerosos y graves abusos, incluyendo asesinatos extrajudiciales, pero menos que en años anteriores. En muy contadas ocasiones las autoridades llevaron a oficiales de las fuerzas de seguridad y de la Policía, acusados de delitos contra los derechos humanos, ante la justicia (…) En algunos casos las fuerzas de seguridad colaboraron con los paramilitares que cometieron abusos
. En este mismo año vino a Colombia, una comisión de parlamentarios y de representantes de la Iglesia Católica europeos, y constató la situación de los derechos humanos en el país, recomendando algunas políticas frente a los desplazados, a la desigualdad social, al empleo, a la impunidad y a la justicia
.

Sin embargo, cuando otras entidades como Amnistía Internacional se pronuncian sobre el tema de los derechos humanos en Colombia, personajes como el actual canciller GUILLERMO FERNÀNDEZ DE SOTO dicen cosas como esta: “No lo conozco( refiriéndose al informe de A.I.   de 2.000), pero debe ser un refrito actualizado del informe del año anterior”
. Lo que refleja la desidia del gobierno de turno frente al tema, como lo deja entrever el mismo Defensor del Pueblo en su informe reseñado, hablando del desplazamiento forzado: “No se ha dado respuesta a estas recomendaciones”, entre ellas: prevención de masacres, garantizar la seguridad pública, respaldo presupuestal a los desplazados, mínimos acuerdos humanitarios ( página 31 del Informe, recuadro). Sin embrago, no se puede desconocer que en el Plan Nacional de Desarrollo se habla de planes obligatorios de salud a grupos de población especialmente vulnerables, como los desplazados
.
7.4.  Sobre el deber del Art. 95, numeral 5, constitucional, se señalan perlas como esta: “La única participación que propone el plan es individual y desde la lógica del cliente que eleva quejas y reclamos en relación con el bien que consume”( refiriéndose a la participación en salud que trae el PND), “Lo que no permite construir acciones colectivas e integrales”( Caja de Herramientas, No. 61, página 4).
Una mirada a la realidad demuestra que la gente está participando a través de formas tradicionales como el sufragio, pero también por medio de consultas, cabildos abiertos, audiencias públicas, comunas, asociaciones barriales, etc. ¿Pero hasta qué punto el voto sigue amarrado?: las realidades de departamentos como Atlántico o Bolívar podrían dar la respuesta.

Acerca de la participación concreta de la mujer, “En Colombia la tendencia es a la disminución de la representación de las mujeres en las corporaciones públicas, a pesar de que se aumenta su participación en los debates electorales…”
, debiéndose comparar los estándares internacionales con Colombia, donde hasta enero de 1.997 había una relación de 28 sobre 67 en el parlamento, 2 ministras, 2 alcaldesas, 0 gobernadoras y 1 magistrada de las altas cortes, pues en el mundo el promedio de participación es del 12%
. El pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre la obligación de que las mujeres ocupen un 30% en la burocracia
, es un paso decisivo en esta materia.
También se observa un cambio en la participación con los recién elegidos consejos municipales y departamentales de juventud.

Por otra parte, aunque la Constitución Política en su Art. 69 garantiza la autonomía universitaria y dispone que las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, deben hacerlo conforme a la ley( 30/92) y al espíritu general de la legislación, es decir a través de mecanismos democráticos; lo cual en muchas universidades no se está dando, ejemplo: en la Universidad del Atlántico, donde se están desconociendo incluso sus propios estatutos en el caso de la elección a dedo de decanos. Esto, aunque muy particular, podría servir para ubicarnos en la realidad.

Nuestra experiencia también nos enseña que el Art. 68 constitucional , inciso 2º, podría estar quedándose en letra muerta, pues son muchos los centros educativos que no han entendido tal mandato, especialmente en el sector privado.
Finalmente, observamos que aunque la Carta colombiana, a diferencia del Art. 78 de la Constitución venezolana, no habla explícitamente de la obligación del Estado de promover la incorporación progresiva de los niños a la ciudadanía activa , y a penas sí habla de garantizar el ejercicio pleno de sus derechos, en nuestro país se dio en 1.997 el voto de los niños por la paz con un sorprendente éxito, y hoy nuestros niños son capaces también de pensar el país, lo que sin duda contribuye a la democracia.

7.5. Sobre el numeral 6 del artículo 95 constitucional, se observa que aunque cada colombiano desea cumplir con su deber, las cifras ya reseñadas sobre actividades delictivas y violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, dejan mucho que desear.

Las cifras del desempleo, que veremos adelante, revelan que esta disposición, idéntica a la del Art. 22 del estatuto superior, por ahora es sólo un buen deseo.

Acerca de la zona de distensión y las intenciones del gobierno actual( que, entre otras cosas, mucho criticó al anterior, y ha caído en todo lo recriminado a aquél), el país realmente no sabe qué creer, pues en 3 años de diálogos estos se congelan y no se vislumbran soluciones concretas a la situación del país. Se pregunta si el sur de Bolívar también será otro Chaguan.
De cualquier manera, los protagonistas del proceso de paz deben entender que éste trasciende a un acuerdo, para convertirse en un querer y luchar de verdad por una democracia social, con todo lo que ella implica en inversión para el desarrollo social y económico.

7.6. En relación con el deber constitucional de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia, deseamos que los nuevos mecanismos de descongestión de despachos judiciales como la conciliación, el arbitraje, la amigable composición, la justicia de paz y la justicia de los pueblos indígenas- sin que haya abuso de ellos- contribuyan a realizarlo, porque son preocupantes las cifras que se refieren a la marcha de la administración de justicia en el país. Según un artículo del ex​ presidente de Aso bancaria, JORGE BOTERO ANGULO, sobre la “Inseguridad jurídica”, aparecido en el diario La República, en 1.999 la justicia civil colombiana resolvió 0.8 casos por cada expediente nuevo que recibió, y evacuó sólo el 26.2% del inventario. El mismo articulista nos informa que mientras en 1.993 hubo en el país 2.8 millones de procesos represados, en 1.999 la cifra fue de 3.2 millones. Señala el autor que mientras en Venezuela existen 1.600 procesos por habitante y en Perú menos de 3.200, en Colombia esta cifra alcanza a 7.400.

El informe anual de la Corporación Excelencia en la Justicia( CEJ)
 nos habla de 7.383 pleitos por cada 100.000 habitantes en Colombia, en Chile de 12.661 pleitos para la misma población, en Ecuador de 1.721, en Perú de 2.991 y en Venezuela de 1.616.
Los datos del DANE sobre la marcha de los procesos judiciales en Colombia son: en el área penal, para el año 90( antes de entrar en vigencia la Constitución Política que nos ocupa) fueron iniciados el 45.7% de total de procesos, de los cuales fueron calificados 46.0% y llegaron a sentencia el 13.5%. En 1.996, los indicadores fueron 43.0%, 43.4% y 13.6%, respectivamente.

Según la misma fuente, en el área civil el comportamiento fue el siguiente: en 1.990 hubo un total de 1.562.886 procesos, de los cuales quedaron activos 728.364, de los cuales pasaron a sentencia 176.442; en 1.996 existieron 1.698.521 procesos, quedando activos 637.059, pasando a sentencia 238.018.

De acuerdo con el informe de la Corporación Excelencia en la Justicia, en 1.999 en Colombia existieron 4.300.000 casos en la justicia ordinaria, de los cuales se evacuó sólo el 26%. A comienzos del año 2.000 hubo 3.200.000 casos en el área civil, de los cuales 1.200.000 fueron procesos ejecutivos, y de esa totalidad sólo se resolvió el 10%. En el campo laboral observamos 86 procesos por cada 100.000 habitantes, sobre lo cual los jueces del trabajo han dicho que “ la situación se ha vuelto manejable porque la mayoría de procesos judiciales se están canalizando a través de acciones de tutela”, pero como ellos mismos reconocen “ son atendidos por otras áreas, es decir que pasan a congestionar a otros sectores de justicia”
. Pero, según el informe, la mayor congestión se presenta en la Fiscalía, donde hasta julio pasado hubo 900.000 procesos penales.
Preocupante esta situación si además se considera, como dice el informe, que Colombia es el segundo país que más invierte en justicia en la región, siendo que en 1.998 la relación es de 10.400 dólares por persona en la rama judicial, mientras que en Venezuela, el primer país de la región, la inversión es de 10.459 dólares por habitante. En 1.999 la cifra ascendió para Colombia hasta el 1.6% del PIB, de los cuales el 63% se invirtió en gasto de personal. El DANE también señala que en 1.990, la justicia participó  con el 4.87% de la totalidad de los gastos del Gobierno Nacional, y que en 1.995 su participación fue del 6.42%. “Sin embargo, la CEJ dice que hay baja calidad en cuanto a las sentencias ejecutadas”
. En efecto, Colombia padece de un servicio judicial deficiente, cuyo ciclo comienza con el trato inadecuado al cliente de la justicia. Esto se ve representado, según el estudio, en las largas esperas en los despachos, la falta de información, la ineficiencia de los empleados judiciales y las altas cargas administrativas para los jueces, lo cual desemboca necesariamente en el represamiento de los procesos
.
El informe de la CEJ concluye que la congestión no sólo implica costos para las partes en el proceso, sino para la actividad económica del país, por la pérdida de tiempo al resolver los conflictos.

Para cambiar esta situación se requiere, como recomienda la CEJ, de una verdadera reforma a la justicia, y de un verdadero proceso pedagógico, consistente en una reforma a la enseñanza del derecho, capacitación a los funcionarios judiciales en derechos humanos y en derecho internacional humanitario, impulso al programa del buen ciudadano y mediación en la escuela, lo mismo que un apoyo a los métodos alternativos de solución de conflictos.

7.7. Sobre el deber de proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano, el DANE indica que en 1.996 había en Colombia 113.156 hectáreas, de las cuales estaban forestadas 53.180, o sea un 47%. Las causas de la deforestación en su orden son: la colonización, el consumo energético, el desarrollo de infraestructuras, los cultivos ilícitos y su erradicación, los incendios forestales y el aprovechamiento forestal no sostenible.
Por otra parte, la Defensoría del Pueblo indica en su informe estudiado, que en 1.999 el derecho a un medio ambiente sano fue el menos acusado ante la División Nacional de Trámite de Quejas, con 10 acusaciones en el año.

La misma institución registra en 1.999, 45 violaciones a los derechos humanos por persecución política, cuyas víctimas fueron indígenas;  55 graves infracciones al derecho internacional humanitario con sujeto pasivo indígena, y 17 violaciones político-sociales que recayeron sobre este sector de la población. Esto en un total de 2.435,2.231 y 1.290, respectivamente.

Según datos del Plan Nacional de Desarrollo de la Población Afrocolombiana del DNP, y del Documento  Conpes 2909 del Ministerio del Interior
, de los 10.5 millones de afrocolombianos, el 26% de la población nacional, el 74% recibe salarios inferiores al mínimo legal; el 60% de la población de la Costa Pacífica, el núcleo de mayor población negra en Colombia, no tiene acceso a los servicios de salud; el 43% de las comunidades campesinas afrocolombianas es analfabeta, mientras que el 20% de las comunidades urbanas afrocolombianas es falta de ilustración. Del 41% es la cobertura de la educación primaria en los sectores rurales afrocolombianos. De cada 100 jóvenes que terminan secundaria en la región pacífica, 2 ingresan a la universidad. La educación secundaria de la costa pacífica es 40% inferior a la del resto del país. Del 40% es el desempleo en la población afrocolombiana. La mortalidad infantil en la costa pacífica es 4 veces mayor que el promedio nacional. El porcentaje promedio del servicio de acueducto en las cabeceras municipales de la costa pacífica es del 48%, y de alcantarillado de tan sólo el 10%, mientras que en el país es respectivamente de 76 y 64%. Del 5% es la cobertura telefónica en el pacífico colombiano.
La esperanza de vida de nosotros los negros es inferior entre un 10 a 30% al promedio nacional. Mientras que el ingreso per cápita promedio de los colombianos al año es de 1.500 dólares, el de los afrocolombianos es de 550 dólares.
Esta situación de los negros es denunciada por GABRIEL GARCÌA MÀRQUEZ en “Por un país al alcance de los niños”, y justificó el paro cívico del Chocó el martes 13 de junio de 2.000, y justificará los que sigan.

Para concluir este subcapítulo, diremos que en Colombia, según datos del DANE, en el año 1.997 se celebraron 175 eventos culturales nacionales y 11 binacionales; y vemos con satisfacción la resistencia de nuestros pueblos al mercantilismo y banalización de sus manifestaciones culturales, caso del carnaval de Barranquilla, donde sus verdaderos protagonistas, las gentes del pueblo, se oponen este años, más que nunca, a que siga reinando, en vez del auténtico Momo, la empresa privada con toda su parafernalia.

· 7.8. Refiriéndonos al deber señalado en el numeral 9 del artículo 95 superior, tenemos que en Colombia, según cálculos de la Oficina de Estudios Económicos de la DIAN, la evasión está entre un 20 y un 30% del recaudo potencial, como se infiere del siguiente cuadro:

	CUADRO 1
	
	
	
	
	
	

	
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999

	ACTIVIDAD INTERNA

Proporción del recaudo potencial

Evasión en IVA

Evasión en Renta

Porción del PIB

Evasión de IVA

Evasión en Renta


	29.8%

42.0%

2.0%

3.0%
	27.9%

43.8%

1.8%

3.2%
	26.6%

40.5%

1.8%

2.7%
	21.3%

39.8%

1.4%

2.9%
	20.9%

41.0%

1.3%

2.9%
	24.3%

39.3%

1.5%

2.9%

	1/proporción de las  importaciones  legales

FUENTE: cálculos de la oficina de Estadios Económicos. DIAN 
	
	
	
	
	
	


Si comparamos estos indicadores con los de Chile que, según funcionarios de la DIAN- Barranquilla, es el país con mejor recaudo en América Latina, vemos que la diferencia porcentual no es muy grande (cuadro 2):
	                                                     CUADRO  2
TASAS DE EVASIÒN EN IMPUESTOS NACIONALES ADMINISTRADOS POR LA DIAN

COMPARATIVO CON TASAS DE EVASIÒN DE CHILE

	AÑO
	1989
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999

	COLOMBIA 

RENTA 

IVA 

CHILE

RENTA 

IVA 
	58,0

29,0
	49,6

29,6
	50,0

26,8


	48,5

22,9
	44,1

18,3
	42,0

29,8

41,1

19,6
	43,8

27,9

39,1

20,3
	40,5

26,6

41,1

20,0
	39,8

21,3

41,7

19,7
	41,0

20,9
	39,3

24,3

	Fuente Chile: Departamento de Estudios (SII), base a información del Banco Central

Fuente Colombia: División de Estudios Fiscales- OEE- DIAN


Estos funcionarios también informaron que en una ciudad como Barranquilla, la cuarta del país y área de impulso a la apertura económica, el 90% de los impuestos los pagan los grandes contribuyentes, observándose evasión en las pequeñas empresas. Se trata de otro ejemplo particular que podría ser un indicio para entender la problemática.

Ayudan a la evasión las mismas disposiciones tributarias, que son demasiado gravosas para los contribuyentes, tal es el caso de los célebres impuestos del 2 y 3 por mil y del aumento de la base gravable del I.V.A. Se anota que en Colombia no hay estabilidad legislativa sobre la materia, al punto que cada poco más de 1 año se expide un nuevo estatuto tributario ( el actual es la ley 633 de 2.000). El legislador no parece tener en cuenta lo dicho por el economista estadounidense LAFFER, quien diseño una curva donde demuestra matemáticamente que entre más impuestos menos pago de ellos hasta llegar al 0 (cero)
.
Sobre este ítem, vemos que mecanismos como la concertación Estado- sociedad civil para el mejoramiento de la calidad de vida, han dado algunos buenos resultados en varias ciudades y departamentos del país, por ejemplo observamos en programas del canal regional Telecaribe que en varios municipios del Cesar y de La Guajira con este mecanismo se han pavimentado calles y embellecido entornos. Pero el problema aquí es si todas las comunidades del país están preparadas financieramente para contribuir con los gastos del Estado.

7.9. Sobre los deberes constitucionales de la familia y de la sociedad señalamos:
Según estadísticas del DANE, en Colombia se cometieron en 1.990, 751 delitos contra la familia, en 1.991, 897 conductas punibles contra la misma, en 1.996, 2.183.

El “ VII Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de la República” indica, partiendo a su vez de datos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, que entre 1.998 y 1.999 hubo en Colombia 70.000 casos de violencias, de las cuales a la violencia conyugal corresponden 45.000 y 48.000 casos para cada año; entre los 2 años hubo 10.000 casos de maltrato infantil.
Según Medicina Legal en 1.995 se presentaron en Colombia 36.020 mujeres lesionadas por violencia intrafamiliar, mientras que el número de hombres lesionados por esta causa fue de 6.943; para el mismo período se atendieron 28.777 mujeres víctimas de maltrato conyugal, y 1.604 hombres sujetos pasivos de los mismos; en este año, el número de niños lesionados por maltrato infantil fue de 3.800 frente a 4.298 niñas. De 11.970 delitos sexuales registrados para la época, el 55.3% tenía como víctimas a niñas entre 5 y 14 años, el 19% eran niñas entre 15 y 17 años, y el 7.7% eran niñas menores de 5 años
.

El  DANE estima que en Colombia en 1.996 se presentaron 20.457 casos de prostitución, en 115 de los cuales están envueltos menores de 15 y menos años, y en 4.176 casos hay jóvenes entre 16 y 20 años.

El boletín No. 5 de La Niñez y sus derechos, de la Defensoría del Pueblo, de noviembre de 1.998, anota que el 55% de la población desplazada en Colombia está conformada por menores de edad. En este mismo boletín encontramos (página 21) que, según Amnistía Internacional, el 75% de los desplazados en Colombia son menores de 25 años. Por su parte, Codhes (ibídem, p. 22) informa que cada hora son desplazados en el país 20 personas menores de 19 años, que en 1.997 fueron expulsados a causa de la violencia 169.620 niños, niñas y jóvenes, y que en enero de 1.998 esta cifra ascendía a 692.000. Y sus circunstancias son: “deshidratación, desnutrición crónica, anemia como consecuencia de largas jornadas de camino y hambre”. “Cuando provienen de regiones como Urabà, Caquetá o Putumayo, adolecen también de enfermedades virales, paludismo, dengue hemorrágico y problemas en las vías respiratorias”. “La Defensoría del Pueblo conoció casos de niños afectados (intoxicados por los químicos o con alergias) por el veneno utilizado en las fumigaciones de cultivos ilícitos en Caquetá”. También se presenta hacinamiento y falta de higiene en las escuelas y albergues a donde llegan (ibídem, p. 23).
Según el DANE, en 1.994 hubo en Colombia 571.981 alumnos matriculados en la educación preescolar, mientras que en 1.996 este indicador pasó a 826.787. En básica primaria en 1.994 hubo 4.237.507 matriculados, y en el 96 la cifra fue de 4.638.751. En 1.994 había 2.879.681 alumnos matriculados en secundaria, y en 1.996, 3.114.418. El DANE estima que en 1.997 hubo una asistencia escolar de 304.745.
· En cuanto al deber de los empleadores de ofrecer habilitación profesional a quienes lo requieran, el DANE anota que en 1.995 había 1.003.456 matriculados en el SENA, de los cuales egresaron 795.500, mientras que en 1.996 los indicadores son 1.152.933 y 905.861, respectivamente.

· Sobre los deberes frente a la tercera edad, anotamos que el derecho de pensión fue causa del 0.8% de las tutelas interpuestas por la Defensoría del Pueblo en 1.999, ocupando el 6º renglón dentro de las acciones de tutela impetradas por la misma.

Si consideramos las conclusiones del trabajo de grado Los Derechos de la Tercera Edad en la Nueva Constitución, ya reseñado, vemos que entre los principales factores que afectan e impiden el normal desarrollo personal y psicológico de este sector de la población está el maltrato familiar, con un 10.5% sobre el total de causas, lo cual “ devela la casi nula sensibilidad que se tiene frente” a ellos, que implica “falta de reconocimiento a la persona como tal y a su derecho a una vida digna”.
· Sobre los deberes que se predican de los medios de comunicación social, se puede preguntar cómo observar la objetividad, el amor a la verdad, en un ambiente como el colombiano, donde según la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) han sido asesinados en los últimos 10 años 67 periodistas, de un total de 171 asesinados en el continente.

7.10. Sobre los deberes del Estado y de los funcionarios públicos, recordemos las estadísticas y datos que sobre justicia se señalaron en el apartado 7.6 de este trabajo, para dar fe del incumplimiento real del Establecimiento colombiano en torno a su deber de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales. Las tasas de criminalidad reseñadas en el punto 7.1 de esta investigación, también permiten corroborar lo dicho.

Uno de los sitios donde mejor se observa si un Estado viola o no los derechos humanos, si los garantiza o no, es la cárcel, por eso citaremos aquí cifras del informe del INPEC adjunto a la sentencia T-153 del 28 de abril de 1.998 de la Corte Constitucional, que señala “ de las 9 penitenciarías nacionales, 5 presentan hacinamiento; de las 10 reclusiones de mujeres, 6 presentan hacinamiento; de las 23 cárceles de distrito, 19 presentan hacinamiento, y de las 125 cárceles de circuito, 67 presentan hacinamiento”. Según en informe, el hacinamiento se ha trasladado a las estaciones de policía, con un número de reclusos 3 veces mayor a su capacidad
. De acuerdo con la oficina de planeación del INPEC, para el 31 de octubre de 1.997 en las cárceles colombianas había un hacinamiento del 45.3%, sobre lo cual el INPEC y el Ministerio de Justicia decían que “ existen dificultades para determinar su real capacidad de albergue”.
· Acerca del deber de protección familiar también enviamos a otra parte de este trabajo, al subcapítulo 7.9, donde se encuentran estimativos del DANE, Medicina Legal y de la Defensoría del Pueblo sobre la violencia intrafamiliar.

· Referente al deber estatal de protección a la mujer remitimos al apartado 7.9 de este trabajo, y añadimos las siguientes cifras: según el Boletín No. 5 de la Defensoría del Pueblo, de noviembre de 1.998, el 56% de la población desplazada colombiana está conformada por mujeres, de las cuales el 35% son cabeza de familia. Para enero de 1.999, según el CONPES, el número de mujeres desplazadas es del 58%
.
Para 1.995, según el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, del total de 39.375 muertes violentas en el país (que incluyen accidentes de tránsito y suicidios) el 11.9% fueron de mujeres.

Según datos del año 2.000 (Encuesta de Demografía y Salud de Pro familia y las de Medicina Legal) el 90% de las víctimas de la violencia conyugal son mujeres. Por eso SALOMÈ en su artículo “Mujeres, otra vez desprotegidas”, aparecido en Caja de Herramientas No. 75, página 20, se preocupa de que  el nuevo código penal acabe con unas garantías de las mujeres, cuáles eran que el delito de violencia intrafamiliar no era conciliable 
, que no era querellable y que no procedía el beneficio de excarcelación para el agresor que cometía el delito violando una orden de protección, y que en él no se habla nada de la reeducación al agresor.
· Referente al deber del Estado de proteger a la infancia y a la adolescencia, según el DANE en 1.994 había en Colombia 7.365 establecimientos oficiales de educación preescolar, con 29.591 docentes, y que en 1.996 había 13.290 centros estatales de preescolar con una planta docente de 41.370. En 1.994 había en el país 3.530.133 alumnos matriculados en la educación primaria a cargo del Estado, y en 1.996 la cifra es de 3.747.942. Las cifras de los alumnos matriculado en la básica secundaria en colegios oficiales es de 1.776.996 para el año 94, y de 2.008.773 para 1.996. En 1.994 existían 4.512 establecimientos oficiales de básica secundaria y en 1.996 la cifra es de 6.038. En este nivel existen en el 94, 141.484 docentes del Estado, y en 1.996 la cifra es 156.981.

En el subcapítulo 7.9 se mostraron estadísticas sobre los niños y el conflicto armado, que reflejan la realidad de las políticas estatales al respecto, que en algunos casos se han mostrado benignas frente al problema de los niños desplazados; es el caso de la secretaría de educación de Codazzi (Cesar), que en noviembre de 1.998- según el boletín No. 5 de la Defensoría del Pueblo- se encontraba con un déficit de $ 200.000.000, porque había cubierto hasta el 50% de matrículas y pensiones para aquellos; pero esto se ve realmente es en el nivel local de la Administración, y se observa que no hay previsión presupuestal frente al problema. En el caso de la niñez desplazada en zonas de fronteras, las obligaciones son asumidas muchas veces por los Estados vecinos, como es el caso del Ecuador frente a los niños desplazados del Puente Internacional de San Miguel (Putumayo).
En otros casos, como lo registra la Defensoría del Pueblo, funcionarios del ICBF violan la ley 387/97, sobre desplazamiento forzado, cuando en algunas ocasiones han negado alimentos a niños desplazados por no encontrarse en lugares cerrados

( ibídem, páginas 29 y 30), y muchas son las quejas que recibe la Defensoría del Pueblo al respecto( loc.cit).

La Defensoría del Pueblo también denuncia en su Boletín No. 5, que el Ejército Nacional utiliza niños desvinculados de la guerrilla como informantes a su servicio, sin que cumplan con la obligación legal de ponerlos en inmediata disposición del ICBF.
Codhes dice que la deserción escolar en la población infantil y juvenil desplazada es del 40%, y que sus causas son: ausencia de recursos económicos, desadaptación a la escuela, no identificación con sus compañeros, quienes los rechazan o ridiculizan, y la necesidad de convertirse en fuente de ingresos para su familia (ibídem, página 24).

· Sobre el deber de proteger a los limitados físicos o mentales, se mira con muy buenos ojos que en Colombia se esté desarrollando una política de acceso a la información de la población limitada, por parte del Ministerio de Comunicaciones, del Instituto Nacional para Ciegos y del Instituto Nacional para Sordos; que en varias bibliotecas públicas del país se hayan instalado programas de computadores que convierten el texto en voz, en beneficio de personas ciegas; que en algunos programas de televisión se ofrezca traducción al lenguaje de señas para las personas sordas; que la ley 324 reconozca como lengua la de las personas sordas; que existan programas presidenciales como Colombia Oye y Colombia Camina, que ayudan a los discapacitados. Todo lo que podrá enfrentar la problemática de estos compatriotas: se estima que el 80% de la comunidad sorda es analfabeta funcional, y según un estudio del Ministerio de Educación realizado en 38 ciudades del país, entre los estratos 1, 2 y 3, el 25.1% de los limitados físicos y mentales es analfabeta
.
· En cuanto al deber estatal de protección a la tercer edad, remitimos a lo sostenido en el ítem 7.9 al respecto, y añadimos que otro factor que obstaculiza el normal desarrollo personal y psicológico del anciano es la desprotección estatal, que está en el orden del 21.7%, lo mismo que la desatención en salud, que puede ser prestada por el Estado, y que aparece en un orden del 15.7%; otro factor es la falta de centros de atención, con un 12.9%
. Vemos con preocupación las intenciones del gobierno nacional y del legislador de aumentar la edad pensional, incluso hasta 65 años (hombres) y 60 años ( mujeres) en el 2.015, pasando por una primera fase de 62 y 57 años en el 2.006
.
-Sobre el deber del Estado de brindar seguridad social al pueblo colombiano, remitimos a lo dicho en el apartado 7.9 sobre las pensiones, y vemos con preocupación los estimativos del Min. Hacienda sobre el pasivo pensional acumulado en las distintas entidades del Estado, el cual supera los 128 billones de pesos, de los cuales más de 31 billones se encuentran en las Fuerzas Armadas y en los sectores de salud y educación, y más de 64 billones en los municipios, distritos y departamentos. Esperamos que para estos últimos, los FONPET sean una salida, pues la realidad y el número de tutelas interpuestas contra las alcaldías y gobernaciones son serios.

Preocupa también la honda crisis que atraviesa el Seguro Social, producto de la burocracia excesiva que carcome al país, aunque hay que tener la fe que tiene el actual ministro de trabajo de que se recupere, pues en periodos presidenciales pasados gozó de muy buena salud, a tal punto que durante el gobierno de ERNESTO SAMPER PIZANO, el instituto llegó a sitios donde no había estado, como la Alta Guajira, donde atendió a la comunidad étnica wayuu, como también ayudó a la prevención de la violencia infantil
.
· Sobre el deber estatal de atención en salud y saneamiento ambiental, se anota que en mayo de 1.998 el 60% de la población colombiana estaba cobijada por los servicios de salud, indicador que en el gobierno Samper era del 21%, según el ministro de trabajo de entonces. Una encuesta del DANE señala que a fines de 1.997, el 57.2% de colombianos estaba cubierto por el Sistema de Seguridad Social en Salud, o sea 22.8 millones de habitantes, 15 de los cuales eran afiliados al régimen contributivo y el resto del régimen subsidiado
.

Según la Encuesta Nacional de Calidad de Vida, realizada durante el segundo semestre de 1.997, en 70.000 hogares consultados, de cada 100 personas que acudieron al ISS por servicios de salud, 80 dijeron que la atención había sido oportuna, y 78 que la calidad era buena. En el 93  el nivel de satisfacción era del 68%.

En este punto debemos considerar el último inciso del artículo 49 constitucional, que impone a toda persona el deber de cuidar integralmente su salud, y relacionarlo con las tendencias que muestra la Encuesta de Calidad de Vida de 1.997: de 5.7 millones de colombianos que tuvieron un quebranto de salud en el último mes, 4.1 millones acudieron a instituciones de salud o profesionales titulados, el resto fue al farmacéutico, acudieron a la medicina alternativa o a los teguas.
El DANE dice que en 1.996 había en Colombia 731 hospitales, 126 centros de salud con camas y 914 centros de salud sin ellas.

Sobre el tema de la salud, el actual Plan de Desarrollo propone que se expidan leyes estatutarias de los servicios de salud y de seguridad social en salud, escindiendo el derecho a la salud en: 1) uno prestaciones de segundo orden, y 2) un instrumento idóneo para garantizar la vida. “A pesar de que el Ministerio de Salud y el mismo Plan de Desarrollo reconocen la situación caótica de la promoción en salud, no se plantean cambios importantes al respecto”
. En general, se mira como un negocio, como un bien más que se ofrece en el mercado.

Se anota que entre las quejas recibidas por la Defensoría del Pueblo en 1.999, las de medicamentos ocuparon el tercer lugar, con un 91%.

Sobre el saneamiento ambiental, señala el DANE que de 2.018.128 hogares con necesidades que había en Colombia en 1.997, 647.858 tenían vivienda inadecuada, 503.365 servicios inadecuados, y 647.288 se encontraban en hacinamiento crítico. Según el Documento CONPES 2909 del Ministerio del Interior, el 76% de los municipios colombianos tiene acueducto y el 64% de los mismos cuenta con servicio de alcantarillado.
· Acerca de los deberes del Estado frente a los trabajadores, se anota que su política de empleo durante los 90 fue deficiente, ya que éste creció mayormente gracias a los trabajadores independientes, cuyo 89% pertenece al sector informal. Se anota que en la década, 83% de los patrones fueron informales. Para abril de 1.999 la tasa del empleo informal era del 54.7%.

Frente a la idea de que a mayor nivel educativo mayor empleo, se tiene que el 71% de los subempleados poseen estudios superiores o secundarios, con un 20% para los primeros.
Si el conocimiento es factor preponderante de la competitividad, no es lógico renunciar al propósito de mejorar cualitativa y cuantitativamente la educación de los colombianos (…) Sin embargo, el carácter estructural del desempleo no depende sólo de la insuficiente capacidad de la mano de obra, dado que eso sería considerar el problema únicamente desde el punto de vista de la oferta, cuando desde el lado de la demanda tenemos que la economía pierde cada vez más capacidad para generar empleo, en razón del proceso de desmonte de su aparato productivo por cuenta de una dinámica especulativa que ha generado las condiciones de su propia crisis
.
En 1.996, el 44% de los desempleados tardaba más de 25 semanas para engancharse; en 1.998, este indicador aumentó en un 53%.

La única arma contra el flagelo es mejorar la capacidad productiva de la economía real, y acabar con la economía especulativa o rentista.

De otra parte, según el DANE en el 96 hubo en todo el país 95 huelgas; y en los últimos años el país se ha visto sujeto a paralizaciones laborales de todo orden.

Se anota que el derecho de pensión ocupa el 0.8% de acciones interpuestas por la Defensoría del Pueblo en 1.999, ocupando el 6º lugar. La Defensoría del Pueblo también registra que de un total de 2.435 persecuciones políticas durante 1.999, 55 fueron a empleados, 409 a obreros y 46 a trabajadores independientes; que de 2.231 infracciones al derecho internacional humanitario, 215 fueron a empleados, 33 a obreros y 37 a trabajadores independientes. El sector profesional fue víctima de 64 persecuciones políticas, 110 infracciones graves al derecho internacional humanitario y 123 violaciones político-sociales.
El SENA, según datos del DANE, en el 95 matriculó a 1.003.456 colombianos, graduando a 795.500, mientras que en 1.996 esos indicadores corresponden a 1.152.933 y a 905.861, respectivamente.

· Sobre los otros deberes económicos del Estado, señalan las estadísticas del DANE que en 1.997 de un total de 2.018.128 hogares con necesidades básicas insatisfechas, 700.419 presentaban alta dependencia económica; y que de 10.571.903 personas con necesidades básicas insatisfechas, 4.274.019 presentaban alta dependencia económica. Se anota que el total de hogares colombianos en la época era de 9.546.734, de los cuales vivían en miseria, o sea con 2 o más necesidades básicas insatisfechas, 605.997; y que de 39.842.424 colombianos, 3.605.675 eran pobres.
Por otra parte, anotamos que el 52.6% de las tutelas interpuestas en 1.999 por la Defensoría del Pueblo eran por negación de servicios, ocupando el primer lugar. 

Para el caso del agro, se critica que el PND no reconoce realmente el papel de la economía comunitaria y de las ONG”s  en el desarrollo del sector: se centra en lo estrictamente agroindustrial. Se fortalecen los incentivos a la inversión y capitalización en el campo, de acuerdo con ALCIDES GÒMEZ, de la Misión Rural(Caja de Herramientas, No. 75, “El agro a la deriva”).

La Defensoría del Pueblo registra que en 1.999 hubo 528 persecuciones políticas a campesinos, 567 infracciones al DIH en su cabeza, y 183 violaciones político-sociales en su contra; 4 persecuciones políticas en hacendados, 215 infracciones al DIH en los mismos y 257 violaciones político-sociales a estos; en líderes campesinos la  relación es 45,10 y 17, respectivamente.
Anotamos que ISA, entidad que pertenecía al Estado, por ejemplo, colocó acciones en el mercado el año pasado buscando el acceso de los colombianos a dicha propiedad, y al parecer fue un éxito, sin embargo cabe la duda: ¿qué obrero tiene para comprar paquetes de 10 acciones mínimos, a razón de $589.000, casi el doble o el triple de su salario mensual?

· Acerca de los deberes ecológicos del Estado, según la Defensoría del Pueblo el derecho menos vulnerado de los puestos a su consideración es el derecho a un ambiente sano, con sólo 10 quejas en el año 99.

Según el DANE, en 1.996 hubo una deforestación del 47% (ver ítem 7.7, párrafo 3º). En 1.990, el Estado gastó $211.279.000.000 en protección de bosques y ecosistemas, $6.629.000.000 en calidad del recurso hídrico, $47.763.000.000 en  cantidad del mismo, $5.904.000.000 en calidad de la atmósfera y del aire, $43.283.000.000 en calidad del suelo, $2.516.000.000 en investigación e  inversión en recursos del subsuelo, $95.297.000.000 en protección ambiental general. En 1.995 el primer rubro fue de $97.761.000.000, en cálida de agua se gastaron $9.026.000.000, en cantidad de agua $109.733.000.000, en calidad de aire $438.000.000, en calidad del suelo $ 883.000.000, en investigación e inversión en el subsuelo $47.568.000.000, en protección ambiental general $38.103.000.000.
· Sobre los deberes culturales del Estado, ya señalamos la cobertura educativa según el DANE,  en el subcapítulo 7.9, y añadimos que, según esa entidad, en 1.994 fueron adjudicados 24.60%  de los créditos demandados para pregrado, y que en 1.996 fueron adjudicados el 91% de los créditos demandados para postgrado.

El ex ministro de educación ANTONIO YEPES PARRA, en su artículo “ Significado de la educación. Atraso nacional”, inserto en LECTURAS DOMINICALES del 13 de agosto de 2.000, señala que nuestra precaria escolaridad es de 4.85 años, frente al promedio de 8.65 en los tigres asiáticos,13.2 en Canadá, 12 en Francia,11.7 en el Reino Unido y 11 en los Estados Unidos. Que nuestra educación es de baja calidad, inequitativa y deficiente. Que nuestro año escolar está entre 600 y 700  horas por año, mientras que en los países desarrollados es de 900. Que si bien la cobertura en la básica primaria ha aumentado, debido principalmente a la tendencia demográfica de los últimos años, es de baja calidad, con altos índices de deserción y repitencia. Que nuestra educación también es excluyente.
La básica secundaria presenta un dilema, a juicio del ex ministro: ¿debe formar futuros universitarios o futuros trabajadores? Dice el autor, que la educación superior es de bajísima cobertura, otorgada por los entes privados en más del 70%, siendo únicos en el mundo: en América Latina y el Caribe la pública responde por el 68% y en Europa por el 100%. Esta educación tampoco guarda relación con la técnica y la tecnología.
Sobre la participación de la educación en el gasto social, FEDESARROLLO, citado por el ex ministro, dice que entre 1.980 y 1.998 aquélla estuvo entre un 42 y un 30%.

Sobre la investigación en Colombia, el genetista EMILIO YUNIS ha dicho que el presupuesto de COLCIENCIAS equivale al valor de un helicóptero “Black Haw” del Plan Colombia. Sin embargo, apunta LÒPEZ MICHELSEN en su artículo “La ciencia colombiana”
, que el nuestro está entre los 3 primeros países suramericanos en avances de informática y biotecnología.

Otros más realistas dicen que Colombia debe hacer que los temas de la biotecnología y la genética dejen de ser para ella ficciones, y abrir investigaciones en el campo del genoma
.
Aunque existen 900 grupos e investigadores escalafonados a partir de una convocatoria reciente de COLCIENCIAS, como dice el ex presidente LÒPEZ en el artículo citado, “hay algo de diabólico en el desfile de cerebros que se fugan hacia el exterior, de día en día, desde el momento en que su vida se puso en juego y tuvieron que dejar el suelo patrio, unas veces por falta de empleo y otras veces por la inseguridad reinante”.

En Corea existieron 130.000 patentes por habitante en 1.997, y en Colombia 1.250.

Según el senador de la República RAFAEL ORDUZ, las decisiones de adscribir COLCIENCIAS a Planeación Nacional y de crear el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, así como acoger las recomendaciones de las misiones de 1.990 y 1.994, no estuvieron en la agenda de los partidos políticos, del Congreso, del consejo de ministros, ni de los dirigentes gremiales o sindicales de los últimos años. El senador dice que la agenda mínima de 2.001 debe incluir temas como la crisis financiera de las universidades públicas, la evaluación de la educación básica, técnica y superior, la relación universidad- aparato productivo, la alarmante emigración de cerebros, y una adecuada legislación que estimule la inversión en procesos innovativos.

Sobre el deber de fomentar el acceso a la cultura, se tiene que las partidas asignadas a ésta, pasaron de $88.000.000.000 en 1.998 a $39.000.000.000 para el 2.001, o sea que sufrieron una disminución del 56%
, fundamentando el Gobierno que esta se debe a la excesiva burocracia que pululaba en el ministerio, lo que objeta el ex ministro de cultura RAMIRO OSORIO ( En: EL TIEMPO, 27 de agosto de 2.000, pp. 3-6).
Se discute actualmente si el Estado debe apoyar las manifestaciones culturales nacionales o si las extranjeras, haciendo una mala interpretación del artículo 70 constitucional, y arropando bajo esa actitud bizantina la mezquindad del actual gobierno.

Sin embargo, a partir de la Constitución del 91 ha mejorado el apoyo del Estado colombiano a la cultura, destacándose las obras de la División de Patrimonio de Min. Cultura, entre ellas la restauración del viejo edificio de la Aduana y de la Estación Montoya en la de verdad Puerta de Oro del desarrollo de Colombia en el siglo pasado.

· Sobre los deberes de los funcionarios públicos remitimos al apartado 7.6 de este trabajo y a lo señalado allí sobre el comportamiento concreto de los funcionarios judiciales, y a lo dicho sobre las conductas anómalas de miembros de la Fuerza Pública y del ICBF en relación con los niños desplazados; y aquí añadiremos algunas cifras de la Defensoría del Pueblo: de las quejas formuladas ante esta institución en 1.999, el 45.73%, o sea 6.380, fueron contra los servidores del orden administrativo, de los cuales 2.836 fueron contra servidores nacionales; el 0.11% fueron contra miembros de corporaciones públicas; el 3.58% contra empleados de la Rama Judicial, la mayoría de las cuales fueron contra empleados de la Fiscalía; 9.12% contra la Fuerza Pública, la mayor parte contra el Ejército; el 0.11% contra miembros de los órganos de control; el 2.49% contra funcionarios del sector penitenciario. En general, la mayoría de estas quejas fueron contra servidores públicos, ocupando las quejas contra los particulares un 38.63%.

Conclusiones
1ª. Si bien creo que la Constitución de 1.991 no es una panacea, considero que es un paso significativo el hecho de que esta sea superior a las anteriores que nos han regido, en cuanto a la consagración de derechos y deberes tanto de las personas, físicas y jurídicas, nacionales y extranjeras, como de la sociedad- que no es, como pueden creer algunos, una cosa amorfa-, como de quienes por servir en las dependencias del Estado tienen un rango especial; lo mismo que en lo concerniente a las obligaciones del Estado en lo relativo al desarrollo social, económico, político y cultural de la Nación. Esta es precisamente la guía que nos servirá para dar el paso de un Estado de Derecho a un Estado Social de Derecho.
2ª. Efectivamente, un Estado Social de Derecho para ser tal requiere que los ciudadanos ejerzan sus derechos, y que el Estado les garantice ese pleno ejercicio, pero que también entiendan que no pueden abusar de esos derechos sin que sobrevenga el desorden social, y que por ende tienen unos deberes claros en el plano jurídico. Pero cuando estos deberes jurídicos sean insuficientes, atenderán a principios superiores, que -aunque puedan escapar del orden jurídico, o ser aun algo abstractos dentro del mismo- deben servir de luz en la vida social de los hombres, como puede ser el caso de la solidaridad
.
3ª. Es esta la situación de algunos deberes constitucionales, que son hasta ahora proposiciones jurídicas incompletas, que no son verdaderos deberes jurídicos en la medida en que el legislador no los ha plasmado claramente en textos legales. Lo que indica que el intérprete, en aras de que se cumplan, debe considerar todo el sistema de principio de normas de nuestro orden jurídico, y aplicar principios como la equidad y la justicia.

4ª. Por fortuna, mecanismos como la acción de tutela permiten la realización de muchos de estos deberes constitucionales. Y como la Constitución es norma de normas, las viejas disposiciones jurídicas sustantivas y procesales anteriores a 1.991, deben amoldarse al espíritu de la Constitución de la democracia social, atendiendo al principio de la jerarquía normativa; por lo que preceptos del Código Civil, por ejemplo, no pueden ni deben reñir con aquella, sino por el contrario, servir de desarrollo a lo planteado en la Carta, creándose otros mecanismos para exigir el cumplimiento de los derechos constitucionales, que no son sino los mismos tradicionales, por ejemplo, un proceso civil de alimentos para que la persona cumpla con el deber que, como miembro de la familia, le corresponde en relación con sus hijos menores, a la luz de los Arts. 42 y 44 superiores, y que antes de la Carta del 91 entendíamos simplemente como un deber legal.
5ª. Creemos que más allá de que los ciudadanos cumplan con sus deberes jurídicos, necesitamos que sientan, al modo de KANT, que la obligatoriedad del deber deriva de su voluntad, es decirles darles carácter universal, en nuestros términos llenarlos de sentido, llenándose ellos también del sentido de estos, es decir creyéndose ellos parte del orden jurídico, en este caso de la democracia social, que los valora como personas y como miembros de ella.

6ª. El Estado debe en verdad apreciar a sus miembros, que no son sino los hombres, y sus funcionarios debe demostrar en todas sus actuaciones ese aprecio, generando en aquellos un verdadero sentido de pertenencia, lo que sólo se logra brindándoles bienestar en los planos económico, social, político, cultural y, aunque se aleje un poco del terreno estrictamente jurídico, allanarles el camino para que encuentren su propio bienestar individual, o sea espiritual.

7ª. En Colombia, si nos abrimos a la realidad social y no nos encerramos en su mera realidad jurídica, es fuerza concluir que  aún falta mucho camino por recorrer, y que aún no es tiempo de desfallecer( y mejor que nunca llegue esa hora). Debemos empezar recordando a LAO-TSÈ: “Un viaje de mil leguas comienza con un paso”.
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